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Presentación

Para lograr avances importantes en el terreno de la rendición 
de cuentas, es necesario fortalecer su entramado y mecanismos 
institucionales que propicien su arraigo y consolidación, y que, a la 
vez, generen una más oportuna y transparente información para la 
ciudadanía que demanda, cada día con mayor exigencia, un mejor 
uso de los recursos públicos. 

La rendición de las cuentas públicas y su fiscalización respectiva 
son factores primordiales para construir una cultura de confianza 
en las instituciones públicas y en las prácticas democráticas. Así, la 
importancia que la sociedad le ha otorgado a los procesos de rendición 
de cuentas y fiscalización superior, queda manifiesta en la calidad y 
cantidad de los textos presentados en la décima edición del Certamen 
Nacional de Ensayo sobre Fiscalización Superior y Rendición de 
Cuentas convocado por la Auditoría Superior de la Federación.

El jurado calificador de los trabajos participantes en dicho 
certamen, otorgó el primer lugar al ensayo titulado “El problema de 
la efectividad del control interno del sector público ante la dinámica 
actual del cambio institucional”, en el cual, su autor José Luis Jasso 
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Ramírez, por medio de un análisis detallado que realiza sobre la operación de la fiscalización en 
México, se pronuncia por una política de Estado que permita avanzar hacia la construcción de un 
más eficiente sistema de fiscalización que impulse los cambios estructurales que se requieren para 
mejorar la gestión y funcionamiento de los entes gubernamentales.

El segundo lugar correspondió al trabajo denominado “Descentralización y rendición de 
cuentas”, cuya autora Eunice María Elena Sánchez García, analiza el proceso de descentralización 
que ha registrado nuestro país, así como el manejo de los recursos públicos en la administración 
pública municipal, manifestándose por el fortalecimiento de la rendición de cuentas en ese ámbito de 
gobierno en particular, como requisito indispensable para alcanzar un mejor desarrollo humano.

El tercer lugar correspondió al ensayo presentado con el nombre “Rendición de cuentas 
y gobernanza en los municipios mexicanos”, en el cual, su autor Alejandro Navarro Arredondo, 
examina los principios que rigen a los sistemas modernos de rendición de cuentas a partir de la 
gobernanza local. Con claridad y conocimiento, describe el marco jurídico e institucional de esa 
nueva experiencia de gestión que llevan a cabo ya algunos municipios del país.

El cuarto lugar correspondió al trabajo encabezado bajo el titulo “La corrupción. Los problemas 
en el control y fiscalización del presupuesto, y el aprovisionamiento militar en México 1917-1930”; 
su autora Luz María Uhthoff López, aborda la problemática de la corrupción durante el periodo 
que se analiza, señalando los alcances y limitaciones de los mecanismos que fueron utilizados para 
la conformación del presupuesto y del aprovisionamiento militar, así como las acciones que durante 
dichos años se llevaron a cabo para su vigilancia y control.

Finalmente, el quinto lugar fue otorgado al ensayo intitulado “Transición de las entidades de 
fiscalización superior a órganos constitucionalmente autónomos, garantes de transparencia y 
rendición de cuentas de los órganos del Estado”, elaborado por Luis Ricardo Sánchez Hernández, 
quien, mediante sólidos argumentos, presenta una propuesta para que las entidades de fiscalización 
superior sean reconocidas como órganos independientes con autonomía constitucional, destacando 
la contribución que ello aportaría para fortalecer las tareas de fiscalización y consecuentemente las 
acciones de gobierno.

Los análisis y reflexiones contenidos en esta publicación, nos permite tener una mayor visión sobre 
algunos de los temas más sensibles y recurrentes que hoy en día son materia fundamental del debate 
parlamentario y de la agenda nacional, tales como la rendición de cuentas y la fiscalización superior. 
Nuestro más amplio y particular reconocimiento a los autores de los trabajos premiados, y en general, a 
todos quienes con su interés y entusiasmo participaron en este décimo certamen nacional.

CPC. Juan M. Portal Martínez
				                 Auditor Superior de la Federación
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1. Cambio institucional, fiscalización superior y rendición de cuentas

1.1 Los contornos de la dinámica actual del cambio social  

Durante el último cuarto de siglo, el mundo ha experimentado vastas y significativas transformaciones, 
las cuales han alterado de manera radical la faz de la tierra y el modus vivendi de sus habitantes; han 
cambiado nociones y conceptos que parecían eternos y, al amparo de estos monumentales cambios, el 
mundo es otro; su geografía se ha modificado radicalmente, y ha emergido una multitud de nuevos 
países, en tanto que otros han desaparecido. Potencias que hasta hace muy poco parecían imbatibles, 
hoy han sido borradas en forma dramática del mapa de la geopolítica mundial.

Cada día el mundo observa perplejo la aparición de una infinita gama de nuevos mercados, 
productos y empresas, y es testigo de la desaparición de firmas, que en su tiempo fueron venerables y 
poderosas. Recientemente (2008), desapareció por completo la banca de inversión de Estados Unidos, 
con casi dos siglos de historia, y con ella, se evaporaron firmas legendarias como Merril Lynch, 
Lehman Brothers y Bear  Stearns.

Se ha instalado en nuestro universo un intenso proceso de cambio institucional, que un notable 
economista austriaco denominó como destrucción creadora, el cual ha hecho posible la aparición 
de fenómenos difíciles de imaginar hasta hace unos cuantos años, tales como la existencia de 
manufactura robotizada; la dinámica de la reingeniería de las empresas; el uso de la inteligencia 
artificial en los procesos gerenciales, y en la planificación estatal en países avanzados; el surgimiento 
de los superconductores; el desarrollo de métodos e instrumentos innovadores en la educación 
pública y privada, como la realidad virtual, y las aplicaciones de las tecnologías de información; la 
espectacular difusión mundial de la información a través de la red Internet (creación gubernamental 
por excelencia), que está revolucionando los negocios privados y el desempeño del sector público, 
y está incrementando la posibilidad de reducir la opacidad en la gestión pública; el uso de la teoría 
de juegos, para desarrollar estrategias geopolíticas, y para evaluar la peculiar dinámica que existe 
entre agentes económicos privados y el gobierno, a efecto de desarrollar políticas públicas óptimas; 
la revolución de la gestión gubernamental por medio de las redes,  la evaluación de los riesgos 
estratégicos multidimensionales de la acción gubernamental; las aplicaciones de las construcciones 
matemáticas más abstractas como la teoría avanzada de los números primos, para fundamentar el 
comercio electrónico con códigos que permiten brindar certeza al usuario; el uso de la matemática 
criminalística, para detectar sofisticados delitos de cuello blanco en las empresas públicas y 
privadas, uso que está mejorando la calidad de las llamadas auditorías forenses, cuyo objetivo es 
la documentación estratégica de los fraudes corporativos y de la corrupción pública sistémica en el 
otorgamiento de contratos para proveer insumos y bienes públicos. 

En este nuevo ambiente económico, millones de computadoras están vinculadas durante las 24 
horas del día con un enorme comercio (trading) mundial de inimaginable complejidad. Por ejemplo, 
en uno de los centros neurálgicos de este vasto sistema, el Euromercado, 2 trillones de dólares 
cambian de manos a  la velocidad de la luz mediante sofisticados medios electrónicos. En otro centro 
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del comercio financiero mundial, Nueva York, cada tres días, las complejas redes de fibras ópticas, 
situadas debajo de las calles de la vieja urbe transfieren recursos a todos los rincones del planeta, 
aun los más remotos. De esta forma, son transferidas cuantiosas sumas de dinero en esas redes, 
que equivalen al producto total generado por la mitad de los países que pueblan el globo terráqueo. 
Se estima que cada  dos semanas el flujo monetario transferido por las transacciones financieras 
públicas y privadas iguala el PIB de Estados Unidos, que equivale aproximadamente a 14 trillones de 
dólares.1  Sumas similares en proporción pasan en un gran flujo y reflujo de dinero por las calles de 
Shangai, Nueva Delhi, Tokio, Londres, Berna, Fráncfort, París, Dubai, Hong Kong, Distrito Federal 
y Buenos Aires. Este vasto movimiento mundial de recursos financieros está vinculado al proceso de 
globalización de las economías y sus mercados, que hasta 2008 parecía irreversible.

La complejidad operacional actual resultante de los mercados económicos privados y públicos 
tiene pocos precedentes históricos. En la manufactura, los productos son terminados en un país (a 
menudo para su exportación a otros países) con insumos provenientes de todas partes del mundo. 
En el sector financiero, se realizan complejas operaciones con financiamientos globales, como la 
bursatilización, que frecuentemente implican la emisión de más de 100 clases de bonos, los cuales son 
colocados en los mercados más cercanos y en los más remotos. Aun en una crisis tan profunda como 
la de 1994-1995, el gobierno mexicano logró emitir con éxito bonos globales de deuda en distintos 
mercados financieros del mundo.  

La dinámica revolucionaria del cambio está afectando particularmente a las instituciones públicas, 
sin excluir las relacionadas con las instituciones políticas. Así, la división tradicional de los poderes 
establecida por Montesquieu en su obra Del Espíritu de las Leyes en poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
se ha modificado con la agregación de los órganos del Estado constitucionalmente autónomos, como 
los institutos electorales, los bancos centrales, las comisiones de derechos humanos, los institutos 
de acceso a la información, y los órganos de control externo constitucionalmente autónomos, bajo 
la forma de tribunales de cuentas. A esta agregación de poderes se une la del poder ciudadano, cuya 
manifestación más visible son las contralorías sociales o ciudadanas. 

En la teoría política contemporánea se habla de otros poderes políticos. Edmund Burke habló 
de la prensa como un cuarto poder, que ahora casi nadie discute.2 En las teorías más avanzadas de la 
ciencia política se emplea el término de quinto poder para designar dos fenómenos específicos, pero 
distintos: a) La intervención económica del Estado3, y b) los nuevos fenómenos sociales surgidos en 
torno a la red Internet.4

1	 Un trillón  de dólares en la nomenclatura de Estados Unidos equivale a un billón de dólares en México.
2	 Burke se refería al extraordinario poder de la prensa en los años previos a la revolución francesa, y al enorme influjo 

político de la prensa británica. Actualmente, la prensa y los medios de comunicación constituyen un poder que ha 
llegado a ser inmenso, pero que también está sufriendo cambios y mutaciones interesantes, sobre todo a partir del 
desarrollo de  la Internet.

3	 Este poder que sigue intacto a pesar de los programas privatizadores de entidades públicas de las últimas tres décadas, 
como lo demuestra la gigantesca operación de rescate financiero de 2008 y 2009 emprendida por los bancos centrales del 
mundo, y la enérgica política fiscal instrumentada por la mayoría de los gobiernos a fin de evitar una Gran depresión 
económica como la de 1929-1933. 

4	 El artículo clásico sobre el quinto poder fue escrito por Ignacio Ramonet, y publicado en la revista francesa Le Monde 
Diplomatique en 2003. 
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En la sociología contemporánea, se denomina sexto poder “el poder  territorial que se ejerce 
regional y localmente debido a la descentralización democrática del poder político”. Finalmente, 
en el primer decenio del siglo XXI, se comenzó a hablar del séptimo poder, para designar a los 
denominados poderes fácticos, grupos de interés económico que ejercen su influencia de modo 
específico y determinante mediante la captura de los encargados de ejercer las funciones de los 
órganos del Estado. La influencia de los poderes fácticos queda precisada con el término sociológico 
de “captura regulatoria”. 

Recientemente, se ha observado una revolución completa en la auditoría pública, con la 
introducción de nuevas técnicas de carácter multidisciplinario, con metodologías novedosas para 
evaluar con mayor profundidad analítica el desempeño de las instituciones, los resultados de las 
políticas públicas y la aplicación de los programas gubernamentales. El desarrollo de las auditorías 
del desempeño es una muestra palpable de esta revolución metodológica en las técnicas orientadas a la 
vigilancia y control de los recursos públicos. 

1.2 Los nuevos riesgos institucionales provocados por la dinámica del cambio

Caracterización de los nuevos riesgos que deben ser objeto de la fiscalización 
superior y la rendición de cuentas

La contrapartida de la creciente complejidad operacional de los mercados públicos y privados 
derivada del cambio institucional anteriormente comentado, es el incremento de los riesgos globales 
del entorno social y económico, con consecuencias relevantes. Por un lado, un permanente flujo de 
innovaciones, y por otro, un ambiente favorable a la recurrencia de crisis económicas de carácter 
sistémico. En este cuarto de siglo, de acuerdo con el Fondo Monetario Internacional, han estallado 
más de 200 crisis económicas y financieras. Asimismo, la escala, profundidad y variedad de los riesgos 
económicos, políticos y sociales del nuevo entorno es inédita por su complejidad, lo que demanda una 
gestión más estratégica global de riesgos, en todos los ámbitos de la actividad  pública y privada. 

Expresión concreta de estos riesgos amenazantes y preocupantes son los siguientes: el cambio 
climático global; la emergencia de una infinita variedad de nuevos productos financieros de 
explosivo riesgo, causantes de la crisis financiera de 2007-2009 que propició la recesión económica 
mundial más grave desde 1929; los riesgos operativos de procesos productivos complejos, como el 
derrame petrolero en las zonas exploradas por la empresa British Petroleum, que está ocasionando 
consecuencias inimaginables para el hábitat humano; el incremento en los riesgos de la entrada de 
objetos venidos de la atmósfera que pudieran implicar destrucción y extinción masiva de especies; 
el incremento del delito de cuello blanco y la corrupción sistémica en la gestión pública y privada, 
entre otros problemas.  

La complejidad operativa del sector público y privado derivada de los cambios continuos en las 
tecnologías desencadena riesgos económicos, de mercado, financieros, sociales y políticos, al crear 
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ambientes institucionales y operacionales propicios para la corrupción y el desorden económico. 
En todo caso, estos riesgos, amenazan la calidad de la ejecución de las políticas públicas y de los 
programas gubernamentales, y minan la capacidad del Estado para realizar sus tareas fundamentales 
orientadas a impulsar de manera efectiva el bienestar social y el progreso de la población. En lo 
particular, una fragmentación política desordenada en el contexto de la emergencia de otros poderes 
crea un estado democrático que puede ser de gran vulnerabilidad social. 

La reacción de las políticas públicas, de la fiscalización superior y la rendición 
democrática de cuentas para enfrentar los nuevos riesgos

Para enfrentar los nuevos riesgos desencadenados por la dinámica del cambio institucional, se 
han comenzado a instrumentar acciones con diferente nivel de profundidad y eficacia. 

Para el cambio climático, las organizaciones no gubernamentales de vanguardia han presionado a 
los gobiernos para que asuman políticas integrales de carácter mundial de largo plazo; para resolver 
el problema del derrame petrolero en el Golfo de México comienzan a surgir opciones técnicas de 
gran valor, y el gobierno del Presidente Barack Obama ha exigido que la empresa British Petroleum 
asuma las consecuencias financieras por su mala conducción del riesgo operativo en la exploración y 
extracción de petróleo. 

Para enfrentar los riesgos de las finanzas mundiales y las perniciosas crisis financieras, se han 
propuesto reformas de gran calado que van tan lejos como la creación de una Autoridad Monetaria  
Financiera Mundial (recomendación de los profesores John Eatwell y Lange Taylor) que estaría 
encargada de regular las transacciones financieras mundiales. Asimismo, Paul Volcker asesor del 
Presidente Barack Obama propuso una nueva legislación financiera que implicaba un sistema 
financiero menos riesgoso y menos concentrado, y con una drástica disminución en su capacidad 
de apalancamiento financiero, tanto para las instituciones bancarias como para las instituciones 
financieras no bancarias, cambios que de instrumentarse modificarán no sólo la gestión de las 
instituciones financieras, sino la calidad de la regulación. Actualmente, se está estudiando una 
reforma financiera integral en el seno de las naciones avanzadas con la participación de los gobiernos 
de las naciones emergentes, con objeto de prevenir nuevas crisis o que existan los instrumentos 
adecuados para que se tomen las medidas apropiadas de manera oportuna y no reactiva, como ha sido 
el caso de la crisis financiera mundial de 2008.

Para controlar los riesgos de la entrada de objetos provenientes de la atmósfera terrestre, los 
gobiernos han creado las agencias espaciales. Es importante destacar que las agencias espaciales 
creadas en los países avanzados, no sólo dedican parte sustantiva de su investigación científica a 
combatir la inseguridad pública, y el narcotráfico, con sistemas de alta tecnología, sino que también 
suministran elementos tecnológicos de carácter preventivo para medir los riesgos de puntos de colisión 
de la entrada a la atmósfera terrestre de cuerpos provenientes del espacio que representan un peligro 
para los habitantes de la Tierra. Investigadores de la Universidad de Purdue, de Austin Texas y de 
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otras universidades europeas, han revelado que la entrada de estos objetos ha sido causa de extinción 
masiva de seres vivos y de la flora y fauna marina en el pasado, y que esto puede repetirse.5

Para combatir el delito de cuello blanco, algunos países han desarrollado estrategias integrales, 
que comprenden entre otros lo siguiente: limitación radical de los conflictos de interés en el marco 
legal e institucional; desarrollo de técnicas administrativas de prevención que incluyen el monitoreo 
permanente de los movimientos financieros de funcionarios y administradores claves de empresas 
públicas y privadas. Al respecto, la Auditoría Superior de la Federación creó recientemente el área 
de auditoría forense para identificar, documentar y combatir con los medios tecnológicos, legales, 
jurídicos y financieros apropiados los más sofisticados fraudes económicos emanados de la interacción 
de los agentes privados con los agentes de las entidades públicas. 

En la actualidad, los delitos de cuello blanco, y los fraudes corporativos públicos y privados, 
tienen máxima prioridad por las enormes consecuencias económicas que tiene su ocurrencia para 
la sociedad. Así, los delitos de cuello blanco han sido un componente importante de las numerosas 
crisis financieras de las últimas tres décadas. De acuerdo con la investigación más reciente, para el 
caso de Estados Unidos, los delitos de cuello blanco representan, según el distinguido sociólogo James 
Coleman, un múltiplo del costo económico de los delitos y crímenes convencionales acumulados y 
reportados a la policía en un lapso en un lapso de 18 años.6 En México, el FOBAPROA ha absorbido 
cuantiosos recursos públicos de 1995 a la fecha, para realizar el pago de los intereses de la deuda, 
sin que a la fecha se haya erogado peso alguno a la amortización de ésta, cuyo saldo de más de 700 
mil millones de pesos, se pagará durante 70 años de acuerdo con algunos especialistas. En cálculos 
conservadores, la crisis bancaria de México significó un costo para los contribuyentes cercano a los 
135 mil millones de dólares. Asimismo los recursos para el rescate del sistema financiero de Estados 
Unidos excederán fácilmente por un factor de tres el PIB de México. 

En este campo de la regulación financiera, la extensa revisión auditora practicada por el órgano de 
fiscalización superior de México, y la riqueza de conocimientos obtenida puede ser de gran utilidad 
para suministrar elementos valiosos para instrumentar la reforma financiera integral que necesita el 
país. Debe tomarse en cuenta que el órgano de fiscalización de Estados Unidos (GAO) tuvo un papel 
muy activo en las recientes reformas financieras aprobadas por el Congreso de los Estados Unidos. 
Además, dicho Congreso determinó que la GAO procediera a revisar el trabajo de la Reserva Federal 
(el banco central) durante el proceso de rescate financiero de 2008-20010. Un cambio similar debe 
operarse en nuestro país.

5	 El académico Steel señaló 9 extinciones masivas de fauna y flora imputables en algunos casos a la entrada de estos objetos 
a la tierra. Hay que recordar, que una de estas extinciones masivas de flora y fauna ocurrió en México, en la región 
Chicxulub, en la península de Yucatan, con la entrada de un meteorito hace millones de años, como lo han demostrado 
el Premio Nobel de física 1968, Luis Álvarez, su hijo Walter Álvarez, de la Universidad de California en Berkeley, y los 
químicos Frank Asaro y Helen Michel. Para el estudio de estos fenómenos de la dinámica de los objetos de la física, 
se han utilizado métodos numéricos sofisticados como el de Runge-Kutta- Fehlberg. En este sentido, la creación de la 
Agencia Espacial aprobada por el Congreso Mexicano, es un acto positivo para el desarrollo de la ciencia aplicada en 
México, que bien dirigida tendrá efectos económicos, naturales y sociales positivos.

6	 James William Coleman, The Criminal Elite: Understanding White Collar Crime, Ed. St. Martin, 1998.
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Para combatir los riesgos de mercado de las operaciones financieras del Estado cuando se ejerce 
el Presupuesto Público, se han introducido operaciones sofisticadas con productos financieros 
derivados. Particularmente ha sido fructífero el uso de las opciones financieras. Así, en medio de 
una gran volatilidad de los precios del petróleo, y de la contracción económica más grave desde 1995, 
la SHCP diseñó, en el tercer trimestre del 2008, una operación de compra de opciones financieras 
para proteger los ingresos originados por la extracción y venta de petróleo de la volatilidad de su 
precio. Estas operaciones de cobertura mediante la adquisición de opciones financieras permiten 
sacar provecho del precio de la mezcla mexicana si es favorable su movimiento (si el precio sube), y 
protegerse en caso de un evento desfavorable (si el precio baja), en cuyo caso las empresas vendedoras 
(intermediarios financieros) pagan al gobierno un monto de dinero, en términos parecidos a los 
resarcimientos que hacen las compañías de seguros cuando ocurre un siniestro.  

La prestigiada revista británica Futures and Options World (FOW) otorgó al gobierno mexicano 
su Premio a la Innovación 2009, por “el uso más innovador y creativo de los derivados” por las 
operaciones de cobertura realizadas en los mercados financieros internacionales, contra el riesgo de 
reducciones en los precios del petróleo por debajo de los 70 dólares por barril (dpb). Con esta 
operación financiera, el gobierno protegió de manera razonable el nivel de ingresos petroleros del 
previsto en la Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio 2009 y, con ello, no se afectó la ejecución 
del gasto público aprobado en el Presupuesto de Egresos de la Federación de ese mismo año, dado 
que el precio del petróleo en 2009 fue muy volátil con una tendencia más a la baja, que al alza. La 
operación consistió en la contratación durante el tercer trimestre de 2008 de opciones put sobre el precio 
promedio de la mezcla mexicana de exportación a un precio de ejercicio de 70 dólares el barril. El monto total 
cubierto fue de 330 millones de barriles. El costo de la cobertura fue de 1,500 millones de dólares con 
una recuperación aproximada de 6,500 millones de dólares, lo que compensó en parte la caída de los 
ingresos presupuestarios. 

En esta cobertura, la fiscalización y la rendición de cuentas desempeñaron un papel relevante, en virtud 
de que la ASF había emitido observaciones y recomendaciones al manejo de la cobertura petrolera 
conducido por la Secretaría de Hacienda, derivadas de sus auditorías al Fondo Petrolero (de donde 
se tomó el dinero para pagar el costo de las opciones put) correspondientes a la revisión de la Cuenta 
Pública de ejercicios anteriores. Al considerar las recomendaciones emitidas por la ASF, la SHCP 
mejoró la calidad de la cobertura, incrementando en momentos de gran turbulencia los montos de 
petróleo por cubrir mediante dicha cobertura.

Éste es un ejemplo ilustrativo de la interacción positiva que puede darse entre la auditoría pública 
conducida por la ASF, y la práctica gubernamental. En síntesis, los beneficios del esquema de la 
cobertura constituyen no sólo un ejemplo sobresaliente de una interacción institucional positiva, sino 
que son un fruto concreto de la acción de la fiscalización superior y la rendición de cuentas; ejemplo 
que, de multiplicarse (en este campo falta mucho por hacer), mejoraría la calidad de ejecución del 
gobierno para beneficio de los mexicanos. 
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Para combatir la aplicación deficiente de los recursos públicos originados  por la captura 
regulatoria por parte de grupos de poder económico, y para mejorar radicalmente la aplicación del 
Estado de Derecho, y disminuir la elevada corrupción, y el desperdicio de los recursos públicos 
por mala gestión, se han introducido cambios de gran relevancia en las instituciones encargadas 
del control y vigilancia del gasto público. En este contexto surgió en México, a raíz de las reformas 
constitucionales de 1999, la Auditoría Superior de la Federación en sustitución de la Contaduría 
Mayor de Hacienda.

Finalmente, para combatir el déficit democrático de las sociedades actuales de que habla la ciencia 
política actual, se ha perfeccionado el marco de la fiscalización superior y la rendición de cuentas a 
fin de que los órganos de control externo del Estado, mediante exigentes y altamente cualificadas 
auditorías públicas, mejoren de manera estructural el proceso de checks and balances tan necesario 
para garantizar el equilibrio político de los distintos poderes  del Estado, y con ello asegurar la calidad 
mínima necesaria que le demanda la sociedad a las instituciones públicas para que contribuyan 
realmente al progreso económico.  

Tales son los retos formidables que plantea el contexto actual del cambio institucional de la era 
global, marco de referencia indispensable para evaluar la evolución de la fiscalización superior y la 
rendición de cuentas de nuestro país.7   

2. La fiscalización superior y la rendición de cuentas

2.1 La búsqueda de la efectividad

El 25 de mayo de 2009, el Ejecutivo emitió el Decreto que abroga la Ley de Fiscalización Superior de 
la Federación y otorga vigencia a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación aprobada 
por el Congreso. Con este cambio aparentemente formal se dio un paso sustantivo: el reconocimiento 
explícito del Congreso de que la fiscalización superior, es decir, el proceso de auditoría pública, la 
revisión financiera de los recursos públicos y la evaluación del cumplimiento de los objetivos de los 
programas gubernamentales, está intrínsecamente vinculado con la rendición de cuentas en el sentido 
de accountability, concepto este último que comprende desde el punto de vista de la Administración 
Pública, dos procesos: a)  la rendición obligatoria de cuentas de quienes se encargan de la gestión de los 
recursos públicos, y b) la exigencia de rendición de cuentas por parte de la sociedad hacia los políticos 
y funcionarios ante el incumplimiento de sus deberes constitucionales, y ante la mala aplicación de 
los recursos públicos y la falla en el cumplimiento de los objetivos establecidos en los programas 
gubernamentales. Esta exigencia se traduce en  que los políticos y funcionarios públicos paguen de 
manera efectiva las consecuencias de sus actos. 

7	 A partir de la crisis de 2008 el mundo ha entrado en una interesante fase de desglobalización. 
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Desde mi punto de vista, la exigencia de rendición de cuentas es de la máxima importancia para el 
funcionamiento de un Estado moderno eficaz, en virtud de que es frecuente observar, sobre todo en 
muchos países, que los encargados de la gestión de recursos públicos se dan por satisfechos simplemente 
con cumplir  la primera parte de la rendición de cuentas, la relacionada con informar y justificar sus 
acciones, olvidando el aspecto de exigencia, es decir, la asunción de las consecuencias por lo realizado. Si, 
por ejemplo, se examinan con cuidado las páginas de la mayoría de los bancos centrales, sus gobernadores 
se sienten satisfechos una vez que informan al Congreso sobre la conducción de la política monetaria 
y las acciones emprendidas. Para los banqueros centrales, allí acaba todo el contenido de la rendición de 
cuentas, olvidando el segundo componente, el de la exigencia que es la asunción de consecuencias ante 
los incumplimientos y la mala ejecución de sus deberes constitucionales.

Éste no es un problema menor sino central para el óptimo funcionamiento del Estado puesto 
que afecta la calidad de todo el proceso de fiscalización y rendición de cuentas. En la crisis financiera 
mundial reciente, la mayoría de los banqueros centrales (y supervisores del sistema financiero) que 
fallaron gravemente en el objetivo de preservar la estabilidad del sistema financiero, y que alentaron 
las peligrosas burbujas financieras durante el periodo 2003-2007, con una errática política de tasas de 
interés, han logrado mantener intactos, tanto su respetabilidad, como su prestigio, no obstante que 
al estallar dichas burbujas, se desencadenó una crisis mundial de gran envergadura, cuyos altísimos 
costos sociales y económicos deberán pagar (y están pagando) las generaciones actuales y futuras en 
términos de desempleo, menor crecimiento económico estructural y pérdida de derechos sociales. 

Los severos programas de austeridad que han comenzado a aplicarse en 2010 en algunos países 
de Europa (España, Grecia, Inglaterra), se enfocan a reducir el bienestar de sectores importantes de 
la sociedad con medidas como contención salarial, recortes de programas asistenciales, reestructuras 
desventajosas en materia de pensiones, entre otras.   

 
Por lo tanto, el cambio en México de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación emitida al 

amparo de las reformas constitucionales de 1999, por la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación de 2009 apunta en principio en la dirección correcta, al enfatizar que el proceso de 
fiscalización, es decir, de la auditoría pública, debe ir acompañada de manera inexorable de la rendición 
de cuentas. Sin embargo, aun este paso avanzado que experimentó el marco legal de la fiscalización 
superior de México es insuficiente si no se da a la ley un contenido más específico, a efecto de incluir con 
claridad y precisión las dos dimensiones básicas de la rendición de cuentas: por un lado, la obligación 
de los funcionarios y políticos de informar sobre sus decisiones y justificarlas (proceso conocido como 
answerability), y por otro, el incremento de la capacidad del órgano de fiscalización de sancionar con 
efectividad, en los casos donde se constate que los políticos y funcionarios públicos violaron sus deberes 
públicos o no cumplieron razonablemente con los objetivos establecidos en los programas ejercidos con 
la eficiencia, eficacia y economía adecuados (proceso conocido como enforcement). 

En las democracias avanzadas, es frecuente observar la institucionalización fluida y eficiente en 
los ámbitos de la vida pública y privada de la rendición de cuentas en su más profundo sentido. La 
mínima desviación en el comportamiento ético de un funcionario o político es suficiente para provocar 
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una crisis política que se resuelve con la renuncia del funcionario sin importar su jerarquía. Un alto 
directivo pillado por un pequeño asunto de desvío financiero tiene como consecuencia su destitución. 
En las democracias avanzadas por lo general (no siempre) existe de manera institucionalizada un 
mecanismo efectivo que tiende a asegurar que quien falta a sus deberes políticos o administrativos en 
la gestión pública paga inmediatamente las consecuencias.  

El debilitamiento de este mecanismo en los años de la burbuja crediticia especulativa 2003-2007 
está teniendo como consecuencia una de las más graves crisis de la historia del capitalismo, y un claro 
debilitamiento del contenido de la democracia, con todas sus funestas consecuencias asociadas, como 
son el deterioro de la eficacia y de la calidad del funcionamiento de las instituciones del Estado.

 
2.2 Carácter integral del proceso fiscalizador y de la rendición de cuentas

Considerada como un todo, la fiscalización y la rendición de cuentas constituyen una empresa 
multifacetica, integrada por los siguientes aspectos8: 

Proceso de información. Se refiere a la información proporcionada por la auditoría pública 
sobre los programas gubernamentales, incluida la evaluación del cumplimiento de los objetivos, 
sustento de las políticas públicas y de los programas gubernamentales; esta evaluación incluye 
el desempeño institucional. En esta fase, los órganos encargados de la fiscalización acumulan un 
conocimiento sobre el funcionamiento de la maquinaria estatal, que en sí mismo es muy valioso, y 
que puede ser utilizado para mejorar la practica gubernamental y la calidad de la gestión pública. 
Esto último se hace mediante las observaciones y recomendaciones emitidas por las entidades de 
fiscalización como consecuencia de las revisiones que periódicamente practican.

Proceso de justificación de las acciones (answerability o responsabilidad). Este proceso 
comprende dos partes. Por un lado, los informes que por obligación constitucional ofrecen los 
gobernantes y encargados de las dependencias y entidades públicas, en los términos señalados 
por la ley. Por ejemplo, el Banco Central de México, de acuerdo con los incisos II y III del 
artículo 51 de su Ley Orgánica, tiene la obligación de enviar al Congreso de la Unión (o 
a su Comisión Permanente) un informe sobre la ejecución de la política monetaria durante 
el primer semestre del ejercicio de que se trate, y en abril de cada año, un informe sobre 
la ejecución de la política monetaria correspondiente al segundo semestre del año en turno. 
Adicionalmente, el banco enviará un informe trimestral al Congreso de la Unión sobre la 
inflación, la evolución económica y el comportamiento de los indicadores económicos del 
país. Asimismo, en el artículo 52 se dispone que cualquiera de las Cámaras del Congreso de 
la Unión podrá citar al Gobernador del Banco para que rinda informes sobre las políticas y 
actividades de la institución.

a)

b)

8	 En el presente ensayo nos referimos exclusivamente a la fiscalización y rendición de cuentas del sector público, que tiene 
que ver con el control externo, omitimos el control interno, y las acciones derivadas del gobierno corporativo. Es de 
notar que ambos tipos de control pueden ser influidos por las acciones derivadas del control externo.
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Por su parte, el Presidente de la República envía al Congreso para su revisión, en septiembre 
de cada año, un informe de gobierno sobre las acciones instrumentadas de política económica 
durante el ejercicio correspondiente. Finalmente, el Ejecutivo, a través de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, emite su informe de la gestión financiera de todo el sector público, 
la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, el cual es el punto de arranque para el trabajo de 
revisión de la Auditoría Superior de la Federación (ASF).

Además, se tiene el proceso que se asocia fundamentalmente con las respuestas documentadas 
de los encargados de la gestión gubernamental a las observaciones del órgano de fiscalización 
superior, como consecuencia de las auditorías, visitas y revisiones practicadas.

c)	 Atribución de responsabilidades. Como resultado de las tareas de monitoreo y vigilancia, la 
fiscalización superior identifica, mediante los hallazgos de auditoría, los incumplimientos 
y deficiencias en la aplicación de los programas y en la gestión de los recursos públicos y 
procede a emitir observaciones, las cuales deberán ser respondidas a satisfacción de los órganos 
fiscalizadores. Si las respuestas se juzgan satisfactorias, la entidad fiscalizadora procede a 
solventarlas. Si las respuestas son juzgadas insatisfactorias,  no las solventa, en cuyo caso 
procede a identificar responsabilidades en los términos establecidos por la normativa.    

d)	 Sanciones. Es el proceso mediante el cual la fiscalización superior procede a emitir las 
sanciones correspondientes a los funcionarios públicos que faltaron a las normas en la ejecución 
del presupuesto público, realizando para el caso de  la ASF de México de manera directa 
aquellas que son de carácter administrativo o delegándolas a los órganos internos de control 
correspondientes. En caso de que se identifiquen daños a la Hacienda Pública, u otros hechos 
de gravedad, el órgano de fiscalización superior procede a realizar las acciones pertinentes 
ante las autoridades encargadas de las sanciones punitivas, realizando, por ejemplo, denuncias 
penales ante los órganos ministeriales.9 Una acción  relevante para la cual está facultada la 
ASF es la conducción de las acciones que permiten resarcir parte o la totalidad de los daños al 
erario. Éstos son los denominados resarcimientos sobre los que se tratará más adelante. 

e)	 Impactos de la fiscalización. La revisión o fiscalización es en sí misma un proceso generador de 
información valiosa sobre el funcionamiento de las instituciones del Estado. La rendición de 
cuentas desplegada por la justificación de acciones, y la determinación de responsables para la 
emisión de las acciones punitivas no son suficientes si no producen efecto positivo en la calidad 
de la gestión de los recursos públicos. En el IX Congreso de la Organización Internacional 
de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI), celebrado en la ciudad de Lima, Perú, 

9	 Los órganos de fiscalización superior que se rigen por el modelo francés de fiscalización, basado en Tribunales de 
Cuentas, tienen facultades de investigación judicial; no es el caso de la Auditoría Superior de la Federación, que sigue el 
modelo angloamericano de fiscalización.
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en 1977, se emitieron las líneas básicas de la fiscalización internacional, denominadas la 
Declaración de Lima, que con las modificaciones pertinentes han sido refrendadas en el XIX 
Congreso de la INTOSAI, celebrado en la ciudad de México, en 2007. La Declaración Lima-
México establece lo siguiente:

Que los objetivos específicos de la fiscalización, a saber, la apropiada y eficaz utilización de los 
fondos públicos, la búsqueda de una gestión rigurosa, la regularidad en la acción administrativa y la 
información, tanto a los poderes públicos como al país, mediante la publicación de informes objetivos, 
son necesarios para la estabilidad y el desarrollo de los Estados, en el sentido de los postulados de las 
Naciones Unidas. 

Para garantizar estos objetivos y el impacto de la labor fiscalizadora se estableció el Principio 
Número 7 de la Declaración de México, que establece “la existencia de mecanismos eficaces de seguimiento 
de las recomendaciones de la Entidad de Fiscalización Superior”. Los impactos de la fiscalización y la 
rendición de cuentas se despliegan en los rubros siguientes:

Perfeccionamiento del marco legal. La Declaración de México estableció como principio 
número 1: “La existencia de un marco constitucional, reglamentario o legal apropiado y 
eficaz, así como de disposiciones para la aplicación de facto de dicho marco”.

Oportunidad de la fiscalización.

Implantación de mejoras en la gestión de los recursos públicos. 

Suministro de elementos para la toma de decisión del Poder Legislativo en la asignación 
de los recursos presupuestarios.

Identificación de los cambios inesperados en el entorno institucional que amenazan 
con incumplimientos de los objetivos de las políticas públicas y de los objetivos de los 
programas  gubernamentales (evaluación de riesgos). 

A continuación se evalúa de manera sintética la efectividad de la fiscalización y la rendición de 
cuentas de México a partir de la creación de la Auditoría Superior de la Federación, en sustitución 
de la Contaduría Mayor de Hacienda, hecho que ocurrió con las reformas constitucionales de 1999, 
que otorgaron a la ASF, entre otras atribuciones: autonomía técnica de gestión en su labor revisora; 
mayores facultades especialmente para el fincamiento de responsabilidades administrativas, y una 
coordinación más eficiente con el Congreso por medio de la Comisión de Vigilancia.   

•

•

•

•

•
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3. Evaluación de la efectividad de la fiscalización superior y la 
rendición de cuentas en méxico de 2001 a 2009

En esta sección se aborda el grado de efectividad de la fiscalización superior y la rendición de 
cuentas de la Federación de México para cumplir con su misión emanada de los ordenamientos 
constitucionales y las leyes específicas en la materia. Para ello consideran los cinco aspectos señalados 
en la sección anterior y el trabajo de la Auditoría Superior de la Federación (ASF).

Proceso de información y revisión

Para los primeros ocho años de actividad revisora, la calidad del trabajo de la ASF se puede 
dividir en tres aspectos fundamentales: a) evaluación general de la calidad de la auditoría pública; b) 
hallazgos relevantes, y c) insuficiencias del trabajo auditor de la ASF.

Calidad del proceso técnico de  la revisión a la Cuenta de la Hacienda Pública 
Federal

En general, el trabajo de la ASF, en comparación con el de la Contaduría Mayor de Hacienda, 
presenta avances sustantivos que no sólo han permitido incrementar aunque gradualmente la 
cobertura fiscalizadora de México en términos de comparación internacional, sino que dotan su 
labor revisora de mayor coherencia metodológica, de una mayor profundidad en la evaluación de 
temas relevantes al introducir las auditorías de desempeño (cuyo objetivo es evaluar el grado de 
cumplimiento de los programas gubernamentales), así como la eficacia, eficiencia y economía en 
su ejecución por parte de las unidades ejecutoras de gasto, y un enfoque fiscalizador global, aunque 
desafortunadamente incipiente.  

Los avances más notables observados respecto de la cobertura fiscalizadora alcanzados por la 
ASF son:

Aumento sostenido en el número de auditorías por parte de la ASF, lo que ha incrementado 
la cobertura fiscalizadora de México aproximándose gradualmente a los estándares 
internacionales. En 2001, la ASF practicó 355 auditorías y en la última revisión de la 
Cuenta Pública (ejercicio fiscal 2008), el número de auditorías practicadas se elevó a 987, lo 
que representó un factor de  2.88 veces.

Extensión del modelo fiscalizador federal a los gobiernos estatales mediante la creación de 
órganos de fiscalización locales con mayor autonomía técnica y más facultades.

Los avances más notables observados respecto de la profundidad y rigor técnico de la auditoría 
pública son:

•

•
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Definición e instrumentación de un proceso de planeación de la fiscalización de más 
alcance, el cual comprende un ciclo de corto, mediano y largo plazos (ocho años), a partir 
del cual se desarrolla el Programa Anual de Auditorías de la ASF.  

Este proceso estratégico de planeación determina una misión y los objetivos generales de la 
ASF a partir de la normativa vigente. Además, define cuatro líneas o principios estratégicos: 
1) impulsar la fiscalización de alto impacto; 2) propiciar la efectividad y solidez de la 
acción pública; 3) promover la implantación de las mejores prácticas gubernamentales, 
y 4) arraigar la cultura de la rendición de cuentas. Estas líneas o principios estratégicos 
permiten evaluar la coherencia metodológica de la ASF, así como la calidad de los hallazgos 
derivados de su revisión.

Algunas fases o procesos de auditoría practicadas por la ASF han sido certificadas por 
entidades internacionales. De esta manera, en el pasado reciente la ASF fue sometida a una 
revisión entre pares por la Oficina Gubernamental de Rendición de Cuentas de los Estados 
Unidos (GAO), la Oficina del Contralor de Puerto Rico, de la Auditoría Nacional del Reino 
Unido y de la Auditoría General del Canadá, con resultados aprobatorios dados a conocer 
en 2008. Esta revisión se concentró en evaluar la calidad de las auditorias al desempeño de 
la ASF.

Mejoras en el trabajo auditor de la ASF como resultado de las observaciones emitidas por 
la Comisión de Vigilancia al revisar en forma anual el Informe de Resultados de la ASF.   

Los avances más notables observados respecto de la evaluación institucional y estructural de las 
acciones del gobierno por la ASF son:

La ASF incrementó sustantivamente las auditorías del desempeño en los últimos ocho 
años, al pasar de 30 revisiones en 2001, a 228 en el ejercicio 2008. Las auditorías del 
desempeño representaron el 8.5% en 2001, en tanto que en 2008 representaron el 23.1%. La 
tendencia de la auditoría superior es la de orientarse de manera creciente a evaluar el grado 
de cumplimiento de los objetivos de los programas  gubernamentales. 

En los últimos informes de auditoría realizados por la ASF se introdujeron evaluaciones 
temáticas en la forma de separatas especiales. Al respecto, destacan el Informe Integral de 
la Fiscalización al Rescate Bancario, y la fiscalización de la empresa ISOSA. 

Los avances más notables observados respecto al cuarto punto que se refieren a la introducción 
del enfoque global en la fiscalización por parte de la ASF son:

La introducción de auditorías de centricidad en las últimas revisiones a la Cuenta Pública.

•

•

•

•

•

•

•
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La introducción de revisiones horizontales. Por ejemplo, en el Informe de Resultados 
de la Cuenta Pública 2007, la ASF realizó revisiones horizontales a la Unidad de Banca 
Valores y Ahorro (UBVA) de la Secretaría de Hacienda, BANXICO, CNBV y CONDUSEF, 
entidades encargadas de la regulación y supervisión, cuyo objeto es promover la eficiencia, 
estabilidad e integridad de los mercados financieros. En el Informe de Revisión de la 
Cuenta Pública 2008, la ASF practicó revisiones horizontales para evaluar Los programas 
federales que integran la estrategia 100x100 en sus distintas vertientes, que abarcaron el ejercicio 
del gasto público en 27 municipios. Otros temas con este enfoque de auditoría fueron la 
revisión de los pasivos contingentes, y la revisión del sistema de pensiones de gobiernos 
estatales y de universidades públicas. 

Hallazgos relevantes derivados de la fiscalización de la ASF, 2001-2008

Por la dimensión de la tarea y la extensión que implica en esta sección, se abordan fundamentalmente 
algunos hallazgos relevantes correspondientes al sector financiero, con base en grupos temáticos.

Tema: Fideicomisos, mandatos y contratos análogos del gobierno y subejercicios 
presupuestarios

En este tema, los hallazgos más representativos determinados por la ASF son: 

Identificación de una gran opacidad en el manejo de estas figuras, particularmente de los 
fideicomisos que no son considerados paraestatales. En algunos casos, funcionarios públicos 
encargados de estas figuras impidieron la realización de la auditoría solicitada. “Los funcionarios 
de NAFIN y de Promotora Azucarera S.A. de C.V. (PROASA) impidieron, de acuerdo a la ASF, 
el desarrollo de la auditoría argumentando que las sociedades mercantiles no tienen el carácter de 
entidades paraestatales por lo que no es fiscalizable” (año de revisión 2002). La ASF contraargumentó 
que PROASA es fiscalizable en virtud de que maneja activos que son propiedad de la nación (2002). 
De modo similar, los funcionarios de NAFIN y del Fideicomiso Comercializador (FICO) 
impidieron el desarrollo de la auditoría (ejercicio 2002). La ASF argumentó también que FICO 
es fiscalizable en virtud de que maneja activos que son propiedad de la nación. Finalmente, 
funcionarios del SAT y de NAFIN entregaron información del Fideicomiso Aduanas 1 núm 
954-8 y de la empresa ISOSA (Informe del Resultado 2002 y Separata Especial).

Identificación de subjercicios sistemáticos generados por el gobierno, utilizando las figuras 
de fideicomisos y fondos. El cuadro siguiente muestra las cuantiosas cantidades de recursos 
monetarios que por disponibilidades han mantenido estas figuras administradas por parte 
del gobierno.

•

1.

2.
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Disponibilidades en fideicomisos, mandatos y actos jurídicos análogos

Miles de millones de pesos
Vigentes al 31 de diciembre

Figuras 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Fideicomisos, mandatos y actos jurídicos 
análogos

     153.0     232.1     220.4     327.1       505.7    399.3 

Fuente: SHCP.

Tema: Finanzas públicas

En este tema, los tres principales hallazgos de la ASF en su proceso de revisión son, a mi juicio, 
los siguientes:

1.	 Identificación de la obtención de ingresos excedentes cuantiosos del gobierno con un creciente y 
vigoroso presupuesto público que no corresponde con la capacidad de crecimiento de la economía 
mexicana. De 2003 a 2008 los ingresos excedentes del gobierno equivalieron a 1.3 billones 
de pesos. La importancia de este hecho para evaluar el desempeño gubernamental se revela 
por lo siguiente: en 2003, cuando la administración del Presidente Fox propuso una reforma 
fiscal basada en el IVA, acompañó la propuesta con una meta de recaudación adicional para el 
periodo 2003-2006 por 300 mil millones de pesos. Como se sabe, esta reforma fue rechazada por 
el Congreso. Al analizar, los ingresos excedentes obtenidos por el gobierno de 2003 a 2008, se 
observa que representaron más de cuatro veces los ingresos establecidos en esa reforma.

Comparativo de ingresos públicos, 2003-2008

(millones de pesos)

Años Ingresos del Sector Público Presupuestario

Ley de Ingresos
de la Federación

Ingresos efectivos Excedentes

2003 1,473,557 1,600,590 127,033

2004 1,608,012 1,771,314 163,302

2005 1,780,986 1,947,816 166,830

2006 1,953,500 2,263,603 310,103

2007 2,238,413 2,485,785 247,373

2008 2,545,450 2,860,926 315,476

Total Acumulado 11,599,918 12,930,034 1,330,117

Fuente: SHCP, Decreto de Ley de Ingresos de la Federación y Cuenta Pública.
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2.	 Identificación de una baja eficiencia en el gasto público para impulsar de manera dinámica 
la economía mexicana, particularmente en el rubro del gasto de inversión. Al respecto, en su 
último informe de la revisión de la Cuenta Pública, la ASF señaló: 

“La eficiencia del gasto de inversión del Sector Público Presupuestario es cada vez menor, ya que no 
obstante que creció 31.0% en términos reales en 2008, la economía nacional sólo lo hizo en 1.3%, por 
tanto, su capacidad para servir como factor contracíclico es cada vez menor y, por ende, se puede llegar 
a despreciar un elemento de política económica fundamental para regular”.

3. Existencia objetiva de dificultades en la aplicación de indicadores de medición para evaluar el 
desempeño del gasto público. Este señalamiento y esta preocupación de la ASF se muestran 
desde su informe de revisión correspondiente al año 2004 en la evaluación de las finanzas 
públicas. Algunos de los señalamientos más relevantes de la ASF son los siguientes:

“Por carecer de indicadores estratégicos suficientes, no fue factible evaluar la eficiencia, la 
eficacia y la economía en el uso de los recursos públicos destinados al cumplimiento del 
Presupuesto de Egresos de la Federación (Informe de revisión 2004)”. 

“Se observó que los indicadores de desempeño tanto estratégicos como de gestión, no 
fueron validados por las instancias globalizadoras y de control interno, lo cual impidió al 
ente fiscalizado  articular dichos parámetros propiciando su dispersión y desequilibrio. 
Por lo que se refiere a indicadores de servicios, éstos no fueron establecidos. No se atendió, 
cabalmente, el mandato Constitucional ni las disposiciones de la Ley de Planeación, respecto 
del establecimiento de un Sistema de Evaluación del Desempeño que midiera los avances de 
la Administración Pública Federal en el logro de los objetivos y metas señaladas en el Plan 
Nacional de Desarrollo y en los programas sectoriales. Evaluación al Desempeño (Presupuesto 
por resultados)”.

Tema: Discrecionalidad presupuestaria del gobierno 

En diversas revisiones del sector financiero de los últimos años, la ASF detectó que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público reasignó cuantiosos recursos presupuestarios para aplicaciones distintas 
de las determinadas por el Congreso, sin su aprobación. En el Informe de Resultados se pueden 
encontrar los ejemplos siguientes:

a)

b)
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Tres auditorías representativas del Informe 

de Revisión de la Cuenta Pública 2008

a la SHCP

Observación de la ASF sobre la discrecionalidad

de la SHCP

Revisión: “Aprovechamientos de Recuperaciones

de Capital” 

La SHCP administró de manera discrecional recursos presupuestarios 
bajo las figuras de fondos y fideicomisos para reasignar recursos fisca-
les. Al cierre de 2008, se  tenía un saldo de 81,603.9 millones de pesos 
en disponibilidades que el Gobierno Federal mantenía cuatro figuras 
(FARP, Fondo de Conclusión de la Relación Laboral, FOPPI, y FDE). 
Al finalizar el primer semestre de  2009, se había incrementado dicho 
saldo a 144, 906.2 millones de pesos, los cuales se encuentran a dispo-
sición del Ejecutivo Federal, y su utilización y destino ya no requieren de 
autorización por parte de la Cámara de Diputados.

Revisión: “Cuentas de Balance Activos”

Durante el 2008, la SHCP instruyó a la TESOFE para que constitu-
yera depósitos de recursos considerados como ejercidos en 2007 por 
114, 348.1 millones de pesos, de los cuales autorizó el uso de recursos 
en 2008 por 52,492.7 millones de pesos a otros fondos, fideicomisos, 
entidades y dependencias, sin la aprobación de la Cámara de Dipu-
tados.

Revisión: Egresos Presupuestarios del Ramo General 
23 “Provisiones Salariales y Económicas”

Mediante acuerdos de Ministración, la SHCP reasignó a 11 depen-
dencias recursos por un monto de 67,587.2 millones de pesos, sin que se 
justificaran las contingencias. Asimismo, con fecha 31 de diciembre de 
2008, la SHCP, a través del Ramo General 23 “Provisiones Salariales 
y Económicas (distintos fondos), realizó transferencias a Entidades  
Federativas, por un importe de 14,116.2 millones de pesos, sin que se ha-
yan efectivamente aplicado en el ejercicio a los programas gubernamentales 
para los que fueron autorizados.

Tema: Recaudación fiscal: evaluación al SAT  
Entre los hallazgos de las revisiones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación al SAT, 

destacan los siguientes:

El periodo anterior de recaudación al SAT fue más eficaz en su conjunto, pues la recaudación 
como proporción del PIB  representó en promedio para el periodo 1991-1996 el 18.3%, en 
tanto que en los seis años de operación del SAT, 1997-2002, fue de 16.8% (Informe  del 
Resultado 2002).

De los 728,283.7 millones de pesos recaudados por concepto de ingresos tributarios, el SAT 
devolvió a los contribuyentes el 14.0% (Informe del Resultado 2002).

El SAT no cuenta con información de indicadores sobre el número de créditos incobrables y 
controvertidos así como el monto que representan (Informe del Resultado 2003).

1.

2.

3.
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Con los trabajos de auditoría no fue posible evaluar el impacto de las acciones de fiscalización 
que efectuó el SAT, ya que las unidades auditadas no dispusieron de información ni de 
indicadores (Informe del Resultado). 

Entre los 30 países que conforman la OCDE, México ocupa el último lugar en eficiencia 
recaudatoria (Intervención de la ASF en el Foro del Senado Julio de 2008).

El Sistema de Administración Tributaria (SAT) registró, en 2006, cerca de 137 mil juicios 
fiscales, de los cuales se concluyeron un poco más de 32 mil, el 23 %, por un monto de 21,600 
millones de pesos. El 42% de ellos tuvo resolución desfavorable. (Intervención de la ASF en el 
Foro del Senado Julio de 2008)

Entre 2000 y 2005, las devoluciones de impuestos ascendieron a 680 mil millones de pesos. En 
2005, estas devoluciones fueron de 150 mil millones de pesos, el doble de lo registrado en el 
año 2000. (Intervención de la ASF en el Foro del Senado Julio de 2008).

Las devoluciones de impuestos se encuentran altamente concentradas en el país, lo que 
contraviene el principio de equidad fiscal. En el año 2005, 50 grandes contribuyentes pagaron 
de ISR 74 pesos en promedio. (Intervención de la ASF en el Foro del Senado Julio de 2008).

El saldo de los créditos fiscales al cierre de 2005 ascendió a 496 mil millones de pesos. El 47% 
de ellos estaban controvertidos. En ese mismo año, se obtuvieron recuperaciones por 8,522 
millones de pesos, lo que representó sólo el 1.7% de la cartera total. (Intervención de la ASF 
en el Foro del Senado Julio de 2008).

Se detectaron contribuyentes con adeudos por créditos fiscales que obtuvieron devoluciones 
de impuestos por parte del SAT. Estas grandes debilidades que acusa la recaudación tributaria 
del país han originado que PEMEX transfiera recursos por cerca del 60% de sus ingresos 
brutos. (Intervención de la ASF en el Foro del Senado Julio de 2008).

Tema: Miscelánea de tópicos

Algunos hallazgos relevantes de la ASF son los siguientes:

Contabilidad Patrimonial. La ASF determinó que la ausencia de una verdadera contabilidad 
patrimonial ha provocado que no se cuente con registros del patrimonio nacional, con 
inventarios integrales del mismo, y con mecanismos apropiados para su control y preservación, 
lo que propicia prácticas corruptas que eleva el riesgo de la desaparición de los activos.

Liquidación de Instituciones Financieras. En diversas revisiones de 2001 a 2008, la ASF reveló 
la existencia de procesos prolongados de liquidación de instituciones financieras (Banrural, 

4.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

1.

2.
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FINA, BNCI) a cargo del SAEB, cuyas fechas de liquidación se reprogamaban constantemente, 
por lo que las autoridades no cuentan con procesos eficientes de liquidación, lo que encarece 
los costos fiscales de los rescates financieros.

Evaluación del desempeño. Al realizar diversas auditorías de desempeño, la ASF determinó 
que una gran cantidad de entidades del sector público revisadas carecían de indicadores 
estratégicos de evaluación, y que muchos programas carecían de reglas de operación, o bien, 
éstas eran opacas. Un ejemplo típico de lo anterior es el siguiente: Bancomext no dispone de 
indicadores estratégicos que permitan medir el impacto de sus acciones de financiamiento (Informe del 
Resultado 2002).

Pensiones. Al no contar con información de los 34 sistemas de pensiones estatales, la ASF no 
pudo estimar su balance actuarial. Con la información disponible se determinó que 29 sistemas 
de pensiones estatales mostraban una situación deficitaria que presionará los requerimientos 
financieros del sector público (Informe del Resultado 2002).

Para el año 2020 se tendrán 6.4 millones de jubilados, lo que representa un factor de 7 
respecto del número de jubilados en 2004, por lo que habrá presiones en las finanzas públicas. 
Las obligaciones para cubrir obligaciones por jubilaciones y pensiones son insuficientes 
para costear el monto de las Obligaciones por Beneficios Proyectados en los casos del IMSS, 
ISSSTE, PEMEX y CFE (Informe del Resultado 2004).

5.	 Calidad de la aplicación del gasto público. La ASF determinó que el subejercicio en el gasto 
corriente cercano al 29.8% se debió a una inadecuada programación de los recursos (Informe 
del Resultado 2002).

6.	 Banca de Desarrollo. La ASF determinó la existencia de una alta concentración de sus 
recursos (61.2%) en valores financieros, lo que significa descuido de su actividad prioritaria de 
canalización de créditos al sector (Informe del Resultado 2007 y 2008).

A lo largo del periodo 2001-2008, se pueden detectar más hallazgos relevantes, cuya corrección 
efectiva significaría un incremento en la eficiencia global del funcionamiento de la maquinaria 
estatal, de allí su relevancia.

 
Insuficiencias del trabajo fiscalizador

Sin ignorar el avance alcanzado por la ASF, puede afirmarse que quedan muchos pendientes de 
gran relieve, sin cuya solución la fiscalización superior en el país no puede alcanzar el estatus de clase 
mundial, como lo pretende dicho órgano. Entre las insuficiencias más representativas se encuentran, 
a grandes rasgos, las siguientes:

3.

4.
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Las auditorías practicadas por la ASF no se integran para coadyuvar a resolver problemas 
económicos estructurales que limitan el desempeño de la economía mexicana. Un tema central 
que obstaculiza el crecimiento es la desigualdad del ingreso. Esta desigualdad económica tiene 
que ver con factores diversos que deben ordenarse y jerarquizarse para combatirlos mejor. 
Algunos de los principales factores que inciden en ella son los siguientes:

Aplicación sistemática del Estado de Derecho a favor de los privilegiados, 
particularmente, en los ministerios públicos.

La política de adquisiciones gubernamentales inhibe el desarrollo de la pequeña y 
mediana empresa con su carga de exigencias que elevan los costos de transacción 
y monopolizan la economía. Por ejemplo, aunado a la crisis de la vivienda a partir 
de 2009, las constructoras en México son victimas también de la mala planeación 
del gasto por el FOVISSSTE, que en 2010 suspendió sus pagos o los condicionó 
al factoraje. Esta decisión la pueden resistir las grandes constructoras que cuentan 
con acceso a la liquidez del mercado financiero mediante esquemas de factoraje o 
la contratación de créditos directos, pero no las pequeñas y medianas constructoras 
que carecen de esa ventaja. 

La desigualdad económica promueve la captura regulatoria, como lo demostró el 
estudio del Banco Mundial en su ensayo Las trampas de la desigualdad.

El sistema financiero mexicano promueve la desigualdad de la distribución 
del ingreso con sus políticas de tasas de interés activas y pasivas, y sus políticas 
de comisiones. La banca, por ejemplo, favorece a los individuos o empresas con 
más riqueza patrimonial, al descargar los costos y las utilidades en el depositante 
pequeño, o en las empresas pequeñas y medianas.  

El deterioro de la calidad del mercado laboral contribuye a minar el crecimiento, al 
incrementar la desigualdad del ingreso.

La existencia de mercados altamente concentrados crea rentas monopólicas y 
deteriora la desigualdad del ingreso

Otros temas de alta relevancia no tratados de forma estructural por la fiscalización practicada 
por la ASF son los vinculados a la regulación y los incentivos económicos, los relacionados con la 
prevención de las crisis, los que se instrumentan para combatir los conflictos de interés, y los que se 
aplican al combate de la corrupción organizada, ente otros. 

En todos estos temas, las auditorías parecen desestructuradas a pesar del sistema de planeación 
con que cuenta la ASF.

1.

•

•

•

•

•

•
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2.	 El enfoque de fiscalización de la ASF no está organizado para evaluar el desempeño de 
los encargados de las dependencias, como ocurre en los sistemas de fiscalización de países 
avanzados como Noruega.

3.	 Al parecer de manera intencionada la fiscalización superior practicada en México no considera 
el combate de la corrupción como una prioridad. Los funcionarios de la ASF han dicho que el 
órgano de fiscalización no es una agencia anticorrupción. Sin embargo, si la corrupción es un 
cáncer social avanzado, es un deber de la entidad de fiscalización contribuir a su erradicación, 
con auditorías audaces por su rigor, su profundidad y su eficacia para proponer esquemas 
preventivos que minen en serio la corrupción sistemáticamente organizada que proviene de 
los delitos de cuello blanco. En este sentido, es un paso positivo la creación dentro de la ASF 
del área que se encargará de las auditorías forenses, la cual debe complementarse con un área 
de criminalística de delitos de cuello blanco sofisticados. 

4.	 No hay, en lo que se conoce del sistema de planeación de la ASF, un trabajo sistemático para 
incorporar las nuevas prioridades nacionales, más allá de utilizar esquemas reactivos. 

5.	 En el sistema nacional de fiscalización falta el órgano técnico que de manera rigurosa esté 
capacitado para evaluar, mediante un sistema de evaluación de avanzada, la calidad de las 
auditorias realizadas por la ASF, las nuevas entidades de fiscalización locales y los órganos de 
control interno.

6.	 En el sistema de fiscalización y de rendición de cuentas conducido por la ASF falta una 
adecuada orientación para mejorar de manera sistemática el funcionamiento de las 
instituciones a través de:

Indicadores robustos para garantizar la proveeduría de bienes y servicios públicos a la 
sociedad con la oportunidad y calidad debidas.

Un sistema dinámico de auditorías de seguimiento. 

7.	 Falta un sistema de evaluación de riesgos de la fiscalización para identificar los cambios en el 
entorno y su repercusión en la efectividad de las políticas públicas.

8.	 Falta un mecanismo que permita a la ASF fiscalizar en tiempo real programas emergentes o 
estratégicos, como ocurre en Estados Unidos.

Rendición de Cuentas

Los dos atributos de la rendición de cuentas son: a) el proceso de justificación de las acciones 
realizadas por los políticos y funcionarios públicos, y b) el proceso de atribución de responsabilidades.

a)

b)
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Proceso de justificación. 

Atendiendo exclusivamente al proceso de fiscalización de la ASF, éste es concluido de manera 
formal al término de las auditorías. El órgano informa a los funcionarios pertinentes de la entidad 
fiscalizada, de las observaciones, y establece un plazo para que las aclaren al cabo del cual se solventan 
o se ratifican. 

La ley determina el curso de acción que posiblemente tomará la ASF en el caso de las 
observaciones no solventadas, que va desde simples amonestaciones, pasando por el fincamiento de 
responsabilidades administrativas, hasta la posibilidad de ejercer acciones penales gestionadas ante 
las instancias judiciales correspondientes.

Al reformar la Ley de Fiscalización, el Congreso estableció la obligación de la ASF de informar 
semestralmente al Congreso, por conducto de la Comisión de Vigilancia, sobre las observaciones 
pendientes de solventarse. Este mecanismo va en la dirección correcta, pero es insuficiente. Uno 
de las fallas del proceso actual de fiscalización y rendición de cuentas es que no hay un informe del 
Congreso que evalúe de manera periódica y en términos de costo-beneficio el proceso de solventación 
de las observaciones emitidas por la ASF a las entidades fiscalizadas.  

b)	 Atribución de responsabilidades y sanciones. 

Éste es uno de los temas cruciales para garantizar una rendición efectiva de cuentas. A primera vista 
se observan numerosos y valiosos hallazgos derivados de la acción fiscalizadora, que se corresponden 
con las observaciones y las acciones promovidas. 

De esta manera, el número de observaciones emitidas por la ASF se incrementó por un factor de 
2.9 veces entre 2002 y 2008. Para el mismo periodo ese factor se redujo a 2.57 al considerar las acciones 
promovidas. Son significativos los hallazgos de la ASF en relación con el trabajo sancionatorio 
administrativo. Los datos disponibles indican que pasó de 5 acciones sancionatorias en 2002, a 1,111 
acciones en 2008. Sin embargo, por denuncia penal, el resultado se desmorona, puesto que de las 
acciones de fincamiento de responsabilidad, el número de denuncias y querellas no rebasó el número 
mágico de 10, no obstante que en ese tiempo ocurrieron varios eventos que financieramente eran 
un cataclismo, como el rescate bancario de 1995, el rescate carretero, la expropiación de ingenios 
azucareros y la gran discrecionalidad que ejerce la SHCP, entre otros. 

a)
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Acción fiscalizadora y Rendición de cuentas, Auditoría Superior de la Federación, 
2002-2008

Concepto 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008

Auditorías           336         338          424         627          754         962        987 

Observaciones        2,584     2,638      3,424     4,505       7,182     9,557    7,745 

Acciones promovidas        3,410     3,437      4,013     5,182       8,131   10,873    8,751 

Administrativas sancionatorias                5           31          342         431          555     1,632    1,111 

Denuncias o querellas               -                1               3             2               4              2          10 

Fuente: ASF.

Estos datos revelan de manera concluyente la baja calidad del enforcement y por lo tanto de la 
rendición de cuentas existente en México.

Impacto de la fiscalización

En el último Informe de Resultados (2008) hay un esfuerzo loable de la ASF (Resumen Ejecutivo), 
para evaluar el impacto de sus observaciones en la mejoría del desempeño de la entidad del sector 
público fiscalizado. En la realidad, la lectura de la información de los impactos de la acción fiscalizadora 
en la práctica gubernamental, decepciona hasta cierto punto por su generalidad. Asimismo, nos 
parece insuficiente esta evaluación, porque carece de rigor técnico y metodológico para medir el 
impacto efectivo de la acción fiscalizadora en la calidad de la gestión pública. 

Una medida de los efectos de la acción fiscalizadora tiene que ver con los resarcimiento logrados 
por la ASF provenientes de las entidades fiscalizadas, que aparentemente han significado, según 
datos de la propia Institución, la cantidad de 35,145.5 millones de pesos al 31 de marzo de 2010.  De 
acuerdo con la ASF, “las recuperaciones operadas que se reportan devienen de la acción fiscalizadora y del 
ejercicio de las facultades de la ASF en materia de responsabilidades resarcitorias, y se refieren a procesos de 
fiscalización superior ya concluidos y conciliados cuyos montos han sido reintegrados al erario federal”.

De comprobarse esa información, sería un resultado positivo de la fiscalización superior. Sin 
embargo, este resultado es subsidiario de la tarea monumental que tiene la ASF de contribuir a 
mejorar la calidad del gobierno y  abatir las ineficiencias de la acción gubernamental.

Desde esta perspectiva, los beneficios de la acción fiscalizadora y de la rendición de cuentas 
conducidos principalmente por el Congreso por medio la ASF, no han permitido reducir el cúmulo 
de problemas estructurales, tales como el manejo poco transparente de las finanzas públicas, con 
enormes riesgos por sus pasivos contingentes, entre los cuales destacan los PIDIREGAS-PEMEX, 
cuyo saldo supera en la actualidad al saldo de los pasivos FOBAPROA, sin que a la fecha se sepa por 
qué una deuda contingente tan cuantiosa se acumuló en un contexto en que la producción y reservas 
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petroleras de la paraestatal observan un declive alarmante; un gasto público cuantioso para el periodo 
2003-2010, que no se traduce en una mejora en la capacidad de crecimiento de la economía; gastos 
extensos en el sector educativo con resultados magros bajo estándares internacionales; unas finanzas 
públicas petrolizadas; una creciente desigualdad; un sistema financiero concentrado en el que el 
80% de la cartera crediticia corresponde a 300 grandes créditos. Una creciente inseguridad pública, 
y en suma unas perspectivas negativas en las que campea la corrupción, la impunidad y la falta de 
rendición efectiva de cuentas, con un marco institucional de gran ineficiencia.  

Un mejor gobierno e instituciones públicas y privadas modernas y eficientes requieren, desde 
el punto de vista de la fiscalización, un rediseño de todo el proceso global, que preserve las mejoras 
realizadas a la fecha, con una perspectiva de largo plazo y a la vez adopte estrategias de efectividad 
institucional de corto plazo. Respecto a esto último, un avance decisivo sería poder ligar sólidos 
indicadores de evaluación del desempeño, con un cumplimiento estricto de los mismos, estableciendo 
nítidamente para los funcionarios responsables consecuencias basadas en el incumplimiento de esos 
indicadores. El siguiente ejemplo es especialmente iluminador:

En relación con las dos revisiones practicadas por la ASF sobre los Ingresos, Manejo y Destino de 
los Recursos provenientes del  Proceso de Retiros Derivados del Sistema de Pensiones correspondiente 
a la Subcuenta de Vivienda 97, la ASF determinó, entre otros resultados, que la ejecutoría a cargo 
del SAT, la TESOFE y el INFONAVIT tardó  en promedio 18.6 meses para realizar la devolución 
de recursos solicitados por los trabajadores, en relación a la Subcuenta de Vivienda 97. Este periodo 
cubre desde el momento de la interposición de la demanda de amparo por el trabajador hasta el 
momento que se pusieron a disposición del INFONAVIT los recursos reclamados. Para subsanar 
esta deficiencia y mejorar la gestión pública, se propone establecer el siguiente indicador estratégico 
que mide el  grado de cumplimiento del objetivo sustantivo de este programa gubernamental.

Indicador de prioridad estratégica ( IPE) = PMDRSV97  < 6 meses 
Donde:

 IPE = Indicador de Prioridad Estratégica  
PMDRSV97 = Plazo máximo para la Devolución de los Recursos provenientes del Sistema de 

Pensiones de la Subcuenta de Vivienda 97 solicitados por los trabajadores. 

Condiciones para hacer efectivo este indicador
Establecimiento de responsables específicos para cumplir el IPE y el PMDRSV97

Establecimiento de sanciones especificas a los responsables de su cumplimiento

Seguimiento del cumplimiento por la ASF encargada de emitir las sanciones

Beneficios probables del cumplimiento del indicador de prioridad estratégica 
Que la TESOFE y el SAT se enfoquen a la realización de actividades sustantivas en el 

•

•

•

•



El problema de la efectividad del control externo del Sector Público
ante la dinámica actual del cambio institucional

José Luis Jasso R
am

írez

33

manejo de estos recursos, y mejoren su coordinación para lograr devolver los recursos de 
la Subcuenta de Vivienda 97 reclamados por los trabajadores en un tiempo máximo menor 
a los 6 meses.

Que los trabajadores reciban en tiempo y forma la devolución de sus recursos que mantienen 
en la Subcuenta de Vivienda 97, cuando así lo soliciten.

Define a la ASF una actividad fiscalizadora sustantiva, que de seguirse puntualmente tiene 
una alta probabilidad de mejorar la calidad de la gestión pública de los entes revisados 
sobre una actividad estratégica con resultados tangibles y constatables para beneficio de 
la gente. 

4. Recomendaciones para una agenda de fiscalización y rendición de 
cuentas

Para poner la fiscalización superior de México a la altura de los sistemas más avanzados, es necesario, 
de acuerdo con nuestro diagnóstico, establecer una agenda de trabajo estructurada, de acuerdo con las 
necesidades presentes y futuras del país. Esta agenda debe contener los puntos siguientes:

Crear un Sistema Nacional de Fiscalización,

Convertir a la ASF y a las entidades de fiscalización en agencias de evaluación institucional, 
que sean genuinamente independientes y críticamente constructivas, especialmente de la 
sabiduría convencional, que a menudo es la que limita las verdaderas acciones de cambio 
estructural que requiere un país. La ASF, por ejemplo, puede emitir opinión técnica calificada 
sobre la fortaleza real del sistema financiero atendiendo a indicadores estructurales, y no como 
hacen las agencias de calificación que enfatizan los factores de corto plazo. Este dictamen es un 
insumo del “Sistema planificador de auditorías estructuradas”.

Dirigir el sistema de planeación de la fiscalización superior para que se busque la eficiencia 
dinámica de los programas gubernamentales con base en las prioridades nacionales y los 
cambios estructurales y tácticos del entorno.

Crear un sistema de evaluación de riesgos de la fiscalización. 

Que el sistema de fiscalización promueva la creación continua de instrumentos técnicos 
exclusivamente diseñados para mejorar de manera efectiva el funcionamiento de las 
instituciones del Estado.

•

•

1.

2.

3.

4.

5.
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Integrar como parte de una política de Estado reglas específicas para avanzar en el diseño de 
un marco institucional que aplique consistentemente la rendición efectiva de cuentas con la 
aceptación de todos los actores políticos.

Crear, con la precisión debida, los indicadores relevantes y apropiados para inducir una 
verdadera rendición de cuentas e institucionaliza en todos los gobiernos del país. 

Construir un marco legal dinámico en la materia.

Identificar la agenda de prioridades que defina el enfoque de la fiscalización por utilizar.

Evaluar la conveniencia de establecer una fiscalización en tiempo real para programas 
emergentes de gobierno, como lo hace la GAO a propósito de las acciones de rescate financiero 
en Estados Unidos. 

Crear un sistema de seguimiento dinámico y efectivo de los resultados de la fiscalización. 

Medir los efectos e informar a la sociedad.

Esta agenda es el instrumento indispensable para la creación de un sistema de fiscalización 
competitivo en el ámbito internacional. Se trata de una de las tareas más fascinantes y difíciles de la 
creación institucional, uno de los caminos más fructíferos para el progreso de una nación, que, como 
México, ya lo merece para bien de sus habitantes.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

12.



El problema de la efectividad del control externo del Sector Público
ante la dinámica actual del cambio institucional

José Luis Jasso R
am

írez

35

Bibliografía

Auditoría Superior de la Federación. Informe de las Recuperaciones Derivadas de la Fiscalización Superior de las Cuentas 
Públicas, 2001-2008. Página de Internet. www.asf.gob.mx. 

-	 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública 2002, 2003, 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008.
-	 Intervención de la ASF en el Foro del Senado sobre la reforma energética, 2008.

Berkmen, Pelin; Gelos, Gaston; Rennhack, Robert; Walsh, James P., Fondo Monetario Internacional, Working Paper 
09/280. The Global Financial Crisis: Explaining Cross Country Differences in the Output, 2009.

Coleman, James, The Criminal Elite: Understanding White-Collar Crime. Ed. St. Martin, 1998.

Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación, H. Cámara de Diputados. Memoria de los trabajos de 
análisis al Informe del resultado de la revisión y fiscalización superior de la Cuenta Pública 2002-2007.

Eatwell, John Eatwell and Taylor Lance. Global Finance at Risk: The Case for International Regulation. New Press, The; 
Reprint edition, 2001.

Guerrero Isabel, Calva López Luis Felipe, Walton Michael. Las trampas de la desigualdad. Banco Mundial, 2006.

Kramnick, Isaac. The Portable Edmund Burke, Penguin (Non-Classics).1999.

Montesquieu. El espíritu de las Leyes. Editorial Tecnos, 1980. 

Paz Soldan José Francisco. Estudio y simulación de la Dinámica de un cuerpo que incursiona a la Tierra. Ed. Instituto 
Politécnico Nacional.

Williams Mark. Uncontrolled Risk: lessons of Lehman Brothers and How Systemic Risc Can Still bring Down The World 
Financial System, McGraw-Hill; 2010.

Ramonet Ignacio. El Quinto Poder, Le Monde Diplomatique, 2003.

Treaster B. Joseph: Paul Volcker: The Making of a Financial Legend. Ed. Wiley. 2005.

•	 Ley de Fiscalización Superior de la Federación.
•	 Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.
•	 Ley de Ingresos de la Federación, 2003-2008.
•	 Ley Orgánica del Banco Central de México.
•	 Cuenta de la Hacienda Pública Federal SHCP, 2003-2008.
•	 IX Congreso de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI). Declaración de 

Lima, 1977.
•	 IX Congreso de la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI). Declaración de 

México, 2008.





Segundo Lugar

Descentralización y rendición de cuentas

Por Eunice Ma. Elena Sánchez García





Descentralización y rendición de cuentas
E

unice M
a. E

lena Sánchez García

39

I. Introducción

A lo largo de la historia, ha habido grandes discusiones sobre la finalidad del gobierno; hasta 
ahora, no se ha llegado a un consenso universal, pero se ha coincidido en que los gobiernos existen 
para proveer beneficios a la comunidad. Para cumplir con dicho fin, cada sociedad diseña las 
instituciones que considera adecuadas a las características que posee y las necesidades que enfrenta; 
así, algunas naciones optan por gobiernos con un solo centro de poder, mientras que otras, dividen 
las responsabilidades entre unidades de gobierno subcentrales. Esa determinación no la realizan de 
una vez y para siempre: las formas de organización se transforman para adaptarse a nuevas realidades 
y conquistar distintas metas.

En ese sentido, desde mediados del siglo pasado surgieron olas descentralizadoras en los nuevos 
Estados independientes –como la Federación Rusa y diversas naciones de Latinoamérica– asimismo, 
el Consejo de Europa recomendó a las partes instituir o fortalecer gobiernos locales.1 Esos cambios 
mundiales motivaron el estudio de los efectos de la descentralización en el desarrollo humano; en 
particular, en este trabajo se estudiará el caso de México. 

El argumento base es que la descentralización no ofrece ventajas, si no se cumplen condiciones 
previas. Al respecto, el Reporte sobre el Desarrollo Mundial 1999/2000 (World Bank, 2000) subraya 
que la descentralización no es ni buena ni mala, sino un fin impuesto por la realidad política; por un 
lado, puede mejorar la eficiencia y responsiveness del sector público, pero por otro, puede afectar la 
estabilidad económica y política. 

Por ejemplo, en Sudáfrica y Uganda los gobiernos subcentrales contribuyeron a incluir  los grupos 
minoritarios en la toma de decisiones; de esa forma, se fortaleció la unidad nacional; en Uzbekistán, 
las autoridades participaron en las redes sociales, identificaron las necesidades reales de la ciudadanía 
y se mejoró la efectividad del gobierno. En contraste, en China, la separación vertical del poder 
estuvo basada en negociaciones y no en reglas, lo cual expandió la corrupción y el patronage. 

Para el caso de México, esta investigación plantea que el proceso de descentralización no ha 
producido avances en el bienestar de las personas: se reconoce que los gobiernos locales conocen 
mejor las necesidades sociales y el costo de satisfacerlas, pero el poder de las élites regionales, la poca 
capacidad administrativa de algunas autoridades locales, la prevalencia de distorsiones fiscales y las 
debilidades en la rendición de cuentas han impedido mantener beneficios claros y sostenidos. La meta 
del trabajo es encontrar cuáles son los obstáculos de las bondades potenciales de la descentralización, 
y de esa manera, contribuir a eliminar las barreras al desarrollo.

1	 European Charter of Local Self-Government, Strasbourg. 15.10.1985. Disponible en: http://www.conventions.coe.int/
Treaty/en/Treaties/Html/122.htm
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El documento se estructura de la forma siguiente: en el apartado II se revisa la literatura previa: 
se describe el proceso de descentralización en México y se discuten distintos enfoques teóricos; en el 
apartado III se realiza un análisis empírico, y en el apartado IV se emiten conclusiones.

II. Revisión de literatura

No existe una sola definición del término descentralización. Gerring (2005) considera que sus 
características son: poderes difusos, amplia participación política y límites a la acción gubernamental, 
mientras que Faguet (2007) explica que este concepto entraña la devolución (por parte del gobierno 
central) de funciones específicas a gobiernos locales democráticos. De la misma forma, Schneider 
(2003) se refiere a tres dimensiones separadas del proceso: descentralización fiscal, administrativa 
y política; la primera, implica que los gobiernos subcentrales amplían sus posibilidades de 
financiamiento y gasto; la segunda, representa la autonomía de gestión, y la tercera, constituye la 
capacidad que adquieren las comunidades para elegir a sus autoridades. 

En este trabajo, se entenderá por descentralización la transferencia de facultades, recursos y 
responsabilidades a los gobiernos municipales; los ayuntamientos que dependen menos del centro 
son aquellos que poseen dinero en sus arcas y disfrutan la libertad de administrarlo.

2.1. La descentralización en México

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos considera la existencia del municipio 
libre como base de la división territorial, y de la organización administrativa y política. Este 
ordenamiento señala que las autoridades locales deben ser electas democráticamente y disfrutar de 
autonomía de gestión; no obstante, no establece con claridad las responsabilidades y atribuciones de 
los cabildos, y la facultad de aprobar la Ley de Ingresos recae en las legislaturas estatales.

Bajo estas condiciones, al inicio de la vida independiente las alcaldías enfrentaban serias carencias 
presupuestales, profundizadas por el retraso en la entrega de participaciones, las exenciones del 
pago de gabelas municipales y las escasas posibilidades de obtener crédito.2 En conjunto, imperaba 
la ineficiencia del sector público: traslapo de funciones, obras inconclusas o acciones que no eran 
requeridas por la ciudadanía.

Esta situación se agravó por las transformaciones socioeconómicas que enfrentó el país: entre 
1940 y finales de 1970 el boom de los precios del petróleo permitió que el aparato gubernamental 

2	 El crédito a los ayuntamientos provenía casi en su totalidad de BANOBRAS, Institución de banca de desarrollo, 
con personalidad jurídica y patrimonio propios, pero administrada por el Gobierno Federal, particularmente, por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
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invirtiera indiscriminadamente en infraestructura, concesión de créditos con bajas tasas de interés y 
abundantes subsidios; empero, el súbito descenso de los precios del oro negro ocasionó la bancarrota 
del gobierno, el colapso del sistema bancario, índices inflacionarios superiores al 100% y una tasa de 
desempleo superior al 50%; en el ámbito político, por primera vez se reconoció el triunfo del Partido 
Acción Nacional en comicios locales del norte del país.

Tal escenario restaba legitimidad al gobierno central, dirigido por el Partido Revolucionario 
Institucional desde 19293, por lo que se inició la transferencia de dinero y poder a las élites locales, la 
pretensión era “reforzarse al centro desde la periferia”.4

Así, en 1983 el Presidente de la República, Miguel de la Madrid Hurtado, promovió la reforma del 
artículo 115 constitucional, que consistió en:

Devolver a los municipios la facultad de emitir reglamentos y disposiciones 
administrativas, otorgándoles la atribución de elaborar y aprobar sus presupuestos 
de egresos.

Asignar a los ayuntamientos la responsabilidad de proveer los servicios básicos: 
alumbrado público, mercados, rastros, agua potable, drenaje, etc.

Fortalecer la hacienda pública: las municipalidades adquirieron la facultad de obtener 
ingresos por el aprovechamiento de sus bienes, prestación de servicios públicos y la 
devolución de los recursos que obtenían los Estados sobre la propiedad inmobiliaria; 
además, se legisló para establecer plazos de entrega de participaciones y la prohibición 
de otorgar subsidios o exenciones al pago de gabelas locales.

En el ámbito político, se introdujo la representación proporcional en la integración de 
los cabildos.

Después de la reforma, Enrique Cabrero (2009) identificó cuatro etapas de las finanzas públicas 
locales: la primera, entre 1984 y 1988, se caracteriza por el esfuerzo municipal en la colección de 
tarifas por servicios públicos; durante esa época, los municipios adquirieron la facultad de cobrar el 
impuesto predial.

Durante la segunda, entre 1988 y 1994, se crea el Programa Nacional de Solidaridad, que incorporaba 
a la ciudadanía y cabildos en la planeación de la inversión. Al respecto, Victoria Rodríguez (1997) 
considera que el objetivo del programa era legitimar la presidencia de Carlos Salinas de Gortari 
después de los dudosos resultados de la elección de 1988.

a)

b)

c)

d)

3	 Este Instituto político ha cambiado de nombre en tres ocasiones: surgió como Partido Nacional Revolucionario; en 
1938 su denominación fue Partido de la Revolución Mexicana y en 1946 adoptó el nombre actual. Sin embargo, es 
considerada la misma institución.

4	 Rodriguez, V. (1997), Decentralization in Mexico, Westview Press, Austin
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Por otra parte, al inicio de la presidencia de Ernesto Zedillo, se establecieron Convenios de 
Colaboración para transferir a las alcaldías recursos del ramo 26 “Desarrollo social y regiones de pobreza” 
y, finalmente, en 1997, se creó el Ramo 335 que dirige fondos a las municipalidades para la construcción 
de infraestructura, pago de pasivos y seguridad pública. Esta cesión de capital monetario incrementó la 
posibilidad de dispendios, pero ocasionó “pereza fiscal”6 de las haciendas públicas locales.

Douglas North (1991) menciona que las instituciones son los límites humanamente concebidos 
que estructuran las interacciones sociales. Del diseño institucional depende el éxito o fracaso de las 
sociedades. Ante eso, es pertinente preguntarse: ¿La descentralización de las instituciones públicas 
ha sido benéfica o ha retrasado el bienestar social?, ¿Qué incentivos ha creado?, ¿Es perfectible?, 
¿Qué se debe modificar?.

2.2. Los efectos de la descentralización

La teoría del Contrato Social estableció que los Estados se crearon para defenderse de un enemigo 
común y asegurar la provisión de bienes colectivos; pero a medida que la población fue creciendo y las 
necesidades se multiplicaron, se complicó el cumplimiento de dicha finalidad. Entonces, surgieron 
estudios que pretendían resolver los dilemas de focalización de gastos7, asignación de costos8 y de 
estabilización de la economía.9

En tal virtud, Musgrave (1959) propuso que el problema del gobierno radica en cómo asegurar la 
satisfacción de los “deseos sociales”10 tomando en cuenta que la ciudadanía no revela sus preferencias, 
porque todos esperan recibir los beneficios sin asumir los costos, y además, porque no existe una 
solución única para satisfacer lo que la sociedad demanda.

Una de las posibilidades para resolver este dilema es la creación de gobiernos subcentrales; no 
obstante, en la literatura prevalece el debate acerca de las bondades u obstáculos que la descentralización 
implica. Dicha discusión gira entorno a dos enfoques: la visión económica y la social.

Dentro de la primera perspectiva, el argumento clásico es que los gobiernos locales responden a 
las preferencias y necesidades de grupos homogéneos que se concentran al interior de las naciones.11 
De esa forma, se focaliza el gasto y los impuestos y tarifas cobrados representan el costo marginal de 
proveer los beneficios colectivos.

5	 Este ramo se distribuía empleando una formula que favorecía a los municipios con mayores carencias.
6	 Cabrero, E. “Los municipios y sus haciendas locales. Un escenario de carencias y oportunidades”. Premio Gobierno y Gestión 

Local, CIDE 2009.
7	 ¿Cómo emplear los recursos públicos –finitos- para maximizar el bienestar social?.
8	 ¿Cómo asignar el precio de un bien del que no se puede excluir a nadie?.
9	 ¿Cómo asegurar que los gastos no excedan las posibilidades financieras de la comunidad?.
10	 Social Wants.
11	 Wallis, John J., y Wallace E. Oates, 1988, “Decentralization in the Public Sector: An Empirical Study of State and Local 

Government”, in Fiscal Federalism: Quantitative Studies, Rosen, H.S. (ed.), University of Chicago Press, Chicago.
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En ese sentido, el Modelo Clásico de Tiebout menciona que la descentralización ofrece a 
las personas y empresas la oportunidad de “comprar” entre jurisdicciones el nivel de servicios e 
impuestos que desean: por ejemplo, si alguna comunidad desea tener espléndidas escuelas requerirá 
aumentar la tasa de impuestos; si los ciudadanos no desean pagar esas contribuciones, migrarán a 
otra localidad, y las personas que prefieran educación de calidad, inmigrarán.12

En esa línea, Buchamman y Bremman (1977) expresan que la diversidad en las tasas tributarias 
y bienes públicos producen competencia; de esa forma, las entidades mantienen bajas tasas de 
impuestos y se evita el crecimiento desmedido del Leviatán. Asimismo, Oates, W. (1985) propone 
que la competencia política puede sustituir a la competencia tributaria, porque en las entidades con 
democracia electoral el tamaño del Estado será igual a las preferencias del votante mediano.

No obstante, existen discrepancias de dichos postulados: primero, no es claro que la ciudadanía 
tenga la posibilidad, ni los deseos, de migrar; por ejemplo, en México los conflictos por la propiedad 
de la tierra hacen costoso cambiar de residencia.13 Segundo, la tasa de migración afecta la proporción 
costo beneficio de las políticas públicas: mayor concentración poblacional significa menores costos 
de producción, pero deterioro en la calidad de los servicios (costos por aglomeración).14 Tercero, los 
resultados de la acción gubernamental no dependen sólo de las erogaciones realizadas, sino de la 
capacidad administrativa de los gobiernos locales. Cuarto, la descentralización aumenta el tamaño 
de las burocracias y reduce la productividad del presupuesto público (Oates, W 1985); y quinto, la 
existencia de múltiples unidades de gobierno provoca duplicación de funciones e ineficiencia de la 
acción colectiva (Stigler, G. 1965).

Con referencia al debate sobre los efectos sociales, Kara Lindaman y Kurt Thurmaier (2002) 
postulan que la división vertical del gobierno ha promovido avances en el desarrollo humano. Las 
autoridades regionales son efectivas en involucrar a las personas en la toma de decisiones; de esa 
forma, se fortalece el compromiso social, y aumentan la cooperación ciudadana, el monitoreo y la 
vigilancia del uso del patrimonio público. 

Igualmente, Pauly M. (1973) afirma que, frente al riesgo que implican las divisiones étnicas15, la 
desconcentración contribuye a la inclusión de minorías e incentiva la colaboración entre regiones. 
Por su parte, John y Ward (2001) justifican las transferencias intergubernamentales bajo los criterios 
de justicia, necesidad y equidad. Reconocen que la pobreza se concentra en determinadas regiones, y a 
pesar de que la Ley de Wagner propone que la demanda por bienes públicos incrementa con el ingreso, el 
punto de partida nunca es 0: existen “merit goods” –como alimentación, servicios de salud y educación– 
a los que todas las personas deben tener acceso. La función del centro debe ser redistribuir.

12	 W. E. Oates (1994): “Federalism and Government Finance”, in J. M. Quigley y E. Smolensky: Modern Public Finance, 
Harvard University Press.

13	 El artículo 27 constitucional reconoce la propiedad comunal y ejidal.
14	 Musgrave, R. (1959) The theory of public finance New York: McGraw-Hill, 1959.
15	 Alesina, et al (1999) Preferences for redsitribution WP14825, NBER.
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Del lado opuesto, algunos teóricos han destacado las perversidades de la descentralización; 
Prud, Homme 1995, Samoff 1990, Smith 1985 y Tanzi 1995 objetan que los gobiernos locales son 
susceptibles a ser capturados por las élites, en razón de que los políticos regionales tienen incentivos 
y facilidades para destinar el dinero público a finalidades privadas.

Moreno (2003) demuestra empíricamente que en México la competencia electoral y la alternancia 
en el poder refuerzan la tendencia de los gobiernos locales a reducir el esfuerzo fiscal, debido al costo 
político que implica el cobro de impuestos. Asimismo, Velazquez (1999) concluye que los factores 
electorales influyen en la conducta de los gobernadores: aquellos que enfrentan oposición poderosa 
recurrirán al déficit para beneficiar a sus clientes y conquistar nuevos adeptos.

En este trabajo se demuestra que la descentralización del gasto reporta beneficios en el desarrollo 
humano; no obstante, sus potencialidades están limitadas por el efecto flypaper: los gobiernos 
municipales adoptan las transferencias como sustituto de la recaudación, no como complemento. 
Asimismo, se documenta que para promover el desarrollo humano no basta la delegación de recursos 
y responsabilidades, se demanda fortalecer los mecanismos de rendición de cuentas, los contrapesos 
institucionales y la competencia electoral; también, es imperativa la formación ciudadana para evitar 
que las autoridades utilicen el gasto con fines partidistas o de publicidad personal.

III. Análisis empírico

En este apartado se describirá la base de datos, se plantearan las hipótesis, se realizará el análisis 
correlacional y, finalmente, el modelo panel será útil para determinar la relación causal entre desarrollo 
humano y descentralización fiscal y administrativa en México.

3.1 Base de datos

La base de datos se compone de 1,574 municipios en tres años: 1995, 2000 y 2005 (se excluyeron 
los municipios del estado de Oaxaca debido a que el método de elección de sus autoridades locales, 
en la mayoría de los casos, es por usos y costumbres; también, se exceptuaron las delegaciones del 
Distrito Federal, porque las atribuciones y obligaciones legales que enfrentan son distintas de las de 
los ayuntamientos).

3.2 Planteamiento de Hipótesis

3.2.1 Variable dependiente: Índice de Desarrollo Humano
El desarrollo humano consiste en la posibilidad de vivir en libertad: tener acceso a salud, 

educación, alimentación y a un ambiente seguro en donde se tenga la posibilidad de participar en las 
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decisiones sociales. Amartya Sen (1997) ilustra de manera magistral la diferencia entre logros en el 
desarrollo humano e incremento en el ingreso: encuentra que algunas provincias de India y China 
gozan de mayores expectativas de vida que países como Brasil o Sudáfrica, a pesar de tener un PIB 
per cápita radicalmente inferior. 

En tal sentido, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo creó como indicador el Índice 
de Desarrollo Humano, que se compone de cuatro variables: tasa de sobrevivencia infantil, índice de 
analfabetismo, índice de asistencia escolar e índice de ingreso.

Gráfica 1

La gráfica 1 ilustra que, en general, entre 1995 y 2005 mejoró el índice de desarrollo humano en 
México; sin embargo, las desigualdades continuaron siendo abismales. Por ejemplo, en 1995, el 100% 
de las personas que fallecieron en el municipio de Zuazua, Nuevo León, contaron con asistencia 
médica al momento de su defunción; en contraste, en el municipio de San Juan Cancuc, Chiapas, 
sólo 7% de quienes fenecieron, tuvieron acceso a servicios de salud y así la posibilidad de ampliar sus 
expectativas de vida.

En 2000, la tasa de mortalidad infantil en Metlatonoc, Guerrero, fue de 57 por cada 1,000 nacidos 
vivos y en Coacalco, Estado de México, de 17. Cinco años después, el municipio con menor tasa de 
mortalidad infantil fue San Pedro Garza García, Nuevo León, con 3 defunciones por cada mil, y el 
más rezagado, Batopilas, Chihuahua, que reportó 79.

De la misma forma, en 1995 el 97% de las viviendas en San Pedro Garza García, Nuevo León, 
tenían energía eléctrica; en contraste, el 100% de los hogares en Coatepec, Puebla, carecían de 
ese servicio. Una década después, el 98% de las familias de Melchor Ocampo, Estado de México, 
disfrutaban de servicio de energía eléctrica; a diferencia del 78% de los hogares de la municipalidad 
El Nayar, Nayarit, donde no existía la posibilidad de encender un foco.

Los avances y retrocesos, las desigualdades y los equilibrios en el desarrollo humano son de 
particular interés para las ciencias sociales; por tal motivo, en este ensayo se analiza la incidencia de 
las instituciones de gobierno locales en el bienestar de las personas. 
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3.2.2 Variables independientes

Con el objetivo de averiguar si es posible distinguir tres dimensiones separadas de descentralización, 
el primer paso fue emular el análisis de factores que desarrolló Schneider (2003). Siguiendo el ejemplo, se 
utilizó como indicador fiscal, el total de egresos municipales per cápita.16 Para medir descentralización 
administrativa, se empleó el porcentaje de recursos propios sobre el total del presupuesto. El motivo 
fue que legalmente los ayuntamientos están facultados para administrar libremente esos recursos; 
en contraste, las aportaciones están destinadas a fines específicos, particularmente a la construcción 
de obras públicas (Fondo de Infraestructura Social Municipal), a la seguridad y al pago de pasivos 
(Fondo de Fortalecimiento Municipal). 

Asimismo, las participaciones son el monto de recaudación federal que corresponde a cada 
municipio, atendiendo la actividad económica que realizan e incluyendo un componente de 
redistribución que favorece a los menos aventajados. Si bien los municipios tienen la libertad de 
administrar independientemente esos fondos, el monto total depende de la capacidad de exacción 
del gobierno central.17

En cuanto a descentralización política, el autor de referencia empleó la variable dicotómica elección/
no elección; en este caso, todos los municipios tienen comicios locales; la varianza recae en el grado de 
legitimidad que otorgan la participación ciudadana y la competencia partidista. Con esas restricciones, 
se realizó el análisis de factores, utilizando el método de componentes principales.18 El cuadro 1 expresa 
que la proporción de varianza que explica cada componente es equilibrada: la primera representa sólo 
el 35%, y la cuarta, 17% (la pendiente de la prueba Catell (gráfica 2) es cercana a -1, sin puntos de 
inflexión). En este análisis, se retuvieron las componentes con valores propios mayores que 0.8 y se 
detectó que la primera dimensión se asocia con los egresos per capita; la segunda, con el porcentaje de 
ingresos propios, y la tercera, con las variables políticas (ver cuadro 2).

Cuadro 1
Análisis de Factores

16	 Aunque a diferencia de Schneider no fue posible incluir la variable de ingresos, porque la legislación mexicana obliga a 
que todos los presupuestos públicos se mantengan en balance, o sea, que en todos los casos, los ingresos son iguales que 
los gastos.

17	 Por ejemplo, la crisis financiera de 2009 redujo la recaudación fiscal: las participaciones que recibieron los municipios 
fueron menores a las previstas en las leyes de ingresos; eso hizo que muchos ayuntamientos distribuidos en toda la 
geografía nacional se declararán en bancarrota.

18	 Para realizar el análisis de factores se centraron y estandarizaron las variables.

Componente Valor Propio
Proporción de la varianza 

explicada
Proporción de la varianza 

explicada (Acumulada)

1 1.39061 35% 35%

2 1.11521 28% 63%

3 0.82562 21% 83%

4 0.66856 17% 100%
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Cuadro 2
Dimensiones de Descentralización

   1 2   3

Egresos per Cápita 0.66099 -0.21976 -0.00326

% Ingresos Propios -0.31844 0.75619 -0.22858

Participación Política -0.54455 -0.31249 0.66225

Competencia 0.4064 0.53125 0.71356

Gráfica 2
Análisis de Factores

Eso significa que las variables incluidas se encuentran en dimensiones separadas. Este análisis 
es importante porque permite concluir que no existe relación entre el poder de gasto que disfrutan 
algunos municipios y los impuestos que cobran.19 La ilusión fiscal: provoca a los caciques locales 
a destinar recursos públicos a finalidades privadas, o como lo advierte el titular de la ASF, Juan 
Manuel Portal Martínez “La alta subordinación fiscal de estados, municipios y del Gobierno del 
Distrito Federal con respecto a la Federación y, consecuentemente, su menor dependencia frente 
a los ciudadanos, ha estimulado un bajo nivel de responsabilidad política para ser transparentes y 
rendir cuentas a la población”.20

En las siguientes gráficas, se demuestra la situación de México durante el periodo 1995 – 2005.

19	 La primera componente se asocia de forma positiva a los egresos y negativa a los ingresos; la componente 2 tiene 
correlaciones inversas.

20	 El Universal, 19 de junio de 2010.
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Gráfica 3

Gráfica 4

Gráfica 5

Como se observa en la gráfica 3, durante el periodo de estudio aumentó el financiamiento 
municipal: en 1995, los municipios erogaron en promedio 765 pesos per cápita, lo que representaba 
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el 6% del presupuesto central; en 2005, el monto fue de 2415 pesos por habitante, equivalente al 12% 
de los expendios centrales.

En contraste, se contrajo, de 8 a 10%, la proporción de ingresos cobrados a nivel local (ver gráfica 
4). Es decir, los alcaldes recibieron las bondades del poder presupuestario y centralizaron el cobro 
de tributos. En cuanto a la dimensión política (ver gráfica 5), ocurrieron sucesos aparentemente 
contradictorios: se amplió la competitividad electoral y se redujo la participación ciudadana. 

Dicho fenómeno obedece a que las reformas electorales de 199421 estimularon la formación y 
consolidación de partidos políticos opositores al PRI, pero la alternancia política no acarreó mejoras 
sustanciales en el acceso a los servicios públicos. Por ejemplo, el incremento porcentual de viviendas 
con acceso a servicios de drenaje en los municipios donde hubo cambio en el partido gobernante fue 
similar al de aquellos donde continuó rigiendo el mismo (ver gráfica 6). Estos resultados disminuyeron 
los alicientes de la ciudadanía para participar en las elecciones.22

21	 Estas reformas eliminaban la facultad del gobierno de calificar las elecciones y se creaba el Instituto Federal Electoral, 
como órgano autónomo responsable de dicha función. Además, se eliminaba la cláusula de gobernabilidad, para permitir 
mayor representación de los partidos minoritarios en la Cámara de Diputados Federal, y se legislaba sobre delitos 
electorales para castigar a los servidores públicos que destinaran recursos públicos al financiamiento de las campañas.

22	 Alejandro Poire menciona que los ciudadanos participan cuando espera una diferencia significativa entre las políticas 
implementadas por el partido A, y las desarrolladas por el partido B.

Gráfica 6

3.2.2.1	Egresos per cápita

El análisis exploratorio detectó que aparentemente no existe relación entre gasto público y 
bienestar de las personas; de hecho, el Informe de Desarrollo Humano Jalisco 2009 PNUD plantea 
que los municipios mexicanos emplean sus recursos con fines electorales, lo que restringen las 
oportunidades de progreso humano.



50

Décimo Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2010

Dicho informe señala que el incremento del erario local no se ha traducido en el crecimiento de 
la inversión en infraestructura; por el contrario, se han expandido las burocracias. Esta investigación 
no rechaza la posibilidad de ciclos electorales en el ejercicio de las finanzas públicas; sin embargo, es 
posible que la correlación observada se deba a que el efecto del gasto público es a largo plazo. 

Por ejemplo, si el ayuntamiento del municipio de Eduardo Neri construyó, en 1995, una escuela 
primaria en una comunidad alejada de la cabecera municipal, la reducción en la tasa de analfabetismo 
no será inmediata: deberán pasar algunos años para que el porcentaje de personas sin educación 
primaria se reduzca. Como sustento, el cuadro 3 refleja que la correlación entre el Índice de Desarrollo 
Humano 2005 y el gasto público de 1995 es mayor que entre los egresos de 2000 y 2005.

Cuadro 3

Índice de Desarrollo Humano 2005

IDH 2005 1
Gasto per cápita 2005  -0.0745**
Gasto per cápita 2000  0.1506**
Gasto per cápita1995 0.2964**

** 99% de Confianza

Asimismo, en la gráfica 7 se presentan los valores observados y los ajustados de la relación entre 
desarrollo humano y gasto per cápita. Se concluye que, en general, los municipios que invierten más 
disfrutan de mejores condiciones de vida.

Gráfica 7

Eso significa que los gobiernos locales con finanzas públicas fuertes acceden a la posibilidad de 
satisfacer los requerimientos comunitarios. Las autoridades regionales mantienen comunicación 
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directa con la gente, conocen mejor sus demandas y necesidades y saben cuál es la forma óptima de 
responder a ellas.

3.2.2.2	Porcentaje de ingresos propios
Como se mencionó anteriormente, la capacidad de recaudación municipal es un indicador de 

autonomía administrativa. La hipótesis es que la independencia local permite a los servidores 
públicos diseñar planes y programas de gobierno acordes con las necesidades sociales; ellos 
mantienen relación permanente con la problemática de la comunidad y conocen las preferencias 
ciudadanas. (Rondinelli 1981).

Gráfica 8

En congruencia con lo anterior, la gráfica 8 muestra que los municipios autosuficientes gozan 
de mejores niveles de bienestar. Este argumento se fortalece con la teoría del contrato fiscal: la 
recaudación basada en la fuerza es ineficiente; para obtener percepciones óptimas, es necesario que el 
Estado proporcione a la ciudadanía los beneficios que demanda. (Timmons, J, 2005).

3.2.2.3 Distribución del gasto

La distribución del presupuesto ilustra la capacidad administrativa de las autoridades municipales 
y permite evaluar la proporción costo–efectividad de las políticas públicas. La hipótesis nula es que 
los grandes aparatos burocráticos y los subsidios no contribuyen al bienestar colectivo porque sus 
efectos son temporales y focalizados en individuos; por el contrario, la infraestructura expande la 
productividad colectiva y aumenta el desarrollo humano.

En este tenor, Devarajan, Swaroop y Zou (1993) argumentan que para promover el crecimiento 
económico no es suficiente expandir el gasto, sino se requiere que la inversión sea productiva. 
Explican que el erario del gobierno se obtiene por medio de impuestos; por lo tanto, sólo aumentará 
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la tasa de crecimiento económico si los rendimientos del sector público exceden los privados. La 
conclusión de la investigación referida es que la subvención a proyectos de infraestructura, medicina 
preventiva y educación (transporte, alimentación a estudiantes, becas e investigación), incrementa la 
función de utilidad social marginal; de esa manera, la economía progresa.

De forma similar, se detectó que en México existe una correlación positiva entre gasto en burocracia 
y desarrollo humano (ver gráfica 9). La probable justificación es que ese rubro incluye los salarios 
de profesionales de la medicina, educación, policía y mantenimiento. Estas personas incrementan 
la utilidad de los bienes de capital; es decir, para que la sociedad disfrute de mejores condiciones de 
salud, no basta construir hospitales, se requieren suficientes médicos.

Otra tesis del Banco Mundial es que los políticos ofrecen puestos de trabajo (o incrementan los 
salarios) para controlar a grupos de presión; así, aseguran la estabilidad social, que es requisito para 
el crecimiento económico. Lamentablemente, no fue posible obtener datos al respecto; sin embargo, 
se sugiere continuar esa línea de investigación

Otra sorpresa fue la relación negativa entre inversión en infraestructura y desarrollo humano; 
aunque las correlaciones no determinan causalidad, se sugiere que los municipios con mayores 
carencias precisan gastar en construcciones públicas; entonces, la relación es inversa: menos 
desarrollo humano ocasiona que los ayuntamientos deban dirigir más recursos a la construcción de 
inmuebles y a “apoyar” directamente a la ciudadanía con carencias graves. 

Gráfica 9

3.2.3 Variables Políticas

3.2.3.1	 Participación política.23 En este ensayo, se pretende demostrar que la participación 
política incrementa los beneficios de la descentralización, porque con los votos la 
ciudadanía expresa las preferencias de política pública que maximizan su utilidad; no 

23	 Número de votos en los últimos comicios locales/ total de la población mayor de 18 años.
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obstante, se debe considerar la alternativa presentada por Olivia Hidalgo-Haderman 
(1995): A pesar de que la participación genera una mayor sensación de eficacia, esto no quiere 
decir que se traduzca en una mejor toma de decisiones. Los procesos de descentralización son 
susceptibles al simbolismo que examina a los individuos y/o a los grupos y no a las funciones que 
han de realizarse.

Es decir, es posible que en democracias las políticas públicas confluyan en el votante 
mediano. (Downs, 1960). Pero no es claro que el votante mediano conozca la proporción 
costo–efectividad de las políticas públicas.

3.2.3.2	 Competencia política.24 Esta variable se agrega con la perspectiva de que contribuye 
al desarrollo humano: da incentivos a partidos políticos y gobernantes para mejorar sus 
resultados. De forma opuesta, Barry Ames (1977) señala que las elecciones muy competidas 
provocan inseguridad en los gobernantes; ello, propicia el clientelismo político y la 
expansión improductiva del presupuesto.

24	 (1- (% de Votos del ganador - % votos del segundo lugar).

Gráfica 10

Gráfica 11
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En la inspección visual de la hipótesis (gráficas 10 y 11) no se encontró relación entre desarrollo 
humano y descentralización política25;  quizá lo electoral no está sirviendo como medio de comunicación 
entre el gobierno y la ciudadanía. Probablemente, algunos grupos de interés están influyendo en las 
decisiones públicas; o bien, la información entre autoridades y electores es asimétrica; por lo tanto, 
existe la posibilidad de que el erario se dirija a producir beneficios inmediatos, pero perecederos; 
promotores de votos, pero no de desarrollo.

3.2.3.3	 Gasto con fines políticos. Bajo esas condiciones, se debe explorar la hipótesis de 
que la descentralización produce efectos positivos en el desarrollo humano, sólo bajo 
ciertas condiciones, entre ellas, la democracia. Al respecto, Carlos Salinas de Gortari (ex 
presidente de México) promovió la regionalización de los fondos del Programa Nacional 
de Solidaridad con el lema “Descentralizar es democratizar”.

Como primer análisis, se comparó el promedio de los ingresos que recaudan los municipios en 
año electoral y los colectados en año no electoral. La gráfica 12 ilustra que en ausencia de proceso 
electoral, los cabildos colectan más.26 En promedio, en los lugares que desarrollaron comicios locales, 
ingresaron 156 pesos per cápita; en el resto, la cifra fue de 188. Posiblemente, las autoridades locales 
disminuyen impuestos o realizan exenciones fiscales con el objetivo de ganar votos para su partido.

Al respecto, Downs (1977) argumenta que los electores no tienen información suficiente para 
evaluar correctamente los costos y beneficios de la políticas públicas, por lo que, generalmente, 
castigan más el cobro de impuestos –incluso los indirectos– de lo que valoran los beneficios obtenidos 
por la acción gubernamental.

25	 En el caso de México, la participación ciudadana y la competencia partidista pueden considerarse indicadores de 
descentralización. La política está descentralizada cuando los ciudadanos perciben que los asuntos locales son de interés, 
y participa en ellos. De la misma forma, la competitividad asegura que los ciudadanos tienen la posibilidad de elegir 
entre, al menos, dos alternativas de política pública.

26	 Excepto en el año 2000, quizá porque la elección federal incentivó a que el Gobierno Central transfiriera el costo político 
de cobrar impuestos a los municipios.

Gráfica 12
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Por otra parte, se buscó establecer si existe relación entre gasto con fines electorales y 
descentralización política; para ello, se realizaron dos regresiones lineales bivariadas para los tres 
años de estudio:

Ecuación 1

% Gasto en Obras Públicas = Índice de Marginación + Error 

Ecuación 2

% Gasto en Subsidios= % De Personas con menos de 2 Salarios Mínimos + Error 

Posteriormente, se obtuvieron los residuales y se realizó la operación siguiente:

Gasto Pork Barrel= (∑ Valores Observados – Valores Esperados) eq.1 |> 0

Gasto Clientelar= (∑ Valores Observados – Valores Esperados) eq.2 |> 0

Gasto Político = Gasto Pork Barrel + Gasto Clientelar

El indicador mencionado se crea con el fundamento siguiente: los municipios marginados 
“deberían” priorizar la construcción de obra pública y garantizar a la ciudadanía el acceso a los servicios 
públicos indispensables; si el gasto rebasa esas necesidades, las erogaciones son consideradas pork 
barrel. La lógica es la siguiente: los políticos, con el objetivo de consolidarse en el poder27, construyen 
infraestructura que a pesar de ser inútil para aumentar la productividad social, es impactante en los 
electores (puentes, segundos pisos).

Asimismo, se espera que los subsidios sean preponderantes en las localidades que concentran a 
familias que padecen las externalidades negativas del sistema económico: salarios insuficientes. El 
exceso en dicho rubro, se clasifica como clientelismo político. O sea, los políticos otorgan beneficios 
privados a cambio de votos.

27	 En México no está permitida la reelección inmediata de las autoridades locales; sin embargo, los partidos políticos 
tienen la exclusividad en la presentación de las candidaturas; por lo tanto, los políticos son disciplinados a su partido y 
promueven la permanencia de su instituto en el poder.
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Gráfica 13

Gráfica 14

Las gráficas contribuyen a sustentar las conjeturas: la 13 indica que cuando el “gasto político” 
se expande, se reducen las posibilidades de desarrollo humano, debido a que los recursos sociales 
no se emplean con la finalidad de mejorar el nivel de vida de las personas, sino con la pretensión de 
fortalecer a las élites.

La gráfica 14 ilustra la relación entre participación electoral y gasto político: cuando la votación 
incrementa, los políticos expanden el presupuesto con la finalidad de convencer a la ciudadanía de su 
buen desempeño, así pretenden asegurar  la  permanencia  en  el  poder  del  partido  que  representan;  
o  bien,   la población participa más porque recibe incentivos individuales para acudir a las urnas. 

Con referencia a la relación negativa entre competividad electoral y gasto político, se ofrecen 
dos posibilidades. Primera, los resultados electorales cerrados promueven el manejo cuidadoso del 
gasto: los gobernantes saben que existe la posibilidad de perder, y con ello, la probabilidad de que 
el sucesor descubra la mala utilización del dinero y la denuncie ante las entidades de fiscalización. 
Además, la disputa por las simpatías ciudadanas estimula el buen desempeño de gobernantes e 
instituciones partidistas.
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Estos hallazgos no significan que la descentralización política ocasione retrocesos en el bienestar 
humano; más bien, ilustran que la descentralización en México no tuvo como propósito mejorar la 
gobernabilidad, sino fortalecer a las élites locales, para reforzar la permanencia del centro.28

3.2.3.4	 Gobiernos súper unificados. Este estudio propone que los equilibrios institucionales 
fortalecen las funciones de fiscalización y contribuyen a que los recursos públicos se 
destinen a mejorar el bienestar común. Por lo tanto, se espera que cuando el presidente 
municipal, el gobernador del Estado y la mayoría legislativa en el congreso local pertenezcan 
al mismo instituto político, decrezcan las oportunidades de desarrollo humano.

Gráfica 15

28	 Rodriguez, V. (1997), Decentralization in Mexico, Westview Press, Austin.

No obstante, el análisis visual (gráfica 15) señala que no existe diferencia en la mediana del índice 
de desarrollo humano de los municipios con autoridades súper unificadas y los gobiernos divididos. 
El análisis panel contribuirá a proporcionar resultados más robustos.

3.2.3.5	 Población. Se emplea esta variable con la perspectiva de que el tamaño de la población 
modifica el costo marginal de producir bienes públicos; por ejemplo, construir un 
aula escolar requiere $1,000 pesos: en la localidad X, donde se espera que asistan 1,000 
estudiantes el costo por alumno será de 1 peso; mientras que en la localidad Y, donde la 
aprovecharan 10 personas, el monto per cápita será de $100. 

Aun así, prevalece el riesgo de que en las localidades densamente pobladas, se formen cinturones de 
pobreza que alteren las probabilidades de desarrollo humano equilibrado (costos por aglomeración). 
Otra posibilidad es que se dificulte la comunicación entre autoridades y ciudadanía y se reduzca la 
habilidad de las autoridades de focalizar el gasto.
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En tal virtud, Baqir (2002) teoriza que cuando los distritos electorales son mayores, los gobiernos 
locales tienden a emplear estrategias pork barrel: o sea, con la finalidad de que la mayoría sienta la 
presencia del gobierno, se construyen grandes proyectos de infraestructura, que no necesariamente 
procuran el bienestar común.

Gráfica 16

La gráfica 16 dibuja la tendencia positiva entre concentración poblacional y desarrollo humano y 
fortalece la hipótesis del trabajo: las economías de escala reducen el costo marginal de proporcionar 
servicios públicos; de esa forma, aumenta la efectividad de las acciones de gobierno.

3.3 Resumen de hipótesis

Cuadro 4
Resumen de Expectativas

Variable Dependiente: Desarrollo Humano

Gasto per cápita +

% de Ingresos propios +

% de Gasto en burocracia -

% de Gasto en infraestructura +

% de Gasto en subsidios -

Participación política +

Competencia electoral +

Gasto con fines políticos -

Gobiernos súper  unificados +

Población +
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Cuando los municipios tienen mayor poder de gasto, se atienden las necesidades reales; así, se 
incrementa el desarrollo humano.

Los municipios con mayor porcentaje de recursos propios, sobre el total de ingresos, disfrutan 
de mayor autonomía administrativa, lo cual expande el progreso social.

Mayor gasto en servicios personales implica menor inversión productiva; por lo tanto, pérdidas 
en el desarrollo humano.

La inversión en infraestructura produce externalidades positivas en la productividad de la 
comunidad; de esa forma, progresan las personas.

El gasto en subsidios se enfoca en la atención de intereses particulares; por lo tanto, disminuyen 
las posibilidades de que se beneficie la comunidad.

La participación política permite que la ciudadanía exprese sus preferencias y necesidades; 
de esa forma, se evitan desperdicios y las políticas públicas producen efectos positivos en el 
desarrollo humano.

La competencia electoral aumenta las opciones de políticas públicas, favorece la rendición 
de cuentas y motiva a instituciones partidistas y gobernantes a mejorar su desempeño; de esa 
manera, aumenta el desarrollo humano.

Cuando el presidente municipal pertenece al partido del gobernador y de la mayoría legislativa, 
decrece la fiscalización del gasto público; por lo tanto, existe oportunidad para la búsqueda de 
beneficios personales; dichas conductas afectan el bienestar colectivo.

El gasto con fines políticos, clientelismo o pork barrel provoca que no se inviertan los recursos 
públicos productivamente; por tal motivo, disminuye el desarrollo humano.

La alta densidad poblacional contribuye a que disminuya el costo marginal de abastecer bienes 
públicos; de esa manera, se producen avances significativos en el desarrollo humano.

3.4 Modelo Panel

Con el objetivo de encontrar la relación causal entre desarrollo humano y descentralización, se 
realizó un análisis cross sectional times series, el cual presentó ciertas complicaciones:

1.	 El panel mostraba graves desequilibrios que impedían realizar las operaciones de álgebra 
matricial necesarias para obtener resultados. El problema más grave fue que para 1995 no 
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existían cifras del índice de desarrollo humano a nivel municipal; por lo tanto, se estimó dicho 
valor con la ecuación siguiente: 

Ecuación 3

IDH 1995= (0.33*IDH 2000) - (.00128*INDICE DE MARGINACIÓN 1995)- (0.0128*TASA 
DE MORTALIDAD INFANTIL 1995) + (.497) CONSTANTE 

R2=0.93

2.	 La base de datos mostraba vacíos distribuidos asimétricamente; para construir un panel 
balanceado, se seleccionaron los 269 municipios con información completa. La variable 
dependiente, índice de desarrollo humano, se distribuía de forma normal y el tamaño de la 
muestra permitió suficientes grados de libertad para obtener resultados representativos.

3.	 Posteriormente, se realizó el test Breusch y Pagan para efectos aleatorios y se obtuvo que era 
preferible usar la estimación de efectos aleatorios, a los efectos agrupados.

4.	 Sin embargo, era dudoso que las diferencias entre municipios fueran casuales: la gran 
heterogeneidad entre municipalidades precisaba modelar el carácter individual de cada 
localidad. Por ello, se realizó la prueba de Hausman y se determinó que era recomendable 
emplear el método de efectos fijos.

5.	 Asimismo, se especulaba que era necesario agregar efectos temporales al análisis, En el año 
2000 se llevó a cabo el proceso electoral federal, y se requería capturar el efecto de este hecho 
común a todos. Por lo tanto, se agregaron las variables dicotómicas correspondientes y se 
realizó la prueba Wald, el resultado fue positivo: debía incluirse el efecto del tiempo.

6.	 Además, se creía probable que el IDH t estuviera influido por el IDH t-1; por lo que el siguiente 
paso fue verificar si los errores   dentro de cada unidad eran independientes temporalmente; 
para lo cual se aplicó la prueba de Wooldrige de correlación serial. Esta prueba permitió 
rechazar la hipótesis de independencia temporal.

7.	 Otra probabilidad era que las características no observadas de los municipios estuvieran 
correlacionadas con las particularidades de las municipalidades del mismo estado (o que 
compartieran algún otro factor común); por lo tanto, era necesario verificar la distribución de 
los errores en cada periodo. Se realizó el test cross sectional independence (Friedman (1937) and 
Frees (1995, 2004)) y se detectaron problemas de correlación contemporánea.
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8.	 Uno más de los supuestos Gauss-Markov es que la varianza de los errores se distribuye 
normalmente; para verificar que el análisis fuera correcto, se desarrolló la prueba modificada 
de Wald para heteroscedasticidad: y se determinó la ausencia de este requisito.

9.	 Con estas características se requería un modelo que contemplara efectos fijos, efectos 
temporales, y que corrigiera la correlación serial, contemporánea y la heteroscedasticidad. En 
una muestra con T pequeña y N grande. 

10.	En atención a los planteamientos de Beck y Kats (What to do (and not to do) with cross sectional 
times series analysis), se seleccionó el modelo de regression Prais-Winsten, con errores estándar 
corregidos, AR1 (PCSEs), se incluyeron 268 variables dummies para modelar los efectos fijos 
(n - 1) y se agregaron los efectos temporales. 

11.	Así, se calcularon cuatro modelos panel que se muestran en el cuadro 5:
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PCSE AR1
VARIABLES (1) (2) (3) (4)

Gasto municipal per cápita 0.012*** 0.016*** 0.014*** 0.008***

(0.003) (0.003) (0.002) (0.003)

% Ingresos Propios -0.003 0.013*** 0.009*** 0.017***

(0.002) (0.002) (0.001) (0.002)

Gasto municipal per cápita * % 
Ingresos Propios

-0.002*** -0.002*** -0.003***

(0.000) (0.000) (0.000)

Participación electoral 0.00 0.00 0.001***

0.00 0.00 0.00

Participación electoral ^ 2 -0.00000494***

0.0000014

Competencia Política 0.000* 0.000 0.000

(0.000) (0.000) (0.000)

Lnpob 0.029*** 0.029*** 0.028*** -0.003

(0.009) (0.009) (0.008) (0.007)

% Gasto en obras públicas y 
acciones sociales

0.001 0.001 0.004 0.012*

(0.007) (0.006) (0.006) (0.007)

% Gasto en Servicios Personales -0.001 -0.001 -0.002 -0.002

(0.005) (0.005) (0.006) (0.005)

Clientelismo 0.013

(0.011)

Pork Barrel -1.476***

(0.107)

Gobiernos Superunificados -0.008*** -0.007*** -0.007***

(0.002) (0.002) (0.002)

Constante 0.352*** 0.327*** 0.337*** 1.056***

(0.120) (0.121) (0.109) (0.099)

Observaciones 807 807 807 807

R2 0.996 0.996 0.996 0.998

Número de Grupos 269 269 269 269

Se omiten los resultados de las variables dicotómicas de municipios y año.

Los errores estándar están entre paréntesis.

*** p<0.01, ** p<0.05, * p<0.1

Cuadro 5
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IV. Conclusión

El cuadro 5 respalda el argumento de que el gasto público municipal contribuye al desarrollo 
humano: en los cuatro modelos se muestra tendencia positiva y significativa del 99% de confianza. 
Eso representa que los gobiernos locales que disfrutan de erarios amplios, tienen mayores 
posibilidades de contribuir al desarrollo humano.

Sin embargo, el modelo 1 parece indicar que la descentralización administrativa (porcentaje de 
ingresos propios) produce retrocesos en el bienestar de las personas. La debilidad de la relación 
motivó que se evaluara la interacción entre poder de gasto y autonomía administrativa en el desarrollo 
humano. Los modelos 2, 3 y 4 indican que el efecto de interacción es significativo: así, cuando los 
municipios tienen recursos financieros y, al mismo tiempo, disfrutan libertad para administrarlos, se 
producen pérdidas en el bienestar humano.

La conclusión que se deriva de lo anterior, es que en México prevalecen deficiencias en los 
mecanismos de rendición de cuentas. Por lo tanto, la descentralización fiscal y administrativa ha 
permitido que las élites locales malversen recursos a intereses personales o partidistas. La literatura 
registra que estas conductas se han adoptado en otros casos: Tanzi (2000) menciona que las élites 
locales son más susceptibles que las autoridades centrales a emplear métodos clientelistas de compra 
de votos, y Becerra (2006) propone que los recursos de gobierno pueden ser “capturados” por las 
élites locales y dificultar la transparencia en el ejercicio del presupuesto público.

Este argumento se sustenta en la relación entre gobiernos superunificados y desarrollo humano: 
los modelos 1, 2 y 3 indican que cuando el presidente municipal, el gobernador y la mayoría en 
el congreso local pertenecen al mismo instituto político, decrecen las oportunidades de bienestar 
humano; es decir, la diversidad favorece el control de las arbitrariedades en el manejo de las finanzas 
públicas y la maximización de la utilidad social.

En cuanto a variables políticas, las ecuaciones 1 y 2 evidencian que la participación política no 
tiene efectos en el desarrollo humano; no obstante, debido a que en la exploración de los datos se 
detectó la posibilidad de una relación curvilínea, el modelo 3 considera la variable cuadrática del 
porcentaje de votación: el resultado indica que prevalece una relación en forma de U invertida entre 
las variables referidas. Eso significa que en niveles bajos de participación, la ciudadanía no es capaz 
de comunicar sus preferencias, y por lo tanto no se obtienen avances en el desarrollo humano. En 
contraste, cuando es muy alta, puede ocurrir que las preferencias sean divergentes y produzcan 
inestabilidad política que impida adoptar decisiones adecuadas.

En los cuatro modelos, el efecto de la competencia política es mínimo, pero la propensión es 
positiva. Eso indica que las elecciones reñidas incentivan a los partidos políticos y gobernantes a 
mejorar su desempeño para ganar votos. Al mismo tiempo, las autoridades saben que enfrentan 
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el riesgo de perder; por lo tanto, ante la amenaza de que el sucesor descubra malos manejos y los 
denuncie, evitarán desviar recursos a fines privados.

En el modelo 4 se incluyeron las variables de gasto con fines políticos: se detectó que, en 
congruencia con las expectativas, el gasto pork barrel ocasiona pérdidas en desarrollo humano; de la 
misma forma, se observa que los efectos del clientelismo político no son significativos.29 Además, de 
ecuación 4 se desprende que, manteniendo los niveles de gasto pork barrel constantes, las erogaciones 
en infraestructura producen un mayor desarrollo humano. Eso contradice las conclusiones de 
Devarajan, Swaroop y Zou (1993): el gasto en infraestructura sí aumenta la productividad social y 
podría propiciar crecimiento económico, siempre y cuando las instituciones y la cultura cívica fueran 
suficientes para contener la manipulación del erario con fines políticos.

Otra posibilidad es que debido a que los investigadores del Banco Mundial emplearon el análisis 
de datos agrupados, sin incluir el cambio temporal, no evaluaron los efectos a largo plazo del gasto 
en obra pública; además, quizá la causalidad que refirieron es invertida: no es que mayor gasto en 
infraestructura ocasione menor crecimiento económico, sino que los estados con menor crecimiento 
económico tienen mayores carencias en infraestructura y necesitan invertir en atenderlas.

Asimismo, el modelo panel permitió concluir que, conforme a la hipótesis que se propuso (aunque 
la relación no es significativa), una mayor proporción de egresos dirigidos a servicios personales 
implica pérdidas en desarrollo humano. El análisis correlacional indicaba lo contrario; la razón es que 
si se evalúa un solo periodo de tiempo, se detecta que los municipios con mayor desarrollo humano 
requieren de mayor personal de servicios y burocracias e invierten más en ello; asimismo, gastan menos 
en obras públicas porque tienen la mayor parte de los requerimientos de infraestructura satisfechos.

Finalmente, se constata que los municipios que tienen mayor concentración poblacional, tienen 
mejores oportunidades de promover el desarrollo de las personas que allí radican; esto se debe a que 
cuando aumenta el número de pobladores, se contrae el costo marginal de proveer servicios públicos.

V. Comentarios finales

Con base en los resultados obtenidos, se sugiere modificar los arreglos institucionales para 
maximizar los beneficios de la descentralización:

La primera recomendación es agilizar el trabajo de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) y 
establecer sanciones creíbles a los servidores públicos causantes de perjuicios al patrimonio público; 

29	 Se reconoce que existen deficiencias en el indicador de gasto clientelar: porque los gobernantes no sólo premian a los 
electores a través de subsidios, sino también de empleos (Ames, B.). Para obtener mejores indicadores, sería importante 
que la oficina de estadística distinguiera entre burocracia y personal de servicio directo: profesionales de la educación, 
salud, policía y mantenimiento. Así, se evaluaría de mejor forma la productividad o improductividad del gasto.
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por ejemplo, el Informe de la Cuenta Pública 2007 se publicó en marzo de 2009. Entre otras entidades 
y organismos, se revisó el ejercicio de los fondos federales transferidos al municipio de Chilpancingo, 
Guerrero. Las conclusiones emitidas por la ASF fueron las siguientes:

 “El municipio de Chilpancingo, del estado de Guerrero, no cumplió con las disposiciones normativas 
aplicables a la transferencia y ejercicio de los recursos respecto de las operaciones examinadas (…) que se 
refieren principalmente a: 

La ejecución de obras y acciones que no beneficiaron a la población en rezago social y pobreza extrema 
por 3,027.4 miles de pesos, 

Acciones que no cumplen con la apertura programática del fondo por 6,087.6 miles de pesos; 

Obras públicas que no se encuentran dentro de los rubros autorizados en la Ley de Coordinación Fiscal 
por 8,833.5 miles de pesos; 

Pagos en exceso en una obra por 59.5 miles de pesos; 

Cuatro obras que no se concluyeron, por 666.1 miles de pesos;

Pagos en exceso en conceptos de obra pública por 73.5 miles de pesos; 

Adquisición de material en exceso en 14 obras por 236.7 miles de pesos; y 

Cargo al programa de gastos indirectos que no fueron aplicados a las obras del fondo por 148.0 miles 
de pesos.

En total, la malversación de fondos fue equivalente a casi 20 millones de pesos; así, el responsable 
tuvo la posibilidad de emplear estrategias de clientelismo político para asegurar el triunfo de su 
partido en los comicios locales de 2008. De la misma forma, fue electo diputado federal en julio de 
2009. Con dicha posición, la posibilidad de que sea sancionado es escasa.

La segunda sugerencia es eliminar los factores políticos en la elección de los responsables de la 
ASF: la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y las leyes estatales de la 
materia establecen que dichos servidores públicos se designan con el voto mayoritario de la Cámara 
de Diputados o de las legislaturas estatales, los aspirantes se registran en atención a convocatorias 
públicas o a propuesta del Ejecutivo estatal. Eso provoca que los ganadores respondan a los intereses 
de la fracción legislativa dominante, del presidente de la República o del gobernador que los postula, 
con la posibilidad de que se emitan evaluaciones parciales.
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De la misma forma, es importante que se amplíe la vigilancia del erario: actualmente se controla sólo 
el 7% de los recursos transferidos a estados y municipios30, es decir, las autoridades locales tienen 93% 
de probabilidades de emplear el gasto con fines privados sin ser descubiertos por el ente fiscalizador.

Para fortalecer los hallazgos, se revisaron algunos estudios de opinión pública31 y se descubrió 
que la descentralización provocó que la ciudadanía valorara más la labor de los gobiernos locales: 
en 1991 el 58.3% de los ciudadanos consideraban que el Presidente de la República demostraba alta 
capacidad administrativa; en contraste, sólo el 27% creía que el munícipe era competente. Dieciséis 
años después, en 2007, se pidió a las personas que evaluaran a las autoridades en una escala del 1 al 
10: el gobierno central obtuvo 3.7 y el municipal 4.8 en promedio.

No obstante, aun cuando se juzga mejor a las autoridades locales, el Reporte de Transparencia 
Mexicana 2001-2005 sobre corrupción32 indica que los trámites de servicios municipales son propensos 
al soborno. Por ejemplo, en 2005, el 60% de las veces, los mexicanos dieron “mordidas” para evitar 
sanciones por violar reglamentos municipales de tránsito, 23% por trabajar o vender en la vía pública 
y 22% de las ocasiones se pagó ilegalmente por servicios de limpia. Eso significa que si las personas 
aprueban el trabajo de élites corruptas, el desarrollo humano está en riesgo.

Otra recomendación es fortalecer el derecho de petición y de respuesta. Así, la participación 
política tendría correlación positiva con el interés en las políticas públicas. Actualmente, el artículo 
8º de la Constitución señala que la ciudadanía tiene la facultad de hacer demandas a los funcionarios 
públicos, siempre y cuando se realicen por escrito. Eso, incrementa los costos de la solicitud y 
discrimina a las personas que no tuvieron la oportunidad de estudiar. 

El mismo artículo menciona que a toda petición debe corresponder un acuerdo escrito emitido 
en un periodo breve (sin garantizar respuesta favorable y especificar plazos). Como resultado, la 
encuesta Opinión Pública y Democracia 2007 reveló que sólo 11% de la ciudadanía realizó peticiones al 
ayuntamiento, de las cuales, menos de la mitad prosperaron. 

Los resultados del análisis empírico, y adicionalmente la revisión de estudios legales y de 
opinión, demostraron que la descentralización del gasto ha producido avances mínimos en el 
desarrollo humano. Sin embargo, es posible incrementar los beneficios, si se realizan los arreglos 
institucionales propuestos.

30	 El Universal, 30 de Octubre de 2009.
31	 Encuesta de Cultura Política en México, 1991, Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública CESOP, Cámara de 

Diputados, México.
	 Encuesta Confianza en los Representantes Democráticos, 2007 Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública CESOP, 

Cámara de Diputados, México.
32	 Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno, Transparencia Mexicana, Agosto. 2006.
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Ésta no es una investigación acabada, la satisfacción de las demandas humanas y la consecución 
de la felicidad social siempre serán temas de estudio para la ciencia política. Se invita a continuar el 
análisis del gran Leviatán: entenderlo quizá sea imposible, pero intentemos la aproximación.
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I. Introducción

Las recientes reformas implementadas en los sistemas de rendición de cuentas en México han 
dado pie a una transición en esquemas caracterizados por un control primordialmente jurídico o 
programático hacia andamiajes más amplios y ricos en sus funciones y en su institucionalidad, con 
el fin de aumentar en forma convergente la transparencia, la rendición de cuentas y la evaluación de 
la gestión pública. Sin embargo, por diversos factores institucionales, la implementación de estas 
reformas en los municipios mexicanos se ha dado de manera heterogénea.

Gracias a una modificación del artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM), en julio de 20071, los gobiernos locales de nuestro país se incorporan como 
nuevos sujetos obligados y tienen ahora que garantizar la transparencia, el acceso a la información 
pública y la evaluación de su desempeño, entre otras cosas. En este momento,  los municipios, además 
de instrumentar una reforma de sus sistemas contables para estar en armonía con la contabilidad 
estatal y federal, también tienen que llevar a cabo acciones en materia de archivos gubernamentales 
e indicadores de gestión y evaluación. 

Con el propósito de coadyuvar en esta reforma constitucional, se han presentado múltiples 
modificaciones de leyes secundarias y reglamentarias, e incluso nuevas propuestas legislativas. 
Asimismo, el gobierno federal y los gobiernos locales, junto con otros actores interesados, han 
promovido la celebración de diversos foros, seminarios y otros actos para trabajar en ese sentido. No 
obstante, todos estos esfuerzos no han tenido aún los resultados buscados. Por ejemplo, después de 
la reforma constitucional de julio de 2007, se “han congelado” dos intentos para modificar el marco 
normativo de la rendición de cuentas de los gobiernos locales.

Uno de ellos se refiere a la Ley Federal de Archivos, que fue dictaminada y aprobada en la Cámara de 
Diputados en marzo de 2009 y turnada a la Cámara de Senadores para los efectos constitucionales. Hasta 
la fecha, esta iniciativa no ha sido dictaminada en el Senado y, por lo mismo, los gobiernos estatales y 
municipales no cuentan con un marco de referencia para promulgar las leyes locales en la materia.2 El 
otro intento se refiere a la conformación de un Sistema Integral de Evaluación del Desempeño, el cual 
no se pudo concretar por completo y las modificaciones aprobadas representan sólo pequeños avances 
en materia de fortalecimiento institucional del sistema de rendición de cuentas mexicano.3

1	 El 20 de julio de 2007, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma del artículo 6º constitucional. Uno de los 
aspectos fundamentales de dicha reforma es la generalización de los sistemas electrónicos para que los gobiernos locales 
reciban preguntas de los ciudadanos, contesten las solicitudes de información y sean interpuestas las inconformidades 
en caso de negativa ante los órganos garantes de la transparencia y rendición de cuentas.

2	 Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria, núm. 2723-V, 24 de abril de 2009.
3	 Arellano, David, et. al., “¿Hacia un Sistema Integral de Evaluación del Desempeño?. Situación actual de la regulación 

federal mexicana para la construcción y uso de indicadores de desempeño”, en Revista Legislativa de Estudios Sociales y de 
Opinión Pública, vol. 2, núm. 4, 2009, pp. 109-150.
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A pesar de su parcial congelamiento, las reformas estructurales emprendidas durante los últimos 
años han ayudado a sentar las bases de una gestión más eficaz y eficiente, con la intención última 
de garantizar a toda persona el derecho de tener acceso a la información pública. El contenido de 
la reforma constitucional y el proceso de su aplicación tienen un significado profundo que debe 
subrayarse: “cualquier persona, desde cualquier lugar de la Nación e incluso desde cualquier lugar 
del mundo, puede preguntar sobre las actividades que realizan las instituciones gubernamentales, los 
resultados que obtienen y la forma en que ejercen sus recursos”.4

Pero no sólo las exigencias de la CPEUM son las que imponen eficacia y eficiencia en la gestión 
de los recursos públicos; la propia ciudadanía demanda que las autoridades asignen equitativamente 
los recursos públicos y que su programación y ejecución contribuyan al bienestar social. Ahora bien, 
para que la administración pública sea verdaderamente eficaz y eficiente es necesario que su gestión 
sea conocida por la sociedad y ello exige no sólo fijar con claridad los objetivos últimos, sino también 
los instrumentos que se van a utilizar para su consecución y, por supuesto, dar a conocer los resultados 
de las actuaciones realizadas.

Además, el desarrollo efectivo de los procesos de transparencia y rendición de cuentas permite 
que los ciudadanos cuenten con todos los elementos disponibles para valorar las actuaciones de la 
administración pública de forma que puedan decidir si siguen apoyando una política determinada, 
lo que en última instancia se puede considerar como un reforzamiento del control democrático que 
los ciudadanos tienen derecho a ejercer sobre las autoridades.

Como consecuencia de todos estos factores, muchos municipios, por cuenta propia, han 
implementado innovaciones en materia de rendición de cuentas. Cabe señalar que a partir de   
iniciativas autónomas, el municipio –geográficamente– está en mejores condiciones que otro 
ámbito de gobierno para contribuir a la satisfacción de las necesidades ciudadanas. Por ello, la 
efectividad que alcanza la gestión municipal a menudo se convierte en parámetro de evaluación del 
desempeño gubernamental y del grado de legitimidad del poder. Y es que el gobierno municipal 
es irremplazable para conocer los problemas de la comunidad, actuar con rapidez y obtener una 
solución eficaz y responsable.

Estas experiencias innovadoras en el ámbito municipal han abierto nuevos caminos que se 
acercan a una verdadera descentralización política o democratizadora. Las acciones seguidas por estos 
municipios buscan establecer un régimen de gobernanza local diferente del que existe actualmente, sin 
necesidad de esperar a que se defina constitucionalmente o en leyes secundarias una nueva asignación 
de atribuciones o recursos hacia las autoridades locales. Se trata, sin duda, de un impulso dirigido a 
fortalecer los procesos de rendición de cuentas en los gobiernos locales.

4	 Dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de la Función Pública, con proyecto de decreto por 
el que se reforma el Artículo Sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Disponible en: http://
www.ifai.org.mx/Eventos/articulo6, p. 5 (consultado el 17 de junio de 2010).
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Por todo lo anterior, el ensayo que aquí se presenta analiza algunas experiencias de municipios 
mexicanos en materia de rendición de cuentas. Para ello, el documento se ha dividido en cuatro 
secciones. La primera sirve como introducción. La segunda propone un marco de análisis de la 
rendición de cuentas municipal bajo la perspectiva de la gobernanza y de la democratización. La 
tercera intenta aplicar dicho marco conceptual a un estudio de caso: las propuestas innovadoras 
de municipios mexicanos en la materia. Los insumos de este análisis provienen de las experiencias 
recopiladas por el Premio de Gobierno y Gestión Local.5 Finalmente, la cuarta sección provee la 
conclusión de este ensayo y resume una serie de reflexiones sobre los procesos de rendición de cuentas 
en los municipios mexicanos.

II. Democratización y gobernanza

La democratización por medio de la descentralización política es una estrategia que ha sido 
adoptada frecuentemente por diversos países para establecer un nuevo régimen de gobernanza local.6  
La gestión pública bajo un régimen de gobernanza local incluye no sólo la transferencia de una gama 
de servicios del gobierno federal hacia el ámbito local sino también la consolidación de derechos 
básicos de la ciudadanía, tales como la creación de espacios para la participación democrática y la 
incidencia de la sociedad civil en los procesos de rendición de cuentas.

La preocupación dominante en la literatura sobre gobernanza local es que los incentivos de los 
actores públicos y privados, así como el marco institucional, no conducen a una gestión pública eficaz, 
eficiente y responsable. Se requiere por tanto, aumentar las posibilidades de que los ciudadanos hagan 
efectiva la rendición de cuentas y exijan mejores resultados a las estructuras de gobierno. Hasta hace 
poco, las prácticas para abatir esta problemática se habían centrado en establecer procesos de control 
jerárquicos, de carácter jurídico o programático, sin tomar en cuenta aspectos importantes como la 
“satisfacción de los ciudadanos”. 

5	 El Premio de Gobierno y Gestión Local es una iniciativa no gubernamental en la que colabora un conjunto de 
instituciones académicas, internacionales y organizaciones sociales. La Fundación Ford y el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas (CIDE) asumen la responsabilidad de su organización y operación. El premio busca ser el 
mecanismo que ayude a recolectar y promover las prácticas exitosas en el ámbito municipal de gobierno.

6	 De acuerdo con Anwar Shah, la gobernanza local es un concepto que se define de manera amplia como “la formulación 
de acciones colectivas en el ámbito local que incluye interacciones formales y jerárquicas al interior de las estructuras de 
gobierno, así como las relaciones informales que derivan de las acciones conjuntas entre redes comunitarias y gobiernos 
locales en los procesos de toma de decisiones”. Anwar Shah (ed.), Local Governance in Developing Countries, Washington, 
D.C., Banco Mundial, 2006, p. 13. Al igual que Anwar Shah, otros autores han señalado que el reconocimiento de este 
concepto es crítico para desarrollar un marco para el análisis de una gestión pública local cada vez más descentralizada 
y sometida a procesos de rendición de cuentas más rigurosos. Véase: Enrique Cabrero, Acción pública y desarrollo local, 
México, Fondo de Cultura Económica, 2005; Jon Pierre (ed.), Debating Governance, Inglaterra, Oxford University Press, 
2000; Gerry Stoker, (ed.) The New Management of British Local Governance, Londres, Macmillan, 1999; y Sue Goss, 
Making Local Governance Work, Nueva York, Palgrave, 2001.



76

Décimo Certamen Nacional de Ensayo sobre Fiscalización
Superior y Rendición de Cuentas, 2010

Estos procesos de control vertical se apoyaban básicamente en la emisión de una nueva legislación 
federal (en cuyo caso las legislaciones locales quedaban supeditadas a la federal). Las facultades de 
cada ámbito de gobierno se determinaban con base en su capacidad técnica y administrativa, con 
casi ningún respeto a procesos orientados a resultados. En síntesis, los gobiernos locales bajo este 
sistema eran considerados subordinados de los niveles más altos de gobierno, y las opciones de los 
ciudadanos de participar e incidir en el diseño e implementación de políticas públicas de rendición 
de cuentas eran también muy limitadas.

Para revertir esta tendencia y permitir que el sector público local sea más eficaz y responsable ante 
los ciudadanos, se han desarrollado diversas experiencias municipales que tienen como referencia 
ciertos principios o bases teóricas; entre ellos se encuentran el principio de rendición de cuentas, el 
principio de transparencia y el principio de evaluación del desempeño basado en resultados. Estos principios 
son útiles en la integración de un marco analítico para examinar las nuevas propuestas de gobernanza 
local centradas en una gestión pública enfocada a la creación de mejores resultados para los ciudadanos. 
A continuación se describen las particularidades de cada uno de estos principios en la conformación 
de la nueva gobernanza local.

Principio de rendición de cuentas. Luis Carlos Ugalde señala que el principio de rendición 
de cuentas es el elemento central de la democracia representativa, de tal forma que es 
uno de los instrumentos disponibles para controlar el abuso de poder y garantizar que 
los gobernantes desempeñen sus funciones con transparencia, honestidad y eficacia.7 Por 
su parte, Guillermo Cejudo indica que “la rendición de cuentas democrática se refiere 
[…] a las formas en que los ciudadanos pueden controlar directa o indirectamente a sus 
gobiernos”.8 En su definición, este autor hace hincapié en la obligación de los funcionarios 
públicos de informar y justificar sus actos, y en la capacidad de los ciudadanos de imponer 
mediante ciertos mecanismos sanciones negativas a aquellos representantes que violen 
ciertas normas de conducta.

De acuerdo con el principio de rendición de cuentas, una redistribución de funciones 
del gobierno federal a los gobiernos locales puede mejorar la gestión pública, ya que, por pura 
proximidad, es más posible hacer rendir cuentas de sus actuaciones a los funcionarios locales. La 
rendición de cuentas implica, por tanto, explicar y justificar las acciones de gobierno (dar cuenta). 
Para James Manor éste es “el elemento más crucial en las descentralizaciones exitosas”.9 Según 
los argumentos de este autor, cuando un gobierno central mantiene una política transparente en 
materia financiera, obliga a los gobiernos locales a implementar mecanismos de transparencia y de 
rendición de cuentas, con lo que se vuelven más cautos sobre las consecuencias de sus decisiones, 



7	 Ugalde, Luis Carlos, Rendición de Cuentas y Democracia. El caso México, México, Instituto Federal Electoral, 2002.
8	 Cejudo, Guillermo, “La construcción de un nuevo régimen de rendición de cuentas en las entidades federativas” en 

Serie: Cultura de la rendición de cuentas, núm. 12, México, ASF, 2009, p. 22.
9	 Manor, James, The Political Economy of Democratic Decentralization, Washington D.C., Banco Mundial, 1999, p. 7.
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ya que tienen que rendir cuentas de los recursos que reciben del gobierno federal y de las obras que 
han llevado a cabo con cargo a los mismos.10

En el mismo sentido, Jesse Ribot advierte que la rendición de cuentas incluye la existencia de 
mecanismos e instituciones que se dedican a supervisar y sancionar a otras instituciones y sus agentes. 
El caso más claro queda representado por la división de poderes, en el cual el Poder Legislativo por 
lo regular fiscaliza al Poder Ejecutivo con el fin de tener un equilibrio por medio del sistema de pesos 
y contrapesos. No obstante, la rendición de cuentas puede ser también socialmente instrumentada y 
ocurre cuando, gracias a procesos de descentralización, la ciudadanía tiene la facultad de fiscalizar los 
proyectos y recursos públicos utilizados por las instituciones de gobierno.11

Principio de transparencia. Según David Arellano, la transparencia de la gestión 
gubernamental se ha convertido en un principio fundamental para construir una sociedad 
democrática. Lo anterior se debe a que los sistemas de acceso a la información pública 
permiten el conocimiento ciudadano de indicadores significativos y situaciones sensibles. 
En la medida en que esta información se integra a la opinión pública, puede decirse que hay 
transparencia. En este sentido, la transparencia supone tanto la amplitud del acceso como 
la legitimidad de la información. Cuando se dan estas dos circunstancias, por lo general se 
altera de una u otra manera la ecuación de poder entre gobernantes y gobernados.12

La gestión pública es, sin duda, una arena política en la que se dilucidan y balancean constantemente 
intereses diversos con base en el poder relativo de los actores involucrados. Los políticos forman 
parte de grupos que compiten entre sí con base en sus intereses y conveniencias personales, haciendo 
lo mismo los burócratas y los agentes públicos individual y corporativamente; sin embargo, todos 
ellos son sensibles a la opinión pública. Por ello, estos actores son afectados de una u otra manera por 
la transparencia resultante de las políticas de acceso a la información pública.13

Si la información sobre las principales variables de la gestión pública está disponible para la 
ciudadanía, se reduce la opacidad y se aumenta la posibilidad de tener mejores resultados de las 
dependencias gubernamentales. Sin embargo, aunque estos sistemas de información son buenos para 
la ciudadanía, crean a los políticos y gestores públicos un problema, ya que éstos no quieren exponerse 
a sanciones formales e informales, pérdidas de puestos y de prestigio, o la necesidad de rendir cuentas 



10	 Ídem. En gran parte, este fue el sustento argumentativo de la reforma del artículo 6º constitucional de julio de 2007. 
Con dicha reforma los gobiernos locales se vieron obligados a instrumentar nuevos mecanismos de transparencia y de 
rendición de cuentas.

11	 Ribot, Jesse, “African decentralization: Local actors, powers and accountability”, Documento de trabajo del 
Programa sobre Democracia, Gobernanza y Derechos Humanos, Canadá, Centro Internacional de Investigaciones para 
el Desarrollo, 2002.

12	 Arellano, David, “Fallas de transparencia: hacia una incorporación efectiva de políticas de transparencia en las 
organizaciones públicas”, en Convergencia. Revista de Ciencias Sociales, núm. 45, septiembre-diciembre, 2007, pp. 21-37.

13	 Weil, David, Mary Graham y Archon Fung, Full disclosure. The perils and promise of transparency, Nueva York, Cambridge/
Harvard University Press, 2007.
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en caso de malos resultados; sobre todo si una situación de opacidad relativa y controlada permite 
hacer públicos los éxitos y ocultar los fracasos.

Principio de evaluación del desempeño basado en resultados.  Para Michael Patton, la 
necesidad de gestionar de una forma más racional los recursos escasos de una sociedad que 
cada vez demanda más mejoras en la prestación de bienes y servicios, hace que la evaluación 
del desempeño se haya convertido en una herramienta imprescindible del sector público. 
El principio de evaluación consiste en analizar las distintas etapas del proceso de la gestión 
pública desde que se decide intervenir hasta que se manifiestan los impactos, valorando el 
diseño, la planificación, la aplicación y los resultados de las intervenciones programadas.14

Por lo anterior, la evaluación del desempeño por resultados cobra especial relevancia 
fundamentalmente como mecanismo legitimador de esa nueva intervención caracterizada, entre 
otros aspectos, por la transparencia, la eficacia y la eficiencia. Constituye además una herramienta 
estratégica para una nueva gobernanza y es un signo de innovación en la gestión pública. La evaluación 
no sólo es importante por la información que suministra a todos los interesados para dar a conocer los 
resultados, sino por su efecto de retroalimentación en el proceso de elaboración de políticas públicas, 
donde sus conclusiones y recomendaciones sirven de base para planificaciones futuras.15

Seguir el principio de evaluación requiere asumir un compromiso importante, cuyos beneficios se 
traducen en la gestión eficaz y eficiente de los recursos, la difusión de una cultura de responsabilidad 
entre los gestores de los programas, la consideración del receptor de la política como usuario o 
cliente, el conocimiento del impacto de la política, y la necesidad de incorporar las percepciones 
de los ciudadanos. De esta forma, la evaluación se concibe como parte de un proceso colectivo que 
facilita a los ciudadanos la solicitud de cuentas sobre la acción pública.

En síntesis, la gobernanza local y sus principios se han vuelto una opción cada vez más popular 
dentro de los gobiernos locales para mejorar su desempeño. Asimismo, se han vinculado con un marco 
normativo que describe la forma en que múltiples agentes institucionales y sociales interactúan con 
el fin de influir en la calidad de la gestión pública. Su propósito no consiste simplemente en evaluar 
el interior de las organizaciones que conforman el entramado institucional sobre el que descansa la 
actividad pública, sino más bien en evaluar los resultados de las políticas según la perspectiva de 
todos los beneficiarios y participantes.16



14	 Patton, Michael, “A vision of evaluation that strengthens democracy”, en Evaluation, vol. 8, núm. 1, 2002, pp. 125-139. 
Disponible en: http://evi.sagepub.com/cgi/reprint/8/1/125.pdf (consultado el 17 de junio de 2010).

15	 En relación con a la gestión orientada a resultados, Ospina sostiene que la misma exige crear un proceso de planeación 
así como un instrumental de evaluación para verificar el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos. Esto se puede 
realizar en cualquiera de los niveles de acción de la gestión pública (desde desempeño de los individuos, hasta el de las 
políticas públicas globales y sectoriales). Ospina, Sonia, “Construyendo capacidad institucional en América Latina: 
el papel de la evaluación como herramienta modernizadora”. Ponencia presentada en el VII Congreso Internacional del 
CLAD, Lisboa, Portugal, 8-11, octubre, 2002.

16	 Parrado, Salvador, Elke Löffler y Tony Bovaird, “Evaluación de la calidad de la gobernanza local: algunas lecciones de la 
experiencia europea”. Ponencia presentada en el IX Congreso Internacional del CLAD sobre la Reforma del Estado y de 
la Administración Pública, celebrado en Madrid, España, del 2 al 5 de noviembre de 2004.
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De la revisión bibliográfica, identificación y análisis de los principios que conforman la nueva 
gobernanza local y teniendo especialmente en cuenta la perspectiva metodológica propuesta, se 
procederá ahora a la presentación de las experiencias recopiladas por el Premio de Gobierno 
y Gestión Local (PGyGL) en materia de rendición de cuentas. El análisis de estas propuestas se 
enfocará especialmente en las posibles transformaciones del marco institucional de la rendición de 
cuentas que rige los gobiernos locales en México. 

El PGyGL está por cumplir su décimo aniversario en agosto próximo y durante sus nueve años 
de existencia ha logrado recopilar más de 3 mil 500 experiencias de buen gobierno municipal. La 
gama de propuestas que han participado en este certamen nacional es muy diversa. Para simplificar el 
proceso de evaluación y premiación, las propuestas se han clasificado de acuerdo con ciertas categorías 
o temáticas. El mayor número de ellas pertenece a las categorías de Política Social (con 14% del total 
de propuestas recibidas), Infraestructura y Desarrollo Local (11%) y Modernización Administrativa 
(14%), entre otras. En el rubro de Transparencia y Rendición de Cuentas sólo ha participado el 2% de 
todas las propuestas recopiladas en nueve años, con un total de 80 experiencias municipales.

 
A continuación se presenta un cuadro sintético con 14 de las 80 propuestas mencionadas. 

Cabe señalar que estas 14 experiencias fueron semifinalistas en las distintas ediciones del PGyGL 
(cuadro 1).17

17	 En una primera fase de evaluación, se evalúan los expedientes de los programas participantes de acuerdo con la categoría 
en que participan y se selecciona a los programas semifinalistas. Posteriormente, en una segunda fase se efectúan visitas 
de observación y evaluación de campo a los municipios semifinalistas. En la tercera fase se conforma un jurado compuesto 
por miembros de diferentes sectores de la sociedad. El día de la premiación, el jurado, con base en una presentación oral 
y visual que hace cada semifinalista, selecciona las experiencias ganadoras.
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Cuadro 1
Experiencias semifinalistas del premio de gobierno y gestión local, 2001-2009

Categoría: Transparencia y rendición de cuentas18

Año Municipio Estado
Nombre del 

programa
Propuesta

Principios 

R T E

1 2002  Hermosillo   Sonora
Combate a la Co-
rrupción

Tener un medio a través del cual la población 
pueda interponer quejas contra la administra-
ción local

x

2 2003  Teapa   Tabasco
Gobierno Municipal 
Transparente 

Sistema de control y consulta ciudadana sobre 
asignación del gasto público y seguimiento a la 
gestión municipal

x x

3 2003  Yecapixtla    Morelos
Coplademun Ciu-
dadano

Fiscalización y retroalimentación de las acciones 
del Ayuntamiento 

x x

4 2003  Aguascalientes  Aguascalientes  
Transparencia en 
las Finanzas Muni-
cipales

Mantener a la ciudadanía informada perma-
nentemente sobre la situación de las finanzas 
municipales

x x

5 2004  Torreón  Coahuila
Capacitación hacia la 
Transparencia 

Capacitar al personal en ordenamiento de 
archivos  

x

6 2004 Nuevo Laredo Tamaulipas
Un Gobierno con 
Honestidad y Trans-
parencia

Combatir prácticas de corrupción y discrecio-
nalidad gracias a la apertura de la información 
pública

x x

7 2005
Tamazula de 
Gordiano 

 Jalisco
Canal 52. Una Inno-
vadora Herramienta 
de Transparencia 

Promover la transparencia tanto en el manejo 
de los recursos como en la toma de decisio-
nes; así como la retroalimentación por parte 
de los ciudadanos

x x x

8 2005 Guadalajara Jalisco Transparencia Total
Dar cauce a toda solicitud ciudadana de infor-
mación sobre las tareas del gobierno

x

9 2006
San Luis 
Potosí  

 San Luis 
Potosí  

Contraloría Social 
y Gobierno Trans-
parente

Control y vigilancia de los programas ejecutados 
y seguimiento de las quejas, sugerencias o incon-
formidades planteadas por la ciudadanía

x x

10 2006
San Pedro
Garza García   

Nuevo León
Portal de Transpa-
rencia 

Herramienta de interacción gobierno-ciudada-
no para brindar información y permitir la par-
ticipación social en la ejecución y evaluación 
de los procesos municipales

x x x

11 2007 Cintalapa Chiapas
Transparencia y 
Acceso a la Infor-
mación 

Poner a disposición de los ciudadanos toda la 
información de carácter público 

x

12 2008 Hermosillo Sonora
Auditor Universi-
tario

Estudiantes que coadyuvan en las acciones de 
vigilancia en la ejecución de obras públicas

x x

13 2008
Jaral del Pro-
greso    

Guanajuato
Un Municipio 
Transparente

Lograr que la administración municipal informe 
oportunamente a los habitantes sobre las accio-
nes de gobierno

x x

14 2008 Chihuahua Chihuahua

Sistema de Indica-
dores de Gestión 
Municipal Admi-
nistrativa (SIGMA)

Medir el desempeño de las dependencias 
municipales y contar con información que sea 
pública y transparente

x x x

Elaboración propia con información de las bases de datos del Premio de Gobierno y Gestión Local, disponibles en: 
http://www.premiomunicipal.org.mx/p2009/p_bases.php (consultado el 17 de junio de 2010).
R = Rendición de cuentas
T = Transparencia
E = Evaluación por resultados 

18	 A pesar de que en los años 2001 y 2009 se recibieron propuestas en materia de transparencia y de rendición de cuentas, 
éstas no fueron consideradas suficientemente meritorias para clasificarlas como semifinalistas.
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Del análisis del cuadro 1 se desprende que las propuestas de los municipios mexicanos en materia 
de rendición de cuentas de alguna u otra manera contienen los principios normativos de los esquemas 
de gobernanza local identificados en la revisión de la literatura. Lo que llama la atención es que 12 
de las 14 propuestas contienen acciones relacionadas con el principio de transparencia, una situación 
que hasta cierto punto era previsible, dado que en México los primeros intentos por modificar el 
marco institucional de la rendición de cuentas tuvieron que ver precisamente con leyes y normas de 
transparencia.19 En menor medida, las propuestas analizadas contienen los principios de rendición de 
cuentas (con 8 propuestas) y de evaluación por resultados (con siete propuestas).

No obstante, en el cuadro 1 es posible identificar tres propuestas que incluyen los tres 
principios normativos de la gobernanza local. Tales experiencias municipales han sido innovadoras, 
fundamentalmente porque han modificado los esquemas de poder e influencia existentes en el sistema 
federalista de gobierno del país. Además, también son una consecuencia de las olas descentralizadoras 
que han estado presentes desde la década de 1980 y que promueven propuestas más encaminadas al 
fortalecimiento de los mecanismos de rendición de cuentas y de evaluación del desempeño.20

A pesar de que existen pocas experiencias municipales relacionadas con los tres principios de 
gobernanza local, éstas son ambiciosas, ya que por un lado pretenden continuar con las modificaciones 
constitucionales en materia de transparencia y de rendición de cuentas, y por otro, pretenden impulsar 
nuevas formas de mejorar la eficacia y eficiencia de la gestión pública, con acciones de evaluación del 
desempeño y participación ciudadana en el diseño e implementación de políticas públicas. Gracias 
a estas propuestas se busca robustecer sustantivamente procesos relevantes de interacción socio-
política a nivel local. A continuación se analizan con más detalle cada una de las tres experiencias 
conforme al nuevo esquema de gobernanza local.

19	 Inclusive, la normativa sobre transparencia ha sido ampliamente reconocida como una de las grandes conquistas de 
la reciente transición democrática en nuestro país. “La transparencia y el acceso a la información constituyen una de las 
conquistas más importantes de la sociedad y la política mexicanas en los últimos años. Son un gran avance en la calidad democrática 
del Estado y abren una posibilidad inédita para un cambio profundo en las relaciones entre la sociedad civil y los gobiernos. Por 
eso, transparencia y acceso a la información materializan un derecho moderno, nuevo e irrenunciable para todos los mexicanos”. 
La Transparencia y el futuro de la Democracia en México (Declaración de Guadalajara). Disponible en: www.ifai.org.
mx/Eventos/articulo6 (consultado el 17 de junio de 2010).

20	 En el ámbito académico la atención de los especialistas se ha centrado mucho en esas olas descentralizadoras; a 
continuación se enuncian algunos de los trabajos más relevantes en la materia: Cabrero, Enrique, (ed.), Los dilemas 
de la modernización municipal: estudios sobre la gestión hacendaria en municipios urbanos de México, CIDE-Miguel Ángel 
Porrúa, México, 1996; Díaz Cayeros, Alberto, Supervivencia política y distribución de recursos en el sistema federal mexicano, 
El Colegio de México, México, 1997; Torres, Blanca, Descentralización y democracia en México, El Colegio de México, 
México, 1986; Rodríguez, Victoria, La Descentralización en México: de la reforma municipal a Solidaridad y el nuevo 
federalismo, Fondo de Cultura Económica, México, 1999; Cardozo, Myriam, “Análisis de la Descentralización en el 
sector salud”, en Enrique Cabrero (coord.), Las políticas de descentralización en México 1983-1993. Logros y desencantos, 
CIDE, 1998; Arnaut, Alberto, La federalización educativa en México, El Colegio de México, México, 1998; Pardo, María 
del Carmen, (coord.), Federalización e innovación educativa en México, El Colegio de México, México, 1999.
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III. Propuestas innovadoras de rendición de cuentas

Canal 52, una herramienta de transparencia. Tamazula de Gordiano, Jalisco

El Canal 52 de televisión es una de las herramientas de rendición de cuentas más innovadora que 
se ha empleado en el ámbito municipal mexicano. A través de este canal se transmite programación 
de televisión por cable las 24 horas del día en el municipio de Tamazula de Gordiano. Dentro de la 
barra programática hay varios segmentos que hacen énfasis en transparentar áreas críticas como la 
toma de decisiones y la distribución de recursos. Además, este canal busca fomentar la participación 
social, la difusión de acciones y la comunicación directa entre el gobierno municipal y la sociedad.21

El Canal 52 es un mecanismo de participación que traspasa los límites de la democracia 
representativa y tiene una instrumentalización que hace posible la participación ciudadana directa 
en el núcleo central de la toma de decisiones en el municipio: el cabildo. El uso de esta herramienta 
hace posible una suerte de “cabildo abierto”, que consiste en otorgar a los miembros de la comunidad 
municipal el derecho a incidir, de forma directa, en las decisiones que afectan su presente y su futuro 
como miembros de una colectividad. En este sentido, el Canal 52, más allá de su función de rendición 
de cuentas, es un mecanismo de mediación entre la ciudadanía y el ayuntamiento, y de evaluación de 
la gestión pública municipal.

Gracias a esta innovación que se ajusta a los principios de gobernanza local, el municipio de 
Tamazula ha reafirmado su compromiso con la transparencia, aun antes de que fuera una obligación 
constitucional. Con la transmisión en vivo de las sesiones del ayuntamiento en el Canal 52, la 
población está informada sobre las decisiones que se toman y cómo y en qué se gastan los recursos 
públicos. Asimismo, es posible conocer los avances de la gestión pública, la remuneración de los 
empleados, la cuenta pública y la lista de altas y bajas de la nómina municipal.

Además de las sesiones del ayuntamiento, se transmiten programas que atienden necesidades de 
la población y difunden información política, económica, cultural, y social del municipio, los cuales 
se describen a continuación: 

Lunes, “Conexión 52”. Programa de información cultural y entretenimiento local, con el 
cual se busca difundir el estilo de vida de los tamazulenses, con secciones como “Ésta es mi 
chamba”  y “Qué rico”.

Martes, “Manos a la obra”. Programa informativo en el que cada semana se presenta uno 
de los directores de área de la administración municipal con el objetivo de dar a conocer 

•

•

21	 Lozano, Karen, “Canal 52. Una innovadora herramienta de transparencia”, en Guillén Tonatiuh, Liliana González y 
Pablo Rojo (coords.) Gobierno de Proximidad. La capacidad y el ingenio de la gestión local mexicana, México, COLEF/CIDE/
INAFED, 2007.
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los programas que manejan, las obras y los servicios que ofrecen y cómo pueden éstos 
beneficiar a la población.

Miércoles, “Hablando de deportes”. Promueve las ligas deportivas municipales y los 
acontecimientos deportivos, y ofrece información y entrevistas.

Jueves, “Tamazula pregunta”. Programa de interacción entre la población y las autoridades 
municipales, que responden y se comprometen a dar seguimiento a las peticiones y 
problemas planteados por los ciudadanos por medio de llamadas telefónicas. Asimismo, 
difunde información y constituye un mecanismo de retroalimentación. 

Viernes, “¿Qué onda, Raza?”. Programa de la red juvenil del DIF Tamazula, en el que 
se abordan temas de interés para los jóvenes desde una perspectiva de promoción de los 
valores y el respeto.22

Como puede apreciarse, Canal 52 es una iniciativa local participativa, tanto para los funcionarios 
municipales como para la comunidad. Los ciudadanos encuentran en dicho canal el mecanismo 
idóneo para ser oídos, elevar sus peticiones y estar atentos de las acciones de gobierno.

Portal de transparencia. San Pedro Garza García, Nuevo León

La idea de un municipio sustentado en el gobierno electrónico ha despertado grandes expectativas 
tanto en el sector público como en la ciudadanía. Su instauración se asocia, por un lado, con la 
transparencia y control que produce confianza en los actos de la gestión pública, y por otro, con 
mejoras en la administración pública, ya que la contribución de las tecnologías de información, 
particularmente de Internet, pudiera significar procesos internos más organizados. Con esas dos 
visiones, el Portal de Transparencia de San Pedro Garza García se ha manifestado en una multiplicidad 
de formas y a distintos niveles, con la esperanza de que su presencia contribuya a la rendición de 
cuentas gubernamental y a una mayor incidencia de la participación ciudadana en lo público.

El objetivo básico fue diseñar un sistema informático que permitiera acceder a la información 
pública, pero también es parte de una política más amplia para difundir la cultura de la legalidad e 
integridad, mediante la transparencia de la gestión, una efectiva rendición de cuentas y el combate de 
la corrupción. Por ello, se ha buscado que la comunidad, una vez informada, participe y ayude en el 
control, la vigilancia y la evaluación del ejercicio de los recursos municipales. Con la estrategia “aquí 
decidimos juntos”, que forma parte del programa, los ciudadanos y los grupos escolares del municipio 
se organizan por sectores para planear, decidir, vigilar y controlar las obras o los programas que se 
realizan en sus colonias o escuelas, de acuerdo con un presupuesto designado.23

•

•

•

22	 Ídem.
23	 Rojo, Pablo y Pérez, José, “Portal de Transparencia en San Pedro Garza García”, en Guillén Tonatiuh, Liliana González y 

Pablo Rojo (coords.) Gobierno de Proximidad. La capacidad y el ingenio de la gestión local mexicana, México, COLEF/CIDE/
INAFED, 2007.
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En San Pedro Garza García una gran cantidad de personas cuenta con computadora en su 
domicilio; por eso, el gobierno municipal sistematizó todos sus procesos. A la fecha se cuenta con las 
aplicaciones siguientes:

E-subast@s: las compras del municipio se subastan de manera transparente en Internet.

Transmisión en vivo en Internet de las sesiones de Cabildo, del comité de Adquisiciones y 
del Comité de Obras Públicas.

Solicitudes de acceso a la información pública por Internet.

Sistemas de atención a quejas, denuncias y sugerencias de los ciudadanos.

Sistema de Seguridad Pública electrónica: mediante la instalación de una serie de cámaras 
móviles y fijas de video en las oficinas y en las patrullas de policía y tránsito, se intenta 
prevenir actos de corrupción y de criminalidad.24

Para desplegar información municipal, este portal de transparencia cuenta actualmente con más 
de mil puntos de difusión, los cuales se mejoran cada año mediante un proceso de comparación 
referencial. Además, existen ocho “kioscos cibernéticos” distribuidos en el municipio para el servicio 
de la ciudadanía. El portal es un sistema que difunde información organizada, caracterizado por estar 
orientado a apoyar la transparencia de la gestión gubernamental y legitimar con decisiones y mecanismos 
de rendición de cuentas acciones que a la postre robustecen la gobernabilidad democrática.

El potencial que tienen las tecnologías de información para integrar al ciudadano al sector 
público en la toma de decisiones existe; por tanto, el gobierno de San Pedro, Garza García, las 
usa intensamente como medio para difundir información y como herramienta para promover la 
participación ciudadana en la toma de decisiones. De esta forma, se promociona y construye un 
nuevo régimen de gobernanza local. Para ello, se ha requerido de sistemas que agilizan la participación 
ciudadana en las tareas de control, y así alcanzar gestiones más transparentes. 

Sistema de Indicadores de Gestión Municipal Administrativa (SIGMA). 
Chihuahua, Chihuahua

La evaluación del desempeño en los municipios no sólo considera el grado de eficacia alcanzado 
en los procesos y resultados, sino también una medida del cumplimiento de las demandas de los 
ciudadanos; es decir, una valoración del quehacer municipal desde una óptica tanto interna como 
externa. En consecuencia, y dado que la actividad de los municipios está orientada fundamentalmente 
a la prestación de servicios, los indicadores desarrollados deben centrarse básicamente en la calidad de 
dichos servicios, desde el punto de vista de la satisfacción de los beneficiarios. Ello supone la necesidad 

•

•

•

•

•

24	 Ídem.
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de obtener una serie de datos que permitan llevar a cabo el seguimiento y control tanto de las expectativas 
que provocan los distintos servicios en los ciudadanos, como del grado en que se ven cumplidas.

En esa línea se manifiesta el Sistema de Indicadores de Gestión Municipal Administrativa 
(SIGMA) de Chihuahua, Chihuahua. SIGMA irrumpe como una propuesta de cambio entre una 
simple política de transparencia y una amplia política de rendición de cuentas. A partir de 2007, 
contar con datos para brindar transparencia fue un gran cambio en el ámbito municipal de gobierno 
en México; pero si además se tienen indicadores para medir el desempeño y consecuencias de las 
acciones de gobierno, se está frente a una iniciativa en la que se conjugan la voluntad política, la 
innovación tecnológica y la rendición de cuentas.25

Con estas premisas, en el municipio de Chihuahua se ha intentado implantar una nueva cultura 
de evaluación del desempeño y rendición de cuentas que se concreta en los siguientes puntos: 1) 
aproximación a los ciudadanos (mediante la difusión de información y la satisfacción de sus necesidades 
explícitas e implícitas); 2) simplificación de los procesos y procedimientos; 3) preocupación por la 
calidad de los servicios públicos, y 4) mayor transparencia en la gestión pública.

SIGMA es un sistema de medición basado en un detallado esquema de indicadores de desempeño. 
Formalmente existe una liga entre su operación y el presupuesto del municipio. El sistema permite 
evaluar el comportamiento de los programas municipales y establecer una vinculación formal entre 
éstos y los instrumentos de operación y medición. Esta relación se puede apreciar en el formato de los 
Programas Operativos Anuales (POA), el cual cuenta con información detallada donde se identifica 
la vinculación con SIGMA y con el presupuesto; por ejemplo: la estimación de beneficiarios, el 
detalle de las metas, los avances físicos y las acciones de evaluación.26

Asimismo, los ciudadanos pueden acceder electrónicamente a la información relativa a gestiones 
relacionadas con la administración (clasificadas en función del tema sobre el que se necesite 
efectuar trámites administrativos o bien mediante una clasificación por servicios dependientes de 
cada departamento municipal). De esta forma, al disponer de información sobre los requisitos, la 
documentación por entregar, los plazos, etc., se contribuye a agilizar el proceso de tramitación de 
expedientes y de evaluación de la gestión pública. El seguimiento de los indicadores se realiza con 
una periodicidad mensual;  la información obtenida se recoge en un informe que refleja el grado de 
cumplimiento de los objetivos relacionados con los ejes rectores del Plan Municipal de Desarrollo y que 
constituye la base para el análisis de las fallas y la identificación de las acciones correctivas por aplicar.

25	 Manual de Procedimientos del Sistema de Indicadores de Gestión Municipal Administrativa (SIGMA), en: www.
localeando.com/sitebuildercontent/sitebuilderfiles/manualdepoliticasyprocedimientosdelsigma.pdf (consultado el 17 
de junio de 2010).

26	 Idem.
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IV. Reflexiones finales

A lo largo de las páginas precedentes se ha venido reflexionando en torno a la importancia que 
han tenido las reformas de los sistemas de rendición de cuentas en los municipios mexicanos. Sin 
embargo, se ha constatado que, pese a la creciente proliferación de iniciativas asociadas con la 
transparencia y rendición de cuentas en el ámbito local, existen dificultades para su implantación 
derivadas fundamentalmente de la propia naturaleza y características de la política mexicana. En 
efecto, las reformas mencionadas han ayudado a la introducción paulatina de un esquema más 
amplio de responsabilidad pública, representado por el concepto de gobernanza local, cuya incipiente 
evolución ha puesto en evidencia la falta de relevancia de los mecanismos jerárquicos de control y de 
fiscalización como base para valorar los logros obtenidos por los municipios mexicanos. 

La adopción del esquema de gobernanza local como un ideal normativo para la organización 
del sector público tiene como objetivo combinar una gestión pública orientada a resultados con 
los fundamentos de las democracias liberales; es decir, la participación, justicia, igualdad ante la 
ley, rendición de cuentas y legitimidad. Por ello, se plantea la necesidad de ampliar el contenido 
de los procesos de rendición de cuentas en los gobiernos locales de nuestro país; es decir, adoptar 
medidas que permitan no sólo controlar el grado de economía, eficiencia y eficacia logrados en la 
actuación pública, sino también conocer los niveles de calidad y satisfacción de los servicios públicos 
municipales. En este sentido destacan los principios normativos del esquema de gobernanza local: 
el principio de rendición de cuentas, el principio de transparencia y el principio de evaluación del 
desempeño basado en resultados. 

En el plano abstracto, la gobernanza local es un concepto prometedor, ya que parece ser capaz de 
hacer frente a los problemas inherentes a una rendición de cuentas basada en esquemas de control 
jurídico o programático. En primer lugar, supone una perspectiva mucho más enfocada en resultados 
y no en procesos, debido a su énfasis en valores como la participación de los interesados en la 
evaluación de la gestión. En segundo lugar, la gobernanza también está muy relacionada con valores 
como la ética y la justicia, y su efecto en los procesos organizativos. Por lo anterior, esta versión densa 
del concepto gobernanza local parece proporcionar un punto de partida útil para la reformulación de 
los procesos de rendición de cuentas en los gobiernos locales de México.

En ese sentido, el Premio Gobierno y Gestión Local  (PGyGL) ha tenido como objetivo reconocer 
públicamente aquellos programas que constituyen una referencia de buenas prácticas gubernamentales 
en el ámbito municipal. Se trata de experiencias que de una u otra manera se ajustan al esquema de 
gobernanza local, ya sea por su contribución a mejorar las condiciones de vida de la comunidad, o por 
mejorar los sistemas de gestión municipal, así como por propiciar mejores canales de comunicación 
entre el gobierno y la ciudadanía. Se trata de propuestas de gobierno municipales que responden con 
innovación a una serie de problemas muy complejos y profundos.
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Así, por ejemplo, dentro de las experiencias recopiladas por el PGyGL y que son consecuentes 
con los principios de gobernanza local, Canal 52 comprende no sólo mecanismos de transparencia, 
sino que implica adicionalmente que el ciudadano pueda participar permanentemente en los 
procesos decisorios que incidirán significativamente en el rumbo de su vida. Esta experiencia 
busca así fortalecer los canales de representación, democratizarlos y promover un pluralismo más 
equilibrado. Esto supone la ampliación cuantitativa de oportunidades reales de participación, así 
como la construcción de una sociedad donde la rendición de cuentas sea exigida directamente por los 
ciudadanos para incrementar y mejorar la calidad de la gestión pública.

Por su parte, con el Portal de Transparencia de San Pedro Garza García se pretende brindar 
a la ciudadanía un mayor y mejor acceso a los mecanismos de decisión, en temas que la afecten 
directamente. La idea es construir una administración pública más productiva y eficaz, que facilite la 
eficiencia en el servicio público y modifique la relación tradicional entre el ciudadano y el gobierno, 
mediante la existencia de sistemas transparentes. Los resultados se reflejan en la modernización del 
aparato público municipal como entidad jurídico-administrativa, y se manifiestan en la incorporación 
de nuevos mecanismos de apoyo para la contraloría social.

Finalmente, el Sistema de Indicadores de Gestión Municipal Administrativa (SIGMA) del 
municipio de Chihuahua relaciona con criterios de causalidad los resultados y las acciones del 
gobierno municipal, configurando una herramienta de gestión clave que garantiza la capacidad de 
ofrecer una mayor transparencia para todos los ciudadanos. La batería de indicadores desarrollada por 
SIGMA es dinámica, pues mide la eficacia, la eficiencia y la calidad de los servicios, y permite elaborar 
técnicas de consecución de estándares previamente fijados para evaluar el grado de cumplimiento. 
Este sistema de rendición de cuentas y de información se convierte en una herramienta social que 
llega al ciudadano, y permite la consecución de uno de los fines prioritarios del municipio: la mejora 
continua de los servicios públicos.

Una vez analizadas estas experiencias recopiladas por el PGyGL, es posible concluir que cada 
grupo de propuestas asociadas con los principios de gobernanza local (transparencia, rendición de 
cuentas y evaluación por resultados) dará lugar a un particular modelo de gobierno local. En este 
sentido, cada propuesta aceptada dentro del proceso de reforma del sistema de rendición de cuentas 
en México supondría una infraestructura específica de gobernanza local. Una que orientaría más a los 
municipios a un modelo de gestión transparente y de fuerte vinculación con la ciudadanía, donde 
el diseño institucional delimitaría las relaciones gobierno-sociedad mediante controles por parte 
del electorado en la gestión de políticas, ya sea mediante la participación más directa vía “cabildo 
abierto” o con la posibilidad de establecer sanciones gracias a la evaluación por resultados o las 
políticas de transparencia y de rendición de cuentas.
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Si bien la corrupción puede ser un fenómeno permanente, adquiere características particulares 
de acuerdo con el horizonte cultural en que se inserta. Así, en México, es común referirse a este 
fenómeno como un problema estructural cuyo origen se remonta al periodo colonial. En efecto, la 
corrupción ha estado presente en las diferentes etapas de nuestra historia, pero en cada una de ellas 
ésta se ha manifestado con características y formas específicas como resultado de la construcción 
cultural.1 También es preciso delimitar el concepto de corrupción, pues el mismo es aplicable  a muy 
distintos ámbitos de la vida intelectual, sentimental, política, cultural, económica y social. En este 
trabajo nos referiremos a  la corrupción política, entendida ésta como el uso ilegal o poco ético de un 
cargo público con fines de beneficio personal o político.2

	 La corrupción tuvo características peculiares durante los años que siguieron a la Revolución, 
al corresponder éstos a un periodo de transición durante el cual todavía no se construía una nueva 
institucionalidad estable e imperaba un ambiente soterrado de guerra y de violencia. En el periodo en 
estudio, que va de 1917 a 1930, se había destruido el antiguo Estado porfirista, pero el nuevo régimen, 
basado en el partido hegemónico y en la institución presidencial, aún no se consolidaba, por lo que, 
en esa etapa de transición, donde el Ejército era el principal factor de poder, la corrupción se haría 
presente al interior de las fuerzas armadas y tendría una importante función como factor integrador 
y mitigador de mayores conflictos militares, y como válvula de escape que permitió al nuevo régimen 
mantener un mínimo de funcionalidad y cierta estabilidad. 

Así, durante esos años, y a consecuencia de la lucha revolucionaria, imperó en la vida política un 
ambiente de violencia donde por lo regular los conflictos se dirimían por medio de las armas y no por 
la vía institucional. Pese a las medidas adoptadas por los gobiernos posrevolucionarios para someter a 
las fuerzas castrenses a la autoridad civil, ésta siguió manteniendo su poder y representó un obstáculo 
para el relevo pacífico del gobierno, tal como lo muestran los levantamientos militares de 1920, 1923-
1924, 1926 y 1929. Mientras el proceso de pacificación posrevolucionario no quedó concluido, el 
Ejército siguió teniendo importancia y gozando de gran autonomía en las distintas zonas militares.3 
Para el nuevo régimen uno de los problemas principales fue cambiar las prácticas vigentes durante la 
etapa armada, pues los jefes militares estaban acostumbrados a gozar de gran autonomía para operar 
en sus regiones, y por lo regular se añadía al fin de consolidar la ocupación militar, el interés por 
controlar los negocios de la zona, por lo que era práctica común cobrar impuestos o contribuciones 
forzosas, intervenir bienes, emitir papel moneda, y dedicarse al gran negocio de la especulación.4

1	 Robatnikof señala que el problema se refiere a lo que en cada época histórica, en cada régimen político y en cada 
sociedad se tipifica como corrupción política como construcción cultural. Por su parte, Lomnitz argumenta que aunque 
la corrupción en abstracto aparece como una constante en la historia de México, sus definiciones y su sentido político y 
cultural han variado de manera importante. Robatnikof, “Corrupción”, 2003, p. 53 y Lomnitz, Vicios, 2000, p. 23.

2	 Robatnikof, “Corrupción”, 2003, p. 52 y Morris, Corrupción, 1992, p. 18.
3	 Para Tobler, los militares llegaron a constituir verdaderos feudos con poder económico y político, y se convirtieron en 

una amenaza para el gobierno central. Tobler, Raíces, 1994, pp. 501-517. Véase también Loyo, Joaquín, 2003, p. 12. 
4	 Hernández Chávez examina los factores que favorecieron el enriquecimiento de la algunos jefes militares en los años 

de guerra; entre estos factores destaca la especulación de precios y monetaria, el cobro de comisiones por intervenir 
en transacciones comerciales y el manejo de empresas mercantiles a través de testaferros. Éstos fueron los medios más 
eficientes, rápidos y oportunos usados por ellos para hacer fortuna. Hernández Chávez, “Militares”, 1984.
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Ante ello, el gobierno central buscó restringir las atribuciones militares adquiridas en los años 
de guerra, e ir centralizando diversas funciones que tenían que ver sobre todo con el manejo del 
presupuesto y el aprovisionamiento militar, principales fuentes de la corrupción en esos años, aunque 
también muchas veces terminó por tolerar este tipo de prácticas como una forma de cooptación, 
pues ello implicaba asegurarse la lealtad de la milicia y alejarla del ámbito de la política. Ésta fue la 
disyuntiva a la que se enfrentaron los gobiernos posrevolucionarios; por un lado, profesionalizar al 
Ejército y someterlo a la autoridad civil, y, por otro, ser permisivos y tolerantes, por lo que en ese 
periodo de transición y en este contexto de pacificación y desmovilización, la corrupción tolerada 
tuvo un cierto efecto estabilizador, al beneficiar a los oficiales y evitar así ulteriores fricciones entre 
militares, y entre éstos y los civiles.5 Esto le permitió al gobierno federal consolidar lealtades e 
integrar grupos. Además, este fenómeno funcionó igualmente como un mecanismo de permeabilidad 
social, si bien entre los especialistas no hay acuerdo sobre hasta dónde los jefes militares llegaron a 
constituirse en una nueva burguesía después de la Revolución y una clase neo-terrateniente6, existen 
ejemplos emblemáticos, como el del general Abelardo L. Rodríguez, quien se convirtió en el prototipo 
de la nueva clase de empresarios que combinaron funciones políticas importantes con sus prósperos 
negocios en la emergente industria del entretenimiento. Esta misma realidad ha trascendido a la 
literatura como se describe en La muerte de Artemio Cruz.7

El objetivo de este trabajo, en el marco de ese panorama esbozado a grandes rasgos,  consiste en 
examinar las características y las formas que adquirió la corrupción en esos años, y ver los alcances 
y límites de los mecanismos empleados por el Estado para combatirla. Esto es, las medidas que se 
aplicaron contra las formas de desviación del presupuesto tendientes a controlarlo y fiscalizarlo, y 
propiciar entre los empleados militares y civiles una conciencia de rendición de cuentas. Para ello 
se estudiará el papel, la trayectoria y los alcances de dos dependencias creadas en el ámbito de su 
competencia por el gobierno federal con el propósito de atender dos problemas cruciales en esos años, 
y vinculados estrechamente con el problema de la corrupción, como son el control y la fiscalización del 
presupuesto y el aprovisionamiento militar. En 1917, el presidente Carranza, de acuerdo con la nueva 
Ley de Secretarías, decretó la creación de los Departamentos de Contraloría, y el de Establecimientos 
Fabriles y Aprovisionamientos Militares. El primero estaba destinado a fiscalizar todo movimiento de 
caudales del erario, poner orden y moralizar su manejo, en tanto que el segundo absorbía las fábricas 
militares dependientes del Ejército y las incorporaba en este Departamento, responsabilizándose del 
abastecimiento centralizado de armamento, vestuario y equipo, y medicamentos.8

5	 Para Aguilar Camín y J. Meyer, los sonorenses, conocedores de las debilidades de sus aliados y enemigos, repartieron 
prebendas y toleraron negocios a costa del erario, apropiación de tierras y otras formas perentorias de mejora patrimonial. 
Aguilar y Meyer, Sombra, 1989, p.96.

6	 Para Tobler, de las filas de los oficiales surgió una nueva clase terrateniente y una nueva burguesía. En cambio, para 
Collado, si bien muchos políticos y militares se enriquecieron gracias a su relación con el poder, no necesariamente 
se convirtieron en grandes empresarios. Muchos de ellos siguieron teniendo la política como aspiración, por lo que 
utilizaron sus recursos económicos como plataforma para controlar el poder. Tobler, Raíces, 1994, p. 515 y Collado, 
“Empresarios”, 2000, p. 84.

7	 Buchenau comenta que Rodríguez representaba a la élite revolucionaria corrupta retratada en la novela de Carlos 
Fuentes, La muerte de Artemio Cruz, en la que un grupo había olvidado su celo inicial por mejorar las condiciones de vida 
de los trabajadores y los campesinos, por una enajenante obsesión de beneficio personal. Buchenau, “General”, 2009, p. 
178. Al respecto véase también Gómez, Gobierno, 2007.

8	 Mijares Palencia, Gobierno, 1936, p. 102.
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Diversos estudios han abordado la problemática de la corrupción existente entre las fuerzas 
armadas durante esos años.9 Ciertamente este fenómeno no fue privativo de este sector, pues en otros 
ámbitos de la administración pública fueron recurrentes también las prácticas corruptas, como es 
el caso de las aduanas en que se denunciaba constantemente el contrabando. Pero dado el poder 
adquirido y debido al alto presupuesto que manejaron, fueron recurrentes y mayormente conocidos 
los actos ilícitos entre la milicia. A tal grado que Alan Knight afirma que el peculado formaba 
parte inherente del sistema político de entonces. Para este historiador, tanto a los oficiales como a 
sus hombres se les debió  permitir robar si se quería garantizar su lealtad, aunque los primeros no 
robaran tanto por razones de subsistencia como para medrar.10 Así, el peculado fue un medio barato 
y conveniente mediante el que el gobierno podía, de manera figurada y objetiva, comprar generales, 
de donde se deriva la famosa sentencia del general Obregón de “no hay general que pueda resistir un 
cañonazo de cincuenta mil pesos”. Podría añadirse que se prosigue la guerra por otros medios, sólo 
que esta vez se trata de metralla acuñada en plata de buena ley.

La corrupción y el ejército

Para Katz, es difícil definir la corrupción en un contexto revolucionario, porque las viejas leyes 
han perdido validez y las nuevas aún no se han aceptado, ni aplicado, o bien todavía son objeto de 
violentos conflictos entre las distintas facciones revolucionarias.11 Y es precisamente esta dificultad la 
que limita el análisis de la corrupción después de la Revolución, pues a pesar de que se ha restablecido 
el orden constitucional, todavía se viven las secuelas de la lucha armada, y el ambiente de violencia 
no ha cesado. En el fondo subyace el problema de cómo se transita de un periodo de guerra a uno de 
paz. Para algunos políticos y estudiosos, esos años se vivieron como un periodo de anormalidad; se 
ha destruido el antiguo Estado porfirista, pero el nuevo gobierno no logra consolidarse, y el Ejército 
revolucionario está lejos de ser un Ejército nacional y unificado bajo el mando presidencial, como 
señala la Constitución de 1917.

	 El Ejército constitucionalista surgido de la Revolución era más bien un conjunto de cuerpos, 
cada uno liderado por diferentes caudillos12, cuya relación con la tropa era básicamente clientelar 
y paternalista. Lejos estaba de ser un ejército profesional, disciplinado y organizado.13 Era común 
que los soldados siguieran incondicionalmente a sus oficiales ya sea para apoyar al gobierno o para 
rebelarse.14 Esta práctica clientelar obligaba a sus jefes, en reciprocidad, a proporcionarles protección, 

9	 Al respecto véase Tobler, Raíces, 1994; Knight, Revolución, 1996; Plasencia, Personajes, 1998; Katz, “corrupción”, 2000; 
Loyo, Joaquín, 2003 y Gómez, Gobierno, 2007.

10	 Knight, Revolución, t. 2, 1996, p. 1016. 
11	 Katz, “Corrupción”, 2000, p. 87.
12	 Para Hernández Chávez Carranza, más que encontrarse respaldado por un ejército nacional, se encontró frente a un 

mando militar dividido. Hernández, “Militares”, 1984, p. 183.
13	 Tobler, Raíces, 1994, p. 504.
14	 Ibidem, p. 508.
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asegurarles aprovisionamiento y a pagarles oportunamente un salario. Por ello el financiamiento y 
el aprovisionamiento oportunos fueron vitales para su funcionamiento.15 Como secuela de la lucha 
armada y de las diversas formas de organización de los cuerpos militares, se derivaron algunos de 
los problemas de gobierno que planteó el regreso al orden constitucional. Pues, por un lado, los 
jefes militares necesitaban pagar salarios y proveer de armamento, equipo y vestuario a la tropa, 
pero, por otro, el gobierno federal, después de años de guerra civil, enfrentaba un fuerte déficit 
económico que le impedía atender el cuantioso gasto militar. Por lo que muchas veces los haberes y 
el armamento eran abastecidos en forma irregular, y ello obligaba a que los jefes militares, para evitar 
deserciones, buscaran allegarse recursos por diversos medios, incluidos apropiaciones ilícitas o la 
especulación mercantil.16 Ello lleva a la dificultad de saber hasta dónde estas prácticas de corrupción 
se destinaron efectivamente a atender las necesidades de la tropa o fueron destinadas a enriquecer 
los bolsillos de los líderes militares. De cualquier forma, en esos años, imperaba en el ambiente el 
desprestigio y la indisciplina del Ejército.17 Además, fueron constantes las quejas de la población por 
el comportamiento abusivo de diversos jefes militares, incluso en no pocas ocasiones este Ejército 
revolucionario obstaculizó la aplicación de reformas sociales como el reparto agrario.18

En la opinión pública se discutía la necesidad de poner freno a los excesos de las nuevas autoridades 
revolucionarias.19 No en balde, en la etapa armada, se acuñó el término “carrancear”, como sinónimo 
de robar.20 Así, en la prensa, el tema de la corrupción fue abordado por distintos periódicos. El 
Economista documentaba el caso del cuerpo del Ejército de Oriente, donde un divisionario denunciaba 
que algunos oficiales hacían aparecer a un mayor número de soldados y presentaban órdenes de 
pago inexistentes. Al parecer fue práctica común entre los jefes militares abultar la cantidad de 
soldados, así como malversar fondos con la compra de ganado y forrajes. El periodista Gonzalo Parra 
publicó en El Nacional el artículo: “Las Prerrogativas de las Águilas”, donde denunciaba los excesos 
cometidos por los jefes militares, lo que provocó la inmediata clausura del diario.21 Lo mismo sucedió 
con el director de El Universal, Félix Palavicini, quien enfrentó una demanda jurídica por parte del 
ejército debido a publicaciones contra la milicia. Luis Cabrera, ex Secretario de Hacienda y entonces 
diputado, publicó una serie de artículos en El Universal, donde revelaba las diversas maneras de robar 
durante la lucha armada. Entre otras, ocurría con los gastos de representación, pues estos gastos 
personales no requerían ninguna justificación; o también, mediante los gastos secretos autorizados a 
las Secretarías de Guerra, Gobernación y Relaciones Exteriores. Otra forma de defraudación al erario, 

15	 Aguilar Camín subraya que la organización del ejército sonorense, embrión del constitucionalismo, era una rebelión 
administrada; los soldados más que responder a demandas sociales y políticas se regían por la moral del haber. Por ello 
el pago puntual de los haberes era fundamental y una forma de mantener dentro de estrictos parámetros la obediencia 
castrense. También Tobler explica que a pesar de que el origen del ejército revolucionario fue popular pronto fue perdiendo 
importancia ante las tendencias de profesionalización, que progresivamente, convirtieron a los ejércitos en aparatos 
militares ideológicamente indiferentes. Aguilar Camín, Frontera, 1979, pp. 329-337 y Tobler, Raíces, 1994,  p. 503.

16	 Hernández, “Militares”, 1984, p. 202. 
17	 Garciadiego, “Política”, 1993, p. 437.
18	 Ello ocurrió sobre todo en las regiones dominadas por los gobernadores radicales: Adalberto Tejeda en Veracruz, Rodolfo 

Neri en Guerrero y Tomás Garrido Canabal en Tabasco. Plasencia, Personajes, 1998, p. 9.
19	 Sobre los abusos y el enriquecimiento de los jefes militares constitucionalistas véase Hernández Chávez, “Militares”, 

1984;  Loyo, Joaquín, 2003, p. 39; Buchenau, “General”, 2009 y Gómez, Gobierno, 2009.
20	 Para Katz, este término reflejaba los sentimientos de un amplio sector del pueblo mexicano de que el nuevo liderazgo 

carrancista se estaba transformando en una nueva e ilegítima clase alta. Katz, “Corrupción”, 2000, p. 96.
21	 El Nacional, 28 de marzo de 1917.
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indicaba Cabrera, era disponer de muebles e inmuebles para uso personal; así, con el pretexto de la 
incautación de bienes enemigos, se había formado una gran cantidad de bienes particulares.22

La paradoja que enfrentaba el presidente Carranza era que al mismo tiempo necesitaba del Ejército 
para subsistir, mientras no se lograra la completa pacificación del país, y también requería limitar y 
controlar esta fuerza.23 El mismo subsecretario de Hacienda, Rafael Nieto, declaraba “nadie lamenta 
más que el señor Carranza la gran deshonestidad e inmoralidad que priva entre los militares, pero eso 
sólo podrá remediarse con el tiempo”.24 En este contexto de militarización y, ante la grave situación 
económica por la que atravesaba el país, el Primer Jefe emprendió una serie de cambios en distintos 
niveles de su administración. En principio, obtuvo del Congreso facultades extraordinarias en materia 
hacendaria25 que le permitieron emitir decretos para regular la Ley de Ingresos y Egresos. También 
emitió una nueva Ley de Secretarías, con objeto de reestructurar la administración pública. Y al 
interior de la Secretaría de Guerra llevó a cabo una serie de cambios para iniciar la profesionalización 
de las fuerzas armadas.

Como se mencionó, de los cambios administrativos emprendidos por Carranza destacan 
los destinados a enfrentar los problemas que se derivaron de la etapa armada: falta de control y 
fiscalización del gasto público y necesidad de solventar el aprovisionamiento militar. Para ello se 
crearon los Departamentos de Contraloría, y de Establecimientos Fabriles y Aprovisionamientos 
Militares. Ambas cuestiones habían provocado en los años de guerra una constante pugna ente la 
autoridad civil y militar. También representaron una fuente continua de corrupción y de distracción 
de recursos públicos, pues con el pretexto del financiamiento o del abastecimiento se cometieron 
muchos ilícitos. En el fondo estaba la pugna por el control efectivo de los recursos públicos que, 
durante los años de la Revolución, se tradujo en el conflicto constante entre la Secretaría de Hacienda 
y la Secretaría de Guerra.26 Por esto, el Secretario de Hacienda, Luis Cabrera, subrayaba “siempre 
ha habido cierto choque, cierta pugna entre el jefe militar que necesita con urgencia de fondos y la 
Secretaría que no los tiene”.27 La preocupación de la Secretaría de Hacienda durante la guerra fue 
centralizar gradualmente las funciones de la hacienda pública y, por consiguiente, ir restándoles 
atribuciones a los militares. Prueba de ello son los múltiples decretos y circulares que emitió esta 
secretaría con el fin de impedir a los jefes militares de las regiones el control de los bienes intervenidos, 
de los ferrocarriles y de las oficinas de hacienda.28 Pero no bastaba la acción de esta secretaría; dado el 
descontrol gubernamental sobre el presupuesto, se requería ahora de una dependencia independiente 
encargada de fiscalizarlo; por ello, se creaba el Departamento de Contraloría con el propósito explícito 
de normar y poner orden y, sobre todo, moralizar el manejo de los caudales públicos.29

22	 El Universal, 5, 6 y 7 de junio de 1917.
23	 Loyo, Joaquín, 2003, p. 53.
24	 Citado por Knight, Revolución, t. 2, 1996, p. 1016.
25	 Cabe señalar que, aunque estas facultades tuvieron una constante oposición del Congreso, los presidentes hicieron uso 

de ellas hasta el periodo cardenista. Diario de Debates de la Cámara de Diputados (DDCD), 30 de abril de 1917.
26	 Uhthoff, Finanzas, 1998, pp. 102-106.
27	 Cabrera, 1917, p. 143.
28	 Secretaría de Hacienda y Crédito Público, decretos y circulares y demás disposiciones emitidas por el gobierno constitucionalista, 

desde abril de 1913 a diciembre de 1916, 1917.
29	 En palabras del Contralor su objetivo era “introducir la moral, la disciplina y el orden dentro de la administración”. 

Contraloría de la Federación. Informe de Labores Desarrollado del 1 de agosto de 1931 al 31 de julio de 1932.
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El problema del control y la fiscalización del presupuesto

Con el regreso al orden constitucional, el panorama financiero era bastante crítico. Se enfrentaba 
un gran déficit fiscal30, pues apenas se podían cubrir las necesidades básicas de la administración 
pública; a los empleados sólo se les pagaba el 50 por ciento de su salario. El problema no era sólo el 
excesivo gasto militar, que absorbía el 70 por ciento del presupuesto, y la deficiencia en la recaudación, 
sino la desviación de los recursos públicos y las adquisiciones de artículos y mercancías sin la debida 
justificación. De alguna forma la baja en los ingresos se compensó con los nuevos impuestos al sector 
exportador, principalmente al petróleo y la minería31; la cuestión consistía entonces en cuidar y 
fiscalizar el gasto. 

Para hacer frente a esta difícil situación financiera, el presidente Carranza adoptó diversas medidas, 
tales como la de formar la Comisión de Reorganización Administrativa y Financiera, integrada 
por Alberto J. Pani, Luis Cabrera, Rafael Nieto, Henry Bruere y Thomas R. Lill, estos dos últimos 
estadounidenses expertos en finanzas.32 Su propósito era realizar un estudio de las cuentas públicas 
a fin de establecer las bases para ejercer un mejor control del presupuesto. También se invitó a otros 
especialistas estadounidenses: Edwin H. Kemmerer y Alfred E, Chandler, el primero para ayudar a 
resolver los problemas monetarios, y el segundo, los asuntos fiscales.33 Entre las recomendaciones de 
estos especialistas se sugería la creación del Departamento de Contraloría.

El establecimiento de este Departamento representó una reestructuración del funcionamiento de 
la hacienda pública heredada del siglo XIX, y le restó atribuciones a la Secretaría de Hacienda.34 Ahora 
la Contraloría adquiría un papel estratégico en el seguimiento del presupuesto, pues se encargaría 
de todo lo relativo a la contabilidad de la nación; contabilidad y glosa de toda clase de ingresos y 
egresos de la administración pública, de deuda pública y de las relaciones con la Contaduría Mayor 
de Hacienda de la Cámara de Diputados.35 Así, supervisaba todo movimiento de fondos públicos de 
las secretarías, departamentos y demás dependencias de la administración federal, y vigilaba también 
todas las operaciones hacendarias incluyendo los contratos que afectaban al erario nacional.

Si bien la Contraloría nació como una dependencia de amplias funciones en el control del 
presupuesto, conviene examinar en qué medida cumplió su cometido y hasta dónde logró evitar 
la malversación de fondos e inculcar la conciencia de rendición de cuentas entre los funcionarios 
públicos. Sin duda, el mayor reto que tuvo este Departamento fue fiscalizar los recursos ejercidos por 
la poderosa Secretaría de Guerra, pues absorbía el mayor presupuesto y concentraba el mayor número 

30	 Zebadúa, Banqueros, 1994,  p. 135-136 y Uhthoff, Finanzas, 1998, p. 154.
31	 De hecho, en esos años se registró un aumento en los ingresos al pasar de 146 millones de pesos en 1918 a 283 millones 

de pesos en 1923. Ilustración, 1923.
32	 Luis Cabrera y Rafael Nieto fueron encargados de la Secretaría de Hacienda durante la lucha armada (1914-1916) y 

durante el gobierno constitucional de Carranza (1917-1920), Alberto J. Pani fue Secretario de Industria, Comercio y 
Trabajo (1917-1919). Zebadúa, Banqueros, 1994, p. 123.

33	 Zebadúa, Banqueros, 1994, pp. 130-131 y Uhthoff, Finanzas, 1998, pp. 173-176. 
34	 Uhthoff, “Departamento”, 2009, p. 87. 
35	 DDCD, 17 de noviembre de 1917.
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de empleados, con más de 150 mil soldados. Por lo que, en este caso, cabe examinar el sometimiento 
o la resistencia que ofrecieron los militares a ser supervisados por la Contraloría.

Si se observa la estructura administrativa de este Departamento, se advierte que se establecieron 
varias instancias administrativas con la finalidad específica de vigilar el gasto militar, como la 
Auditoría de Inspección encargada, entre otras funciones, de inspeccionar lo relativo a los cuerpos del 
ejército y el licenciamiento de tropas; la Auditoría de Glosa Militar, cuya función era revisar y glosar 
las cuentas de las oficinas que realizaban el pago de sueldos y gastos erogados en el sostenimiento de 
las corporaciones que formaban el Ejército y la Armada.36 Además, figuraba la Auditoría de Guerra 
y Marina que, entre sus funciones contaba con la de intervenir en los licenciamientos de fuerzas, 
labor muy importante porque estos licenciamientos, y la compra de ganado y forrajes, cuyos montos 
ascendía a millones de pesos, eran los principales rubros donde existía malversación de recursos 
públicos. En general, puede reconocerse que existió en cada departamento de la Secretaría de Guerra 
un delegado de la Contraloría.37

Una de las labores más importantes y difíciles de la Contraloría fue la fiscalización de las revistas 
de las corporaciones militares, que incluía realizar la confronta y el ajuste del movimiento de altas y 
bajas de estas corporaciones y probar sus presupuestos mensuales.38 La política militar de los distintos 
gobiernos posrevolucionarios procuró reglamentar los licenciamientos, los ascensos, las pensiones 
y reorganizar las zonas militares39, pues en general existió la preocupación de profesionalizar las 
fuerzas armadas e ir disminuyendo el número elevado de sus efectivos. Con ese propósito se formó 
en la Secretaría de Guerra la Comisión Revisora de Hojas de Servicio, cuyo objetivo era examinar 
todos los expedientes de los miembros del Ejército para verificar su número, grados y armamento.40  
Por su parte, para la Contraloría la supervisión en las altas y bajas del personal militar fue una de sus 
funciones más delicadas que no pocas veces ocasionó fricciones con la milicia, como ocurrió en el caso 
del movimiento del personal militar de la Primera Reserva a cargo del general Medina Barrón, quien 
se quejaba de la falta de comprensión y ligereza del auditor Hernández, que no reconocía los ascensos 
y los casos especiales, no más de diez, de altas de algunos generales, jefes y oficiales que reingresaban 
al Ejército en situación de reserva, de acuerdo con la facultad que tiene esa Secretaría para esos casos.41 
La resistencia de los oficiales a la fiscalización fue persistente, y prueba de ello fue el asesinato por 
militares de más de ocho visitadores de la Contraloría cuando realizaban sus inspecciones.42 También 
destacaba el caso del general Francisco Murguía43, quien se enfrentó al Contralor General, Francisco 
M. González, por haber detenido unos libramientos para el sostenimiento de la campaña militar que 

36	 Lanz Cárdenas, Contraloría, 1993, p. 210.
37	 AGN, OC, 121.D4.
38	 Lanz, p. 261-262.
39	 Al respecto véase Matute, Dificultades; Garciadiego, “Política”, 1993 y Loyo, Joaquín, 2003.
40	 Esta Comisión enfrentó dificultades porque entre la milicia existió el rumor que tenía como propósito descalificar los 

expedientes; esto llevó a la Secretaría de Guerra a solicitar la renovación del personal que la integraba, haciendo énfasis en 
que este personal no tuviera compromisos contraídos con grupos o influencias de carácter político.AGN, OC, 101.W. C-2.

41	 AGN, OC, 121.D4. G-2.
42	 DDCD, 7 de diciembre de 1922.
43	 Hernández Chávez muestra los diversos negocios que emprendió Murguía con la producción de guayule cuando era jefe 

militar en Coahuila y Durango. Hernández, “Militares”, 1984, pp. 206-207.
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dirigía en el norte de la República contra Francisco Villa. La discusión, en la que mediaron amenazas 
pistola en mano por parte de Murguía, pudo dirimirse sólo tras la intervención personal del Estado 
Mayor Presidencial y del propio presidente Carranza.44

Pese al regreso al orden constitucional, se siguieron presentando irregularidades en los pagos y 
aprovisionamientos de los militares. Esta situación de inestabilidad también la vivieron los demás 
empleados civiles, por lo que hubo continuas quejas de las jefaturas militares por la falta de pagos y 
el deficiente abastecimiento, como el informe de 1921 de la Jefatura de Hacienda de Zacatecas, que 
manifestaba que se adeudaba a la tropa un mes, y también al personal civil45; o, en 1924, los adeudos 
que solicitaba el general Gonzalo Escobar por haberes, forrajes y demás erogaciones, así como pago 
de pensiones a viudas, huérfanos e inválidos a la jefatura de operaciones de Chihuahua.46

Lo anterior, indica que la situación irregular en el ejercicio del presupuesto continuó. También, 
como en los años de guerra, subsistió la falta de justificación, los excesos en las asignaciones previstas 
y la pérdida de documentos probatorios. Si bien diversas causas explican estas irregularidades, la 
corrupción muchas veces fue el trasfondo de ellas. No obstante, en un contexto de guerra, para 
los militares era por lo regular difícil llevar un registro administrativo de sus gastos. El Contralor 
Montes de Oca expresaba “los jefes del ejército, ocupándose de preferencia de los asuntos militares, 
no pudieron con la parte administrativa, ni llevar los requisitos legales en todos los casos. De esto 
provino el verdadero desorden, porque cada jefe militar disponía de gastos sin más requisito que 
cerciorarse personalmente de que eran procedentes”.47

También hubo gastos ejercidos sin la debida autorización; por ejemplo, en 1921, el presidente 
Obregón manifestaba al Contralor la necesidad de que se glosaran las cuentas de la pagaduría del 
poder Ejecutivo, en vista de que se hicieron pagos que afectaron diferentes ramos del presupuesto, 
sobre todo el segundo, sin que se hubieran expedido las autorizaciones de pago a que aluden el 
artículo 6 de la Ley del 23 de mayo de 1910 y la circular 16 del 15 de julio de 1918 del Departamento 
de Contraloría.48

Así, a pesar de la terminación de la guerra, llama la atención que esta situación anómala de la 
cuenta pública continuara viviéndose durante toda la década de 1920. En consecuencia, las cuentas 
de 1917 a 1923 tardarían años en ser depuradas. De hecho se mantuvieron como Operaciones en 
Suspenso sin Comprobación. Al respecto, el Contralor Montes de Oca expresaba: “uno de los graves 
problemas que venía trayendo el departamento desde su establecimiento habían sido las cuentas en 
depuración que hasta el año de 1924 figuraban como Operaciones en Suspenso”.49 Esta situación 

44	 Lanz, Contraloría, 1993, p. 298. 
45	 AGN, OC, 121.D4.A.
46	 AGN, OC, 101.CH.7; 101.M.14.
47	 Ibidem.
48	 AGN, OC, 121.D4.P-2.
49	 Contraloría de la Federación. Memoria de sus labores desarrolladas durante el periodo presidencial del ciudadano general Plutarco 

Elías Calles, 1925-1928.
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afectó también las funciones de la Cámara de Diputados, y específicamente las de la Contaduría 
Mayor de Hacienda, pues al no presentarle oportunamente la cuenta pública, no podía cumplir con 
la obligación constitucional de revisarla. Fue necesario que el Congreso, en 1926, expidiera una Ley 
de Dispensas para finiquitar estas cuentas de defectuosa comprobación.50 En esta ley se observó que 
muchas de las responsabilidades fincadas a los funcionarios resultaban muy difíciles de ejecutar, 
ya fuera porque prescribían, ya porque los responsables habían desaparecido. Sería sólo hasta 1924 
cuando por primera vez este departamento presentó puntualmente a la Contaduría Mayor de Hacienda 
la cuenta dentro del término constitucional.51 No obstante, las cuentas sin glosar persistieron hasta 
1930, situación muy grave pues, como lo expresa el propio Montes de Oca, mientras existan estas 
cuentas pendientes, y no se enlacen con los saldos de los otros ejercicios fiscales y que, en consecuencia 
de lo anterior, el activo y pasivo no se ajuste a la verdad, la contabilidad será incompleta y conducirá 
a apreciaciones falsas sobre la situación de la hacienda pública.52

Es difícil precisar los alcances de la Contraloría en la fiscalización del presupuesto, y en qué 
medida los casos de malversación de fondos públicos disminuyeron, sobre todo entre las fuerzas 
armadas. Al parecer continuó la corrupción53, pues Loyo comenta que, a pesar de la reforma militar 
de 1925 emprendida por el general Joaquín Amaro, la corrupción y malversación subsistieron, y se 
siguieron presentando casos de irregularidades sobre todo en las compras y en los ricos contratos de 
la Secretaría de Guerra.54 A estas prácticas de corrupción no se sustrajeron algunos empleados de este 
Departamento. En 1925, se denunciaba una serie de irregularidades y un fraude por más de 120 mil 
pesos realizado por las autoridades del Departamento de Aviación de la Secretaría de Guerra al que no 
eran ajenos los delegados de Contraloría.55 Un caso más grave fue la denuncia señalada por el propio 
presidente Calles, en 1928, contra el general José Álvarez, Jefe de su Estado Mayor, quien no sólo 
cometió un cuantioso contrabando de mercancías, sino también utilizó el nombre del presidente para 
cometer ese ilícito.56 En el ámbito civil también existieron denuncias y consignaciones, como es el 
caso de los Ferrocarriles Nacionales de México, donde se revelaban distintos fraudes y contrabando.57 
También en Sayula, Jalisco, se denunciaba al administrador principal del timbre por un fraude de 
16, 621 pesos58; y en Ciudad Juárez se denunciaba el robo cometido por un empleado del timbre que 
sustrajo más de 30,000 pesos.59 En estas últimas denuncias llama la atención que, en su mayoría, se 

50	 Ley sobre Dispensas sobre Irregularidades y Déficit a las Cuentas Públicas de la Hacienda que, previa opinión de 
la Contaduría Mayor de Hacienda, fue sometida a la aprobación del Congreso en noviembre de 1926. DDCD, 29 de 
noviembre de 1926 y Lanz, Contraloría, 1993, 9. 267.

51	 Lanz, Contraloría, 1993, p. 275.
52	 Contraloría de la Federación. Memoria de sus labores desarrolladas durante el periodo presidencial del ciudadano general Plutarco 

Elías Calles, 1925-1928.
53	 Véase CEHMC, fondo CMLXXV.
54	 Loyo, Joaquín, 2003, pp. 145-146.
55	 AGN, OC, 126-301-A-21.
56	 La denuncia fue realizada por el Director General de Aduanas, Guilebaldo Elías, pues el general Álvarez, argumentando 

que se trataba de material secreto de la presidencia, intentaba pasar quince cajas que contenían cuatro mil quinientos 
kilos de seda, lo que llevó a la separación de su cargo del general y consignación. AGN, OC, 126-C-IV.

57	 CEHMC, Fondo CMLXXV, c. 18, leg. 00001660 y c. 23, leg. 002288.
58	 CEHMC, Fondo CMLXXV, c. 15, leg. 00001570 y c. 15,  leg. 00001577.
59	 CEHMC, Fondo CMLXXV, c. 2, leg. 0000193.
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refieren a fincar responsabilidades a empleados subalternos por pequeños caudales sustraídos, lo que 
hace pensar que la acción de la Contraloría por lo regular no alcanzó a los altos funcionarios.

Si bien una de las funciones de la Contraloría fue fincar responsabilidades a los funcionarios 
y empleados que manejaban fondos o bienes de la nación, y para ello contaba con una oficina de 
Asuntos Jurídicos, se registran muy pocos casos en que este departamento consignara ante la justicia 
a servidores públicos. Uno de ellos fue la solicitud que hizo el Contralor, Luis Montes de Oca, ante 
el Procurador General de la República para que ordenara la detención del general Ignacio Otero por 
responsabilidades contraídas en la administración principal del timbre de San Luis Potosí, Oaxaca y 
otros lugares de la República.60

El problema del abasto militar

Para los gobiernos posrevolucionarios, junto a la necesidad del control y fiscalización del 
presupuesto, fue necesario asegurar y vigilar el aprovisionamiento público. Por ello, además de la 
Contraloría, se establecieron los Departamentos de Aprovisionamientos Generales, destinados a 
“abastecer a las Secretarías y Departamentos de Estado y demás dependencias del Ejecutivo, de los 
elementos indispensables para su funcionamiento expedito y económico”61, y el de Fabriles, que 
absorbía las fábricas militares dependientes del Ejército y las incorporaba en este Departamento, 
responsabilizándose del abastecimiento de la milicia.62 Como se ve, en la creación de estos 
departamentos privaba la preocupación de centralizar y supervisar todas las adquisiciones de las 
dependencias públicas; era necesario poner coto a las compras innecesarias y al desvío de fondos a 
través de éstas, pues uno de los problemas durante la guerra fue el desorden en las adquisiciones y 
compras sin la debida comprobación. Si bien ambos departamentos atendieron las adquisiciones, fue 
sobre todo el de Fabriles el que adquirió relevancia desde un principio; su función era, después de la 
prolongada guerra, aprovisionar a la poderosa Secretaría de Guerra de armamento, vestuario, equipo 
y medicamentos. El problema del abasto militar fue recurrente a lo largo de la lucha armada, debido 
a que el armamento era importado, lo que representó un enorme costo en un periodo de contracción 
económica. Para las fuerzas revolucionarias siempre fue difícil la compra en el extranjero de las 
armas, sobre todo porque sus pagos eran exigidos en oro o en dólares. Además, los pertrechos se 
habían encarecido y elevado su precio por los efectos de la primera guerra mundial. Para el gobierno 
carrancista en este contexto se volvió fundamental la autonomía en su abasto. En palabras de 
Carranza, “había que fabricar nuestras propias armas si no queremos que nuestros asuntos interiores 
los decidan los que nos las proporcionan”.63

60	 CEHMC, Fondo CMLXXV, c. 36, leg. 003592.
61	 Rives, Elementos, 1984, pp. 241-242.
62	 Mijares Palencia, Gobierno, 1936, p. 102.
63	 Cabrera, “Herencia”, 1975, t. 3, p. 468.
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	 El proyecto militar de Carranza buscó recuperar las fábricas establecidas durante el porfiriato64, 
ya que, pese a sus limitaciones, era la infraestructura disponible. Por lo que a las fábricas adscritas en 
el anterior régimen al Departamento de Artillería de la Secretaría de Guerra tales como la Fábrica 
Nacional de Armas, Maestranza Nacional de Artillería. La Fundición Nacional de Artillería y la 
Fabrica Nacional de Pólvora65, se sumaron las Fábricas de Cartuchos 1 y 2,  Laboratorios Nacionales 
de Municiones y Artificios, Fábrica Nacional de Vestuario y Equipo, Planta Nacional de Curtiduría 
y Talleres Anexos, Planta Nacional de Ácido Sulfúrico, Proveeduría y Laboratorio Nacional de 
Medicinas y Productos Químicos y Garage Central.66 El coronel Breceda fue el primer encargado 
de este Departamento y, de acuerdo con su propio testimonio, la situación en que se encontraba la 
industria del armamento en el país era bastante deplorable. La mayor parte de estas instalaciones no 
funcionaba. La Fábrica de Cartuchos estaba sin maquinaria y su edificio semiderruido; la de Armas, 
afirmaba Breceda, “jamás había fabricado un fusil no sólo porque en nuestro país no se producen los 
aceros necesarios, sino porque jamás se dotó a ese establecimiento de maquinaria para la fabricación 
de armas”. Lo mismo sucedía con las demás fábricas.67

	 Pese a los pocos estudios que existen sobre el Departamento de Fabriles, debe resaltarse 
por varias razones la importancia que éste tuvo durante los años que siguieron a la Revolución, toda 
vez que fue una de las primeras industrias estratégicas dependientes del Estado; además, trató de 
resolver el problema del abastecimiento militar, y sobre todo porque le restó recursos y funciones a 
la poderosa Secretaría de Guerra, pues el abasto militar desde las armas hasta el vestuario ahora le 
correspondían a este nuevo departamento. Al respecto, Cabrera expresaba: “Para nadie es un secreto 
que es indispensable que el Secretario de Guerra no sea el que tenga al mismo tiempo el mando 
de fuerzas y la administración del equipo y abastecimientos militares; que, por consiguiente, es 
necesario que un Departamento especial, independiente de la Secretaría de Guerra, se encargue de 
los aprovisionamientos militares”.68 Además, si se observa el monto del presupuesto que absorbía, se 
puede advertir su importancia: en 1920, mientras la Secretaría de Guerra tenía 50 millones de pesos, 
este Departamento ejerció 13 millones de pesos, un poco menos de los 16 millones de una Secretaría 
tan importante como la de Comunicaciones y Obras Públicas.

Así, la creación de Fabriles, sustraía a los militares el control sobre este abastecimiento, reducía 
su presupuesto, pretendía eliminar una fuente poderosa de peculado y de compras sin justificación. 
De acuerdo con el diagnóstico de los especialistas financieros, en 1917, el déficit público en gran 
medida era ocasionado por adquisiciones de artículos y mercancías innecesarias y sin cuidado, por 

64	 Sobre la situación del ejército durante el porfiriato véase Hernández Chávez, “Orígenes”, 1967.
65	 Mijares Palencia, Gobierno, 1936, pp. 101-102.
66	 Memoria del Departamento de Establecimientos Fabriles y Aprovisionamientos Militares, 1 de agosto de 1928 al 31 de julio de 

1929.
67	 Informe que el Director General de Establecimientos Fabriles y Militares del país rinde al C. Primer Jefe del Ejército Constitucionalista 

Don Venustiano Carranza, Madird, 1916.
68	 DDCD, 7 de octubre de 1917.
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lo que se hacía necesario concentrar estas adquisiciones, sobre todo artículos de provisión militar, en 
un departamento independiente.69

Pero, ¿cuáles fueron los alcances y límites de Fabriles durante los años de 1917 a 1935, y hasta 
qué punto pudo constituirse en una verdadera industria militar?. Como se vio, este Departamento 
estaba constituido por 12 fábricas que tenían como principal finalidad atender los requerimientos de 
la Secretaría de Guerra, de armamento, vestuario, equipo y medicamentos. También, en sus talleres se 
realizaba el mantenimiento y reparación del armamento. Sus amplias y diversas funciones no fueron 
sencillas de cumplir por el gran poder y dimensión adquiridos por el ejército después de la guerra civil. 
Para 1917 la milicia estaba integrada por aproximadamente 150,000 soldados, un número muy mayor 
de los 30,000 del porfiriato. Ciertamente, el número de efectivos tendió gradualmente a disminuir, de 
tal modo que para 1930 eran 63,000; y en 1940, 50,00070, pero el poder de la milicia estuvo vigente en 
esos años. Las dificultades que enfrentó este Departamento no sólo obedecieron al poder y dimensión 
de las fuerzas armadas; también tuvo serios problemas económicos y tecnológicos para la elaboración 
del armamento. Y seguramente su administración no siempre fue la más adecuada, pues en esos años 
fue parte de las pugnas y prebendas políticas. Durante el gobierno de Obregón su administración fue 
concedida como parte del pago de favores al Partido Laborista, por lo que su líder, Luis N. Morones, fue 
su titular entre 1920 a 1923, y después sería remplazado por el general Celestino Gasca (1924-1928).

Además, este Departamento no escapó a la corrupción como lo indica la denuncia, en 1931, contra 
el general Juan José Ríos, encargado del mismo, a quien se acusaba de privilegiar a los proveedores 
de mantas, frazadas, lonas y paños de la Casa Fal, a pesar de que otras empresas ofrecieran mejores 
precios; al parecer, a cambio de ese contrato de exclusividad, esta casa lo había sobornado con 100,000 
pesos, un automóvil y otra cantidad fuerte a la esposa del general.71

Todo ello indica que los logros en el desarrollo de una industria militar independiente fueron 
limitados; y, si se examinan los informes del Departamento, se advierte que mientras existieron 
limitaciones y serias deficiencias en la producción de armamento72, la producción de vestuario 
y equipo fue constante, por lo que más que una fábrica de armamento terminó siendo de ropa y 
equipo militar.73

69	 Cabrera señalaba que un estudio cuidadoso del déficit nos hace conocer que la mayor parte de su monto era consecuencia 
de adquisiciones de artículos y mercancías que se hacían sin el debido cuidado y muchas veces cuando no eran necesarios 
o cuando el presupuesto no era suficientemente capaz de afrontarlos; entonces  comenzó la costumbre de no disponer 
de dinero para estas adquisiciones, sin orden expresa del C. Presidente de la República y más tarde se vio que era 
indispensable concentrar todo esto, tratándose especialmente de artículos de provisión militar. Ibidem. 

70	 Garduño, Ejército, 2008, p. 192.
71	 Ibidem, p. 146. 
72	 Garcíadiego señala que eran tantos los defectos del armamento que se ordenó mayor vigilancia en las fábricas, pues en 

un informe se aseguró que “con toda intención” algunos obreros fabricaban los pertrechos “defectuosos”; con ello podría 
volverse crónico el parque inútil, que constantemente estropeara el armamento. Garciadiego, “Política”, 1993, pp. 451-
452. Véase también Loyo, Joaquín, 2003, pp. 84-86.

73	 El vestuario y equipo comprendía banderas, banderines, botas, cinturones, capotes, escudos de latón, fajillas, porta 
fusiles, ropa interior, sombreros, uniformes y zapatos. El monto de esta producción ascendía a casi 5 millones de 
pesos, mientras que el resto de todo el equipamiento militar alcanzaba sólo los 2 millones de pesos. Departamento de 
Establecimientos Fabriles y Aprovisionamientos Militares. Memoria que comprende del 1 de agosto de 1930 a julio de 1931. 
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Comentario final

Si bien en la Constitución de 1917 se establecieron los derechos sociales demandados por los 
sectores populares durante la lucha revolucionaria, su aplicación conllevó un proceso lento y complejo 
de negociaciones a todos los niveles, entre los diferentes poderes y grupos de presión nacional y 
regional, así como entre el nuevo régimen y los diferentes actores sociales. Todo ello tuvo repercusiones 
en las políticas públicas que hicieron que los cambios en la administración pública fueran paulatinos 
y escalonados, y que buena parte de las demandas sociales tardaron tiempo en concretarse. Al parecer, 
en los años que siguieron a la Revolución, para los gobiernos posrevolucionarios fue más importante 
su reorganización interna, la reestructuración financiera y atender las ingentes necesidades de las 
fuerzas militares, que empezar a promover políticas sociales. Ciertamente, desde 1917 se hicieron 
cambios administrativos para atender estas demandas, pero las nuevas instituciones tuvieron efectos 
limitados.74 En contraste, en el contexto de graves secuelas de guerra y en la búsqueda de consolidar la 
pacificación, se establecieron los Departamentos de Contraloría y de Fabriles para atender problemas 
prioritarios para el gobierno central: el control y la fiscalización del presupuesto y la vigilancia en 
el abastecimiento militar. No obstante, el desempeño de estos departamentos no siempre fue el 
previsto, e incluso puede afirmarse que se tuvieron resultados contradictorios. Por un lado, no debe 
soslayarse su papel en ese difícil tránsito a una nueva institucionalidad; la Contraloría, además de ser 
una novedad en el contexto de la administración pública75, fue durante esos años, de alguna forma, 
una presencia fiscalizadora, pues supervisó todas las formas de recaudación y de gasto público, y 
empezó por inculcar en los servidores públicos una conciencia de la rendición de cuentas; además, 
el hecho de que este Departamento tuviera constantes enfrentamientos con los jefes militares por la 
vigilancia de sus gastos que derivó en el asesinato de algunos de sus supervisores, muestra indicios 
de que representó una referente de responsabilidad y de rendición de cuentas y un freno al dispendio 
acostumbrado hasta entonces por las fuerzas militares. Lo mismo sucedió con el establecimiento 
de Fabriles, que sustrajo a la Secretaría de Guerra el control sobre los abastecimientos y trató de 
promover una industria independiente de armamento, vestuario y medicinas. Pero, por otro, sus 
logros fueron limitados; la Contraloría no pudo en sus primeros años depurar la cuenta pública, y no 
llevó a cabo un seguimiento oportuno y adecuado del presupuesto.76 Su tarea moralizadora alcanzó 
sólo a algunos funcionarios medios, pero casi nunca a altos mandos. Por su parte, Fabriles, a pesar de 
contar con presupuesto millonario, no logró impulsar una industria de armamento y terminó siendo 
más bien una fábrica de vestuario y equipo.

74	 De acuerdo con la Ley de Secretarías de 1917, se estableció la Secretaría de Industria, Comercio y Trabajo, se incluyó 
este último rubro para atender el problema laboral; en la Secretaría de Agricultura se estableció la Comisión Nacional 
Agraria para llevar a cabo la reforma agraria y se creó el Departamento de Salubridad. No fue sino hasta 1921 cuando se 
estableció la Secretaría de Educación Pública. 

75	 No fue sino hasta 1983, cuando el gobierno federal volvió a tener una dependencia con estas características, con el 
establecimiento de la Secretaría de la Contraloría de la Federación.

76	 El presidente Rodríguez argumentaba para la desaparición de la Contraloría que había obstaculizado la labor hacendaria 
del gobierno federal al no proporcionar informaciones precisas del estado de las finanzas públicas. DDCD, 16 de 
noviembre de 1932.
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Estos efectos contradictorios de los departamentos examinados permiten ver que, la construcción 
de la nueva institucionalidad fue lenta y accidentada. Los mecanismos para el control del presupuesto 
y la supervisión del abastecimiento público no siempre tuvieron los resultados esperados, pues la 
corrupción continuó. Los actos ilícitos y el peculado muchas veces quedaron impunes. Ello explica 
los escasos juicios iniciados contra los altos mandos de la milicia en esos años.77 No se procedía 
contra ellos a pesar de ser acusados de corrupción, y de extorsión y abuso contra la población civil; 
lo que indica la pertinencia de la frase de Rafael Nieto cuando señalaba el grave problema de la 
corrupción entre los militares, y sentenciaba que “eso sólo podrá remediarse con el tiempo”.78 La 
profesionalización del Ejército y su sometimiento a la autoridad civil fue un proceso largo y complejo, 
al que contribuyeron múltiples factores: además del papel examinado de la Contraloría y de Fabriles, 
las medidas de reestructuración aplicadas al interior de la Secretaría de Guerra, como la reforma 
militar de 1925. También los levantamientos militares de 1923, 1926 y 1929 llevaron indirectamente 
a una reducción de militares de alto rango; es decir, a una depuración del Ejército. Durante los años 
de 1917 a 1930, la presencia y el poder militar fue disminuyendo paulatinamente y se llevó a cabo un 
proceso de burocratización; los datos así lo corroboran. El gasto de guerra, que en 1917 representaba 
cerca del 70 por ciento, para 1930 se redujo al 30 por ciento. Los 150,000 soldados contabilizados en 
1917 fueron disminuyendo a lo largo de la década de 1920, de tal modo que para 1930 eran 63,000.79 
Si se comparan estas cifras con el número de empleados públicos de ese entonces, se tiene que en 1920 
el número de soldados era cinco veces mayor que el resto de los empleados civiles de las secretarías 
y departamentos; en cambio, para 1930, el número de los soldados eran casi igual al número de 
empleados.80 La brecha se reducía, lo que indica que los soldados fueron poco a poco cediendo espacio 
a las nuevas tareas administrativas del gobierno federal sobre todo en materia económica y social, 
pues mientras estos disminuían, los empleados civiles se duplicaban. También en los cargos públicos 
su presencia bajó, pues si para los primeros años de la década de 1920 más de la mitad de los cargos 
superiores fueron ocupados por militares, ya para 1930 representaban sólo el 35 por ciento.81

	 Paralelamente a la disminución de la fuerza del Ejército, se producía el cambio estructural 
del país durante la década de 1930. Después de la crisis mundial de 192982, se sucedió una serie de 
transformaciones estructurales en los ámbitos político, económico y social. En principio, se consolidó 
una nueva institucionalidad política con la formación del Partido Nacional Revolucionario y al 
sentarse las bases del sistema presidencialista. En el ámbito económico se fortaleció el proceso de 

77	 Garciadiego comenta que ello obedeció al peligro de deserción de los soldados o que se pasaran al bando contrario si se 
les castigaba por tales faltas. Garciadiego, “Política”, 1993, p. 458.   

78	 Citado por Knight, Revolución, t. 2, 1996, p. 1016.
79	 Garduño, Ejército, 2008, p. 192.
80	 En 1920 eran 124,000 soldados y 22,000 empleados públicos; para 1930 eran 66,000 soldados y 47,000 empleados públicos. 

Blanco, Empleo, 1995, p. 115.
81	 Tobler, Raíces, 1994, p. 501.
82	 Para Cárdenas, la Gran Depresión impulsó el cambio estructural promoviendo la industrialización sustitutiva de 

importaciones. La década de 1930, así, marca los inicios del moderno proceso de industrialización, y la transición del 
‘crecimiento hacia fuera’ al ‘crecimiento hacia adentro’. Cárdenas, Industrialización, 1987. Véase también Díaz Fuentes, 
Crisis, 1994.
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integración de una economía nacional83, poniendo bajo el control del Estado sectores estratégicos 
como el petróleo y los ferrocarriles, e impulsando políticas de fomento industrial, sustitución de 
importaciones y desarrollo del mercado interno. La hacienda pública estaba mejor organizada e 
iba consolidando su centralización, alcanzando un mejor equilibrio entre sus ingresos y egresos, e 
incluso en algunos años registró un superávit, lo que permitió al gobierno saldar cuentas atrasadas 
y reiniciar el pago del servicio de la deuda externa.84 En este nuevo panorama los Departamentos de 
Contraloría y de Fabriles dejaron de ser prioritarios y terminarían por desaparecer. 

En 1932, el presidente Rodríguez mandaba una iniciativa al Congreso para suprimir la Contraloría. 
Los argumentos fueron diversos; entre ellos estaban su falta de coordinación con la Secretaría 
de Hacienda y los pocos resultados en su tarea moralizadora. Con ello, Hacienda recobraba sus 
funciones. Para 1935, el presidente Cárdenas desapareció Fabriles y reintegró las funciones de abasto 
militar a la Secretaría de Guerra. Para ese año, la situación del ejército era muy distinta a la de 1917; 
se trataba ahora de una fuerza sometida al poder presidencial, que había disminuido y fortalecido su 
profesionalización, y todo ello se reflejaba en su presupuesto, al reducirse a la quinta parte del total de 
los egresos. Además, muy significativamente, la Secretaría de Guerra, se transformaba en Secretaría 
de la Defensa, cambio esencial porque modificaba la base organizativa del Ejército y el pensamiento 
militar dominante, enfatizando el concepto de defensa por sobre la idea de guerra.85

Es difícil saber hasta qué punto las prerrogativas de las que gozaron los jefes militares fueron 
desapareciendo. Pero seguramente, el hecho de que a partir de la década de 1930 se emprendiera 
una redistribución del gasto público en la administración que privilegió los rubros económicos y 
sociales sobre el destinado a la Secretaría de Guerra, provocó que los actos de corrupción se dirigieran 
hacia estos nuevos ámbitos de la administración. Así, en un nuevo contexto de consolidación del 
presidencialismo, dominio hegemónico del partido oficial y expansión económica del Estado, los 
mecanismos de corrupción eran más comunes en otros ámbitos, como la contratación de obra pública 
o la especulación de terrenos en el desarrollo urbano y turístico.86 El problema ahora era el excesivo 
poder presidencial, la deficiente fiscalización del gasto público y la falta de rendición de cuentas 
presidencial.87 Con ello la corrupción adquiría otras formas y características, desarrollándose en un  
nuevo y diverso horizonte cultural.

83	 Hernández Chávez, “Economía”, 1993.
84	 Cárdenas, Hacienda, 1994, p. 40.
85	 Garduño, Ejército, 2008, pp. 203-204.
86	 Niblo documenta las diversas formas de peculado durante la década de 1940 desde el robo directo, los abusos de 

autoridad, la mordidas, lo negocios ocultos y pago de servicios prestados.
87	 Niblo señala que el presidente no está restringido por la ley, la auditoría de fondos públicos o el tipo de la realidad política 

que se desprende de una legislatura o de una judicatura independientes. La falta de rendición de cuentas presidencial es 
asistida sin límite por un alto nivel de reserva. Por su parte, Morris afirma que el contexto cerrado y aislado del sistema 
personalista es donde abunda la corrupción, las relaciones patrón cliente, el personalismo, los equipos y las camarillas, 
los empresarios políticos, los intermediarios, la cooptación y otras formas de interacciones personales dominan la 
política mexicana. El predominio de estos modos particularistas facilita la corrupción y, al mismo tiempo, estructura 
tratos políticos corruptos. Niblo, México, 2008, p. 252 Morris, Corrupción, 1992, p. 49.
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El tirano me llama: “apoyo de las instituciones”. El hombre libre 
me acaricia con ternura y me dice: “instrumento de redención”. Soy 
la misma cosa y, sin embargo, sirvo tanto para oprimir como para 
libertar. Soy al mismo tiempo, asesino y justiciero, según las manos 
que me manejan.

Yo mismo me doy cuenta de las manos en que estoy. ¿Tiemblan esas 
manos.? No hay que dudarlo: son manos de esbirros. ¿Es un pulso 
firme?. Digo sin vacilar: “son las manos de un libertario”.1

Tal parece que no habla de un fusil, sino de la ley (y por consiguiente de 
nuestras instituciones)... 

Introducción

La actividad fiscalizadora es el control más sensible del ejercicio del poder, es el escrutinio 
minucioso de las erogaciones que realizan los órganos del Estado para satisfacer las necesidades 
de la población, tratando de alcanzar entre otros fines la seguridad, justicia y el bien común. Por 
medio de esta actividad, se pone a prueba la ingeniería constitucional, al evaluarse la estructura y 
funcionamiento del macroaparato que da vigencia a nuestro Estado de Derecho.

Sin embargo, un poder sin control pone en duda la legitimación del mismo y en entredicho el 
ejercicio de la autoridad, la cual, desde la visión anarquista revolucionaria, refleja: ¿Para qué sirve, 
pues, la autoridad?. Para hacer respetar la ley que, escrita por los ricos o por hombres instruidos, que están al 
servicio de los ricos, tiene por objeto garantizarles la tranquila posesión de las riquezas y la explotación del 
trabajo del hombre. En otras palabras: la autoridad es el gendarme del capital, y este gendarme no está pagado 
por el capital, sino por los pobres.2

En el marco del bicentenario de nuestra independencia y el centenario de la revolución, es 
necesario realizar una recapitulación de logros, avances, rezagos, amenazas, oportunidades y 
futuro de las instituciones que hemos construido con base en los ideales y de las propias vidas de 
nuestros antecesores. He aquí la razón de esta reflexión anarquista, una visión que podría reflejar 
el sentir de millones de mexicanos, y que cobra vigencia cada día con la apología de la corrupción 
y la desorientación social3, que debería haberse superado a estas alturas. Aunado a lo anterior, en 

1	 Flores Magón, Ricardo, ¿Para qué sirve la autoridad? y otros cuentos, Ed. Antorcha, 5ª edición, México, 1989, p. 63.
2	 Idem, contraportada.
3	 Juegan niños a ser narcos, artículo publicado en “El Sol de Tijuana” el 8 de diciembre de 2008. http://www.oem.com.

mx/elsoldetijuana/notas/n961645.htm. No es de sorprender este tipo de noticias ante la situación precaria de millones de 
mexicanos y el poder que materialmente ejerce el narcotráfico.
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diferentes espacios la corrupción es un presupuesto de supervivencia cotidiano, sin el cual no es 
posible prosperar, y por tanto se vuelve un valor. Ante esto, es difícil encontrar soluciones cuando la 
corrupción se ha arraigado tan profundamente en la cultura mexicana.

De cierto modo, la corrupción es la expresión de la incapacidad del gobierno para establecer 
condiciones de certidumbre y de justicia social en un Estado, toda vez que es el que dirige las 
voluntades de los habitantes y el que está obligado a garantizar un estado de bienestar, libre de 
corrupción. Por tanto, si el gobierno busca efectivamente eliminar la corrupción, debe, como en el 
ámbito personal, no ser corrupto él mismo.

Las entidades de fiscalización superior poseen una relevancia especial en la actualidad y vienen 
a cristalizar un presupuesto indispensable en un Estado democrático: la rendición de cuentas. Entre 
la inmensidad de temas de importancia sobre “La Fiscalización Superior y la Rendición de Cuentas 
en México”, considero que vale la pena plantear una de las necesidades imperantes para un adecuado 
ejercicio de nuestra labor: la independencia efectiva de las Entidades de Fiscalización Superiores 
(EFS), y su transición hacia Organismos Constitucionalmente Autónomos (OCAs) garantes de 
transparencia y rendición de cuentas.

En apariencia, no existirían mayores controversias sobre dicha transición, ya que sólo se necesita 
voluntad política y presupuestaria. Sin embargo, tal cambio no es tarea fácil, porque el surgimiento 
de los OCAs es reciente y se identifican con la actividad administrativa, a la vez que no es posible 
desprender a la función legislativa del control de los otros poderes (evitando caer también en la 
creación de órganos supra poderosos). Es importante el estudio que determine las razones para 
otorgar el carácter de OCAs a las EFS, ya que si no se realiza una orientación adecuada de estas 
instituciones, se corre el riesgo de caer en el desvío del poder, y en la complicidad y generación de 
corrupción al realizar una actuación deficiente de la fiscalización, creando ineficiencia en el actuar 
gubernamental maquillando resultados. Organismos como las EFS son, hoy en día, instituciones 
que permiten establecer la gobernabilidad en un país y promover la confianza de la ciudadanía en la 
actividad de su gobierno.

Las EFS han tocado fibras sensibles en la teoría de la división de poderes; al realizar uno de los 
controles del poder, se redimensiona la teoría del Estado y con ello se vislumbra la posibilidad de 
ordenar las instituciones sobre bases sólidas, un avance prácticamente imperceptible, que revoluciona 
las ideas básicas de la organización del Estado.

El fenómeno de los OCAs, representa el surgimiento de órganos que no deben encuadrar en 
ninguno de los poderes establecidos; es decir, se vislumbra que para el correcto funcionamiento de 
un Estado no basta simplemente con una división de las funciones del poder, sino que existan ciertos 
órganos que funjan como engranes que promuevan su correcto funcionamiento.

Considero que no hay mayor beneficio para una nación que la utilización de instituciones 
vernáculas y la configuración de un gobierno que sea acorde con las necesidades reales de la población, 



Transición de las entidades de fiscalización superior a órganos 
constitucionalmente autónomos, garantes de transparencia y 

rendición de cuentas de los órganos del Estado
Luis R

icardo Sánchez H
ernández

113

sin despreciar las aportaciones de ideas que surgen en el exterior. Para implementar, finalmente, el 
ideal kantiano sobre la primacía de los valores, aplicado a nuestras instituciones por medio de las 
EFS, consistiría no simplemente en crear organismos con un alto grado de valor, sino que el valor de 
nuestras instituciones sea tan grande, que represente el verdadero valor ante las demás.

Nos encontramos ante grandes retos una vez que ha transcurrido la primera década del siglo 
XXI: fortalecer la gestión pública de México por medio de la fiscalización superior. La cultura de 
la corrupción imperante4 exige acciones eficaces para cambiar la brújula de nuestra nación; sólo 
mediante un compromiso conjunto será posible cambiar los grandes problemas que aquejan al país.

El método para controlar el poder constituido representa un estudio de grandes dimensiones, que 
comienza desde la teoría misma del Estado y del Derecho Constitucional, la posibilidad de la creación 
de una teoría del control de la administración del Estado (no solamente de la administración pública) 
y finalmente la estructuración de las instituciones que son necesarias para realizar tal control de la 
actividad del Estado, como es el caso de las EFS. Este ensayo es un intento modesto de apoyar una 
teoría del control de la administración pública mexicana en sentido amplio (administración pública 
de los tres poderes del Estado Mexicano).

La Constitución: poder y su control, la fibra más sensible

El poder es la capacidad de un ente para imponer su voluntad sobre otras o de dominio; las 
corrientes de pensamiento y políticas contemporáneas son prácticamente unánimes al considerar 
cuál es el ente que detenta el poder originario o constituyente de un Estado: el pueblo. Los órganos 
del Estado, simplemente son mandatarios del pueblo.

El Estado es la expresión del derecho, es decir, el poder se plasma a través de éste. Dependiendo 
de las normas que establezca el orden jurídico positivo en un tiempo y lugar determinados, 
se podrá conocer el tipo de instituciones que rigen a una nación y consecuentemente, las 
características del país.

La Constitución Política es el documento que señala la estructura básica de un Estado, que 
delimita al poder y su ejercicio, orgánica y dogmáticamente. La expresión “controlar el poder” 
contiene un enunciado en apariencia paradójico. La idea misma de poder parecería no dejar mayores 
espacios, sino una utilización convencional del término, para pensar en su control. Merced a un gran 
esfuerzo disociativo se plantea la “división” del poder, para lo cual se tiene que pluralizar lo que en 
esencia es unitario. La tesis de que existen varios “poderes” ha permitido jugar muy creativamente 

4	 México se encuentra en el lugar 72 en el índice de percepción de corrupción 2008, con una calificación de 3.3 de 10 (0 
corrupto 10 transparente), por debajo del promedio general que es de 6.6, ver Perfil de México a través de Indicadores 
Clave, junio de 2009, Auditoría Superior de la Federación, pp. 77-78, disponible en www.asf.gob.mx.
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con una serie de acomodos y arreglos institucionales que ofrecen un cierto margen de tranquilidad 
a la sociedad.5

En México existen varios instrumentos constitucionales para controlar al poder, tanto la 
Constitución de una República representativa, democrática y federal, como la adopción de una 
“División de Poderes”.6 El término división resulta impreciso, ya que el poder del pueblo es único e 
indivisible, por lo que el poder sólo se organiza para su ejercicio por órganos supremos que realizan 
una función determinada del mismo: administrativa, legislativa y jurisdiccional.

Como se puede ver, en el caso del Estado Mexicano, existen varias vertientes del control del 
poder, la representatividad del poder, una división de funciones del poder con sus correspondientes 
contrapesos y un sistema federalista, como parte de lo mismo; también existen controles de legalidad 
como el juicio de amparo, acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales. 

Cuando a partir de Locke y de Montesquieu comenzó a hablarse de los sistemas de equilibrio de 
poder y de la separación de poderes, para facilitar las funciones de control basadas en la existencia 
de balances y contrapesos, se abrió una doble opción para la práctica de los controles del poder: si 
el control se ejerce en nombre de un derecho o de un interés propio de quien lo realiza, el resultado 
es la paralización de las funciones del gobierno, en perjuicio del gobernado. En esta medida se 
desnaturaliza el carácter representativo de las instituciones políticas y de sus titulares, y se retorna 
a la visión medieval, patrimonialista de la función pública. Éste es un riesgo siempre latente, cuyos 
efectos son desorganizar y desarticular el funcionamiento de las instituciones.7

Para este estudio y para develar el sentido de los OCAs, se abordará el tema de la teoría de la 
división de poderes, que es un sistema que ha resultado efectivo por su dinamismo. Éste es un 
medio horizontal de control del poder, que se basa en un sistema de frenos y contrapesos, que se 
sustenta en una especialización de funciones: un órgano supremo denominado Ejecutivo administra; 
otro, denominado Legislativo, expide leyes o normas de carácter general, y el denominado Judicial 
establece la decisión del derecho en composiciones de litigio.

A su vez, las funciones características de un órgano (en sustitución del vocablo de “poder”) 
permiten efectuar un control sobre los demás; por ejemplo, el Ejecutivo administra los recursos 
públicos y tiene poder para proponer a los integrantes del Órgano Judicial; el Judicial, además de 
ser el órgano supremo de justicia, se ha vuelto Tribunal Constitucional, y el Legislativo emite las 
normas generales de observancia general y realiza el control presupuestario en México.8 Sin embargo, 
surgen diversos problemas en el funcionamiento de las instituciones cuando existe interacción de 
las funciones de los órganos del Estado. Muchas veces es necesario que un órgano administrativo 

5	 Valadés, Diego, El control del poder, Ed. IIJ, México, 1998, p.1.
6	 Artículos 40, 41 y 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
7	 Valadés, Diego, Op. Cit. pp. 149-150.
8	 Mas adelante abordaremos este tema, que podría parecer un obstáculo para la transición de las EFS a OCAs al considerar 

que se suprimen facultades inmanentes a un órgano supremo del Estado.
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concentre funciones legislativas y jurisdiccionales; el Legislativo realiza funciones administrativas y 
jurisdiccionales así como el Judicial puede llegar a ser órgano administrativo y legislativo.

Las EFS han tocado una de las fibras más sensibles del control del poder, y se han involucrado en el 
control de la administración del Estado mediante el presupuesto indispensable para su funcionamiento, 
como lo es el manejo de los recursos públicos. Este control sale de lo teorizado en el sistema de división 
de poderes. El control de la administración del estado representa una obligación mínima a la que tienen 
derecho los ciudadanos respecto al funcionamiento del Estado: el derecho de  tener la plena certidumbre 
de que cada centavo que ha sido aportado, se haya gastado eficientemente.

Como resultado de un estudio del sistema de gobierno, se percibe que hay rubros incompletos, 
por lo que Clemente S. Valdés llega a la conclusión de que la estructura constitucional mexicana 
favorece el presidencialismo y el manejo del dinero desprovisto de la rendición de cuentas.9 Ante este 
problema, el principio de legalidad es una garantía bajo sospecha, ya que a pesar de que la Suprema 
Corte se ha manifestado al respecto (principio de distribución) no existe expresamente disposición 
alguna en nuestra Carta Magna Federal que señale que las autoridades solamente pueden hacer lo 
que la ley les establece y que se encuentran obligadas a rendir cuentas de su servicio, cuando manejen 
fondos públicos o cuando la sociedad se lo exija.10

Actualmente la reforma del Estado se orienta más hacia el sistema electoral, la representación de 
la colectividad y las características del sistema presidencial; sin embargo, poco se orienta a buscar 
controlar de manera dinámica el poder; es decir, ir mas allá de la elección de los representantes o la 
forma por la cual han de gobernar, sino el verdadero ejercicio de la democracia: la exigencia de la 
rendición de cuentas.

Este control no es simplemente un capricho sin sentido; en una sociedad racional, representa un 
requisito básico para la permanencia de cualquier gobernante, al evaluar la gestión gubernamental. 
Un gobierno debidamente fiscalizado hará un mejor uso de los recursos disponibles. Por el contrario, 
un gobierno que no concede a la fiscalización el papel que le corresponde, tenderá a ser corrupto, 
dispendioso e ineficiente y, por lo mismo, carecerá de legitimidad ante sus gobernados.11

Al ser un tema tan sensible (tanto que se identifica con una función del Órgano Legislativo), la 
fiscalización y el control del ejercicio del gasto debe apostar por acciones efectivas que no solamente 
controlen la administración del Estado, sino que creen una cultura de honestidad, transparencia y 
rendición de cuentas. Al vivir en un país donde la corrupción es una percepción generalizada de la 

9	 Valdés S., Clemente, La Constitución como intrumento de dominio,  2a. ed., México, Ediciones Coyoacán, 2000, p. 9.
10	 Al respecto, no se traduce en nuestra Constitución, lo referido por los artículos XIV y XV de la Declaración de los 

Derechos del Hombre y del ciudadano de 1789 “Los ciudadanos tienen el derecho a verificar por sí mismos o a través de 
sus representantes la necesidad de la contribución pública, de consentirla libremente, de controlar su empleo…”, “La 
sociedad tiene derecho a pedir cuentas de su gestión a todo agente público”.

11	 Figueroa Neri, Aimée, La Auditoría Superior de México en el horizonte internacional de la fiscalización superior, Auditoría 
Superior de la Federación, México, 2007, p.33.
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población, la teoría constitucional y administrativa se pone a prueba al límite y permite proponer 
sistemas de control efectivos ante esta situación.

Sello del equilibrio en la separación de poderes: órganos ciudadanos 
representados por los entes constitucionalmente autònomos

Daniel Márquez Gómez considera que al lado de la administración federal “formal” se encuentran 
los llamados “órganos de relevancia constitucional”, que son aquellas instituciones que se contemplan 
en la Constitución, a los que se encomiendan tareas de alta especialización técnica y que, debido a 
la necesidad de certeza e imparcialidad de sus funciones, se les separa de sus funciones tradicionales 
del Estado, otorgándoles poderes de decisión mayores de los que se proporciona a los órganos 
desconcentrados, lo que los asemeja a la descentralización administrativa, con la salvedad de que no 
se encuentran sectorizados a ningún órgano central; esto es, son totalmente autónomos.12

La existencia de órganos ciudadanos especializados técnicamente y con autonomía constitucional, 
que realicen una función determinada que no es posible conferir a uno de los “poderes” establecidos, 
so pena de caer en corrupción, es una evolución de la teoría de la división de poderes, que al surgir 
de la actividad administrativa se identifica más fácilmente con ella; sin embargo, es una vertiente 
distinta a la concepción tradicional del funcionamiento del Estado.

La mayoría de los estudiosos del Derecho Administrativo y Constitucional, consideran a los 
OCAs como una forma de descentralización administrativa; no obstante ello, la naturaleza de estas 
instituciones ha rebasado el alcance propuesto originalmente, en el sentido de que es más bien 
una forma de descentralización de las funciones del Estado. Se ha seguido la tendencia de que los 
OCAs son simples mandatarios de una función específica de la administración pública (en sentido 
estricto, la ligada al Órgano Ejecutivo) y se ha omitido estudiar los efectos que produce el sistema 
mexicano de gobierno.

Ante la falta de estudios serios sobre el tema, se ha considerado la posibilidad de la creación 
indiscriminada de OCAs que responden a una necesidad social, pero que carecen de una justificación 
teórica13, toda vez que no son una especie híbrida de descentralización de funciones, sino son engranajes 
necesarios para el funcionamiento del Estado y la legitimación continua del poder constituido.

12	 Márquez, Daniel, Función jurídica de control de la administración pública, Ed. Instituto de Investigaciones Jurídicas 
– UNAM, Serie Doctrina Jurídica, No. 242, México, 2005. P.61-62.

13	 En materia federal, la Comisión de Estudios para la Reforma del Estado, encabezada por Porfirio Muñoz Ledo, propuso 
en noviembre la creación de varios órganos autónomos. Citado por Susana Thalía Mendoza de la Llave, en “Órganos 
Constitucionales Autónomos en México” integrante de Serna de la Garza, José Maria, Caballero Juárez, José Antonio 
(Editores), Estado de derecho y transición jurídica, Ed. IIJ - UNAM, Serie Doctrina Jurídica Núm. 95, México, 2002, p. 
228.p. 193.
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Los OCAs, desde mi punto de vista, son órganos reconocidos por la Constitución Política de un 
país, cuyas funciones técnicas y especializadas deben ser garantizadas por ciudadanos sin preferencia 
política electoral independientes de los órganos supremos del poder constituido, desprovistos de 
poder, pero con autoridad suficiente que coadyuve en el correcto funcionamiento de los mismos.

El diseño de dichos órganos debe ser tal que no representen un poder sobre los órganos supremos 
del Estado, pero que cuenten con las facultades necesarias para hacer cumplir sus determinaciones; 
como órganos ciudadanos debe existir un control de los mismos mediante la rendición de cuentas 
ante el Poder Legislativo, como órgano supremo representante de la sociedad.

Tales órganos son la expresión de una democracia activa que incentiva la participación ciudadana 
en el gobierno. Considero que los órganos constitucionales autónomos que se han establecido han 
sido atinados. Estos representan de mejor manera la realidad plural de un Estado y las despolitización 
de funciones críticas para el desarrollo de la sociedad, toda vez que “el modelo ideal de la sociedad 
democrática era el de la sociedad con un solo centro. La realidad que tenemos ante nuestros ojos es la 
de una sociedad centrífuga, que no tiene un solo centro de poder (la voluntad general de Rosseau), sino 
muchos y merece el nombre, compartido por los estudiosos de la política, de sociedad policéntrica 
o poliárquica (una expresión más fuerte pero no totalmente equivocada sería policrática). El modelo 
del Estado democrático fundado en la soberanía popular que fue ideado a imagen y semejanza de la 
soberanía del príncipe era modelo de sociedad monística. La sociedad real, que está en la base de los 
gobiernos democráticos, es pluralista”.14

De entre las características de las OCAs15, considero como las más importantes las siguientes:

Autonomía de tipo político-jurídica, administrativa y financiera.

El ente u órgano debe tener personalidad jurídica y potestad normativa o reglamentaria sobre 
sus propios procedimientos y lineamientos aplicables para los entes por los cuales interactúan 
por su función específica, sin vulnerar las normas de orden publico general, pero cumpliendo 
con el requisito de la publicación en el Diario Oficial de la Federación o en la gaceta de 
gobierno respectiva.

La ley debe determinar de forma precisa las competencias propias y exclusivas de los entes u 
órganos de manera suficiente, para impedir el desvío de poder ante el principio de distribución 

1.

2.

3.

14	 Bobbio, Norberto, Liberalismo e democracia, Milán, Angeli, 1988, nota 4, p. 10. Citado por Ermanno Vitale, Futuro 
de la democracia y “universales procedimentales” en Córdova Vianello, Lorenzo (Coordinador), Norberto Bobbio: cuatro 
interpretaciones, Ed. IIJ - UNAM-Pontificia Universidad Católica de Perú, Serie Ensayos Jurídicos No. 24, México, 2006, 
pp. 94-95.

15	 Serna de la Garza, José Maria, Caballero Juárez, José Antonio (Editores), Estado de derecho y transición jurídica, Ed. IIJ 
- UNAM, Serie Doctrina Jurídica Núm. 95, México, 2002, pp. 179-180.
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y reserva de ley, y contar con facultades para subsanar los vacíos legislativos, así como la 
posibilidad de tomar las decisiones más importantes de manera colegiada.16

Los OCAs deben elaborar las políticas, planes y programas respecto de las funciones a su cargo.

Los OCAs deben contar con capacidad para organizarse. Ello trae aparejado que dichos entes 
u órganos seleccionen a su personal, establezcan medidas disciplinarias y designen a sus 
autoridades. A esto se le conoce como servicio civil de carrera.

Debido a su carácter técnico, el ente u órgano no debe tener influencia proveniente de las fuerzas 
políticas. Los titulares deben tener garantizada su permanencia en el cargo, resguardados de 
la presión o influencia que pudieren recibir de otros órganos, traduciéndose en garantías de 
designación, inamovilidad, duración, remuneración suficiente, permanencia, etc.

Para integrar el órgano se escoge a personas con reconocido prestigio y experiencia en la materia 
de que se trate, y sus integrantes no pueden ser removidos sino por causa grave o en caso de 
circunstancias excepcionales. Los nombramientos deben trascender las administraciones, y 
ser de mayor duración que los de las demás autoridades políticas. Las remuneraciones de sus 
titulares generalmente debe ser la misma que la de los secretarios de Estado.

Para asegurar la imparcialidad de sus integrantes, éstos deben estar sujetos a un marco de 
incompatibilidades; es decir, no podrán desarrollar actividades de carácter público o privado, 
con excepción de las no remuneradas en actividades docentes, científicas, culturales o de 
beneficencia. En algunos casos estas incompatibilidades subsisten durante cierto tiempo 
después de la expiración de su cargo.

El ente u órgano debe gozar de la estima de neutralidad e imparcialidad por parte de la 
opinión pública.

Deben tener el derecho de iniciativa legislativa para proponer actualizaciones o reformas 
de la ley en el ámbito de su competencia (además de contar con una interacción constante 
con el Órgano Legislativo, para mantener actualizadas las leyes que afectan la esfera de 
sus atribuciones).

Los entes u órganos tienen que presentar informes y realizar comparecencias ante el órgano 
parlamentario (Legislativo), pero no deben estar sujetos a las instrucciones de los Órganos 
Ejecutivo, Judicial o Legislativo.

4.

5.

6.

7.

8.

9.

10.

11.

16	 Sobre este tema, Daniel Márquez Gómez considera que una forma para disminuir la corrupción y discrecionalidad, es 
el establecimiento de órganos colegiados para la toma de decisiones, Márquez, Daniel, Función jurídica del control de la 
administración pública, Ed. IIJ – UNAM, Serie Doctrina Jurídica, No. 242, México, 2005, p. 153.
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El diseño institucional de los OCAs debe reunir, además, una flexibilidad para adaptarse al 
sistema de distribución de competencias del federalismo, y realizar su función de manera horizontal 
y adaptarse a las relaciones verticales que se puedan generar, cuidando de esta manera la ventaja que 
representa la flexibilidad en un Estado federal.17

En el marco de la nueva gestión pública, la creación de los OCAs da sustento a la actividad ciudadana 
en un Estado, sin interferir en la dinámica de su administración; al contrario, la especialización de 
las funciones en manos de órganos ciudadanos especializados permanentes permite inyectar nuevos 
valores a los previamente establecidos, desarrollar ideas que fortalezcan las instituciones y producir 
cambios que permitan evolucionar a la gestión pública.

Teoría del control

La fiscalización de las cuentas públicas es el contenido de una gran teoría: la teoría del control. 
Tal tema puede ser menospreciado a la luz de una visión simplista del Derecho Administrativo y del 
Derecho Procesal Administrativo; sin embargo, el control no es una actividad exclusiva de la esfera 
administrativa, sino involucra a todos los órganos que componen un Estado.

Desde los tres órganos supremos, órganos constitucionalmente autónomos, empresas paraestatales, 
fideicomisos públicos, hasta toda aquella institución que forme parte de la estructura del Estado debe 
estar controlada. La deficiencia del control, como se ha expuesto, produce graves males de entre los 
cuales está la corrupción.

En el ámbito federal, no se perciben los grandes problemas que representa una falta de estructuras 
firmes que permitan realizar el control fiscalizador en cada una de las entidades federativas; 
prácticamente, la fiscalización que se realiza a nivel federal, se aplica en materias federales; se deja a 
las EFS de las entidades federativas el control del gasto de los propios estados y se entra también con 
el problema de un tercer nivel de gobierno: el municipio.

Las propias características y necesidades de la fiscalización superior justifican la creación de una 
teoría del control de la administración del Estado. En principio, dicho control transita dentro de 
la esfera de un Derecho Administrativo sui generis, el cual debe revolucionar su teoría para evaluar 
su propia función; es decir, es un procedimiento que evalúa la propia gestión administrativa y, por 
tanto, no es destinado a ciudadanos comunes, sino a ciudadanos investidos de atribuciones públicas, 
a quienes se les controla no por su labor individual, sino a su labor como servidores públicos.

17	 Serna de la Garza, José Maria, Caballero Juárez, José Antonio (Editores), Op. Cit., p. 228.
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Los procedimientos administrativos requieren técnicas dinámicas como son las auditorías, 
mismas que, en el ámbito gubernamental, no pueden ni deben ser concebidas como se realizan en la 
actividad privada, toda vez que esas deben ser planeadas en el marco de la administración pública, 
destinadas para que los hallazgos obtenidos tengan contenido de valor para evaluar la gestión de 
los servidores públicos y la dirección de las políticas económicas, financieras y presupuestales, y 
que arrojen resultados fidedignos de nuestra realidad que puedan ser evaluadas en tiempo real por 
cualquier ciudadano. Las auditorías gubernamentales deben conservar el dinamismo de su naturaleza 
pero estar impregnadas de un alto contenido jurídico que les dé sustento y proyección.

El derecho administrativo se redimensiona; ahora no se trata de tutelar derechos y la exigencia 
de las obligaciones, sino de establecer bases para tutelar el ejercicio de las atribuciones, que sólo 
son otorgadas a las personas que representan físicamente los órganos del Estado. El procedimiento 
administrativo está destinado a la ciudadanía en general, pero con el surgimiento de una teoría del 
control del Estado, es necesario un procedimiento que regule las relaciones intergubernamentales 
(tanto entre dependencias de un órgano supremo como entre las dependencias de éstos).

Respecto a las responsabilidades administrativas18 de los servidores públicos, éstas revisten un doble 
carácter, el cual se ha potenciado con la instauración cada vez más frecuente de las responsabilidades 
resarcitorias y con la responsabilidad patrimonial del Estado. Doble carácter, porque en el ámbito 
administrativo se recogen dos teorías complejas, extensas y en continua evolución: el derecho civil 
y el derecho penal. Jorge Fernández Ruiz define la responsabilidad en términos amplios como la 
capacidad de un sujeto de derecho de conocer y aceptar las consecuencias de sus actos realizados 
consciente y libremente. Por otra parte, en términos concretos, la responsabilidad se entiende como 
el surgimiento de una obligación o sanción en un caso específico determinado o determinable, como 
resultado de un acto específico.19 Por lo tanto las responsabilidades de los servidores públicos pueden 
ser administrativas (disciplinarias), resarcitorias, penales, políticas y civiles.

Por ejemplo, para fincar una responsabilidad resarcitoria, se deben observar reglas de derecho 
penal y de derecho civil, sin lo cual no resulta posible establecer una sanción adecuada. En lo que toca 
al penal, para atribuir la conducta y sancionar se deben recoger las garantías básicas del procedimiento, 
las cuales deben ser de interpretación y aplicación estricta que minimicen la posibilidad de injusticias 
y sanciones desproporcionadas por parte de la autoridad. Por el lado de la teoría civil, la determinación 
de daños y perjuicios en contra de la Hacienda Pública, los cuales deben estar determinados y que 
exista la posibilidad de que el sujeto imputado pueda objetar el alcance de los mismos. 

Por otro lado, debe quedar expedita la facultad disciplinaria del órgano de control, para imponer 
sanciones disciplinarias derivadas de las responsabilidades resarcitorias (responsabilidades 

18	 Administrativas en cuanto a su función, no por el Órgano Supremo del que emanan.
19	 Fernández Ruiz Jorge, Derecho Administrativo, México McGraw Hill, 1997, p.165. Citado por Medina Pérez, Yamile, y 

Nieto, Santiago, Control externo y responsabilidad de los servidores públicos del Distrito Federal, Serie Estudios Jurídicos No. 
73, Ed. IIJ - UNAM, México, 2005,  p.18.
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disciplinarias con sanción económica) por los riesgos creados por la actividad irregular de los 
servidores públicos y con esto evitar la impunidad, ya que se puede dar el caso de que se cometan 
irregularidades, pero que al quedar solventadas, quede impune un hecho materialmente irregular. Por 
eso, ante estas situaciones, las EFS deben contar con capacidad para sancionar cualquier conducta 
irregular que provoque el menoscabo de la administración pública.

Como resultado de lo anterior, debido a los múltiples problemas que representaban las 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos, en 2003 la Secretaría de la Función 
Pública propuso una Ley Federal de Justicia Administrativa de la Función Pública, por los diferentes 
escenarios en que se puede presentar la responsabilidad de los servidores públicos.

Al dividir las funciones del control (en el caso de la fiscalización, sólo se finca responsabilidad 
resarcitoria y las EFS se quedan limitadas para fincar responsabilidad disciplinaria), se merma la 
capacidad para responder ante las irregularidades cometidas al sancionar sólo una faceta (resarcitoria) y 
promover la instauración de otra (disciplinaria, que en muchos casos se traduce en una ineficacia de la 
administración al dejar prescribir o quedar sin ejecución las resoluciones). Es necesario analizar si basta 
con la actividad de fiscalización o es necesario combinarla con funciones de contraloría gubernamental 
(mientras tanto, no se puede privar a la fiscalización de imponer sanciones como consecuencias de la 
actividad irregular administrativa, relacionada con la utilización de recursos públicos).

Una teoría del control favorece la eficiencia de la actividad fiscalizadora y sancionadora, sin vulnerar 
la esfera de competencias de poder de los demás órganos del Estado, no se puede pensar en la creación 
de un supra poder, que desviaría los esfuerzos de rendición de cuentas al permitir la preeminencia de un 
órgano sobre los otros órganos supremos que realizan una función establecida del poder.

La teoría del control debe resolver los múltiples problemas del mismo ante la exigencia de la 
ingeniería constitucional, toda vez que el pulso del control devela el diseño estructural de nuestro 
Estado y permite replantear no solamente los mecanismos de control, sino la composición y futuro 
de las acciones que debe seguir nuestra nación para tener éxito.

Estas ideas deben salvaguardar la competencia de las demás dependencias del Estado, velar por el 
fortalecimiento de nuestras instituciones, adoptar medidas para evitar la intromisión política en su 
actuar, y establecer indicadores objetivos que muestren a la ciudadanía, de manera sencilla, cuál es la 
retribución por las contribuciones aportadas; en fin, una teoría que permita evolucionar al sistema 
de gobierno y el enfoque de la sociedad hacia él.

La participación ciudadana es un factor fundamental para el fortalecimiento del gobierno; en la 
medida en que la ciudadanía esté comprometida y respalde el actuar gubernamental, se podrá evaluar 
el alcance de las acciones de los gobiernos e incentivar las acciones adecuadas; esto permitirá la 
transición del pensamiento político mexicano, en el cual no se buscará al partido político menos malo, 
o a uno que predomine sobre los demás, sino que se reconocerá el aporte de las diversas ideologías 
para la composición de la nación.
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La fiscalización sobre los resultados de la planeación también debe impulsarse; los planes de 
desarrollo frecuentemente quedan en el olvido después de su elaboración. Al evaluarse las acciones 
gubernamentales con base en sus respectivos planes, se podrá medir cuantitativa y cualitativamente 
el logro de los resultados de una gestión gubernamental.

En la actualidad, se busca orientar la labor de la fiscalización mas allá del control presupuestario, 
al realizar una fiscalización encaminada a evaluar la gestión pública; sin embargo, no es posible 
pensar en transitar a auditoría de última generación propiciando la impunidad al no controlar a los 
servidores públicos encargados de administrar el erario.

Los ciudadanos tienen el derecho no solamente a que les rindan cuentas los servidores públicos 
encargados de personificar al Estado, sino también el derecho a que les interpreten los resultados de 
la gestión gubernamental de manera objetiva y asequible para el grueso de la instrucción pública; no 
basta la emisión de informes que reflejan números fríos y que, en la mayoría de las veces, se maquilla 
la realidad por medio de procedimientos algorítmicos.

Una estructura deficiente en los sistemas de control y su aplicación atiza el fuego de los grandes 
males que aquejan al país; en vez de resolver un problema, produce otros que no se generarían 
por sí mismos. El exceso de control ocasiona la parálisis de las instituciones; la deficiencia deja el 
camino libre a las arbitrariedades y abusos, y la inadecuada aplicación, además de vulnerar cualquier 
presupuesto de justicia, fomenta la corrupción.

El servicio público es una actividad digna y quienes se dedican al mismo deben ser ciudadanos 
ejemplares, por lo cual, hay que superar la visión inquisitoria del control de la actividad del Estado 
y del Derecho Disciplinario; se debe buscar mejorar el actuar de la administración pública (en el 
sentido más amplio de la palabra), en aras del mejoramiento de las instituciones. Los servidores 
públicos deben ser reconocidos, no perseguidos por responsabilidades sin sentido, derivadas de una 
incorrecta proyección legislativa.

Así, por medio de la teoría del control, se cierra y retroalimenta el ciclo democrático que comienza 
con el ejercicio del voto; la rendición de cuentas y el control de la administración del Estado, crean 
conciencia en la población sobre el actuar gubernamental, permitiendo su participación en la toma de 
decisiones importantes para el país al contar con elementos fehacientes para desarrollar la confianza 
en las autoridades y en las instituciones. Por ello, se debe propugnar por un gobierno transparente 
para todos, es decir, que la caja negra sea de cristal.

Ningún órgano del Estado (sea supremo de poder, órgano autónomo, empresa paraestatal, 
fideicomiso o figura futura) debe estar exento de rendir cuentas al pueblo y ser controlada (en el 
sentido de evaluar, pero sin dejar espacio para la impunidad), por lo que se debe establecer un sistema 
flexible y dinámico del control de toda la actividad administrativa del Estado.



Transición de las entidades de fiscalización superior a órganos 
constitucionalmente autónomos, garantes de transparencia y 

rendición de cuentas de los órganos del Estado
Luis R

icardo Sánchez H
ernández

123

La existencia de una teoría del control de la administración del Estado es un presupuesto que 
permite establecer directrices para la evolución del sistema democrático; incluso en el aspecto formal, 
representa una etapa del ciclo administrativo que evalúa el actuar del ente controlado y brinda 
información de las necesidades y expectativas para un nuevo ciclo administrativo.

El reto de la teoría de control es el de establecer un sistema eficiente regulador de la actividad 
administrativa del Estado (en principio), que sea lo ampliamente flexible y dinámico, que funcione 
en la división del poder de un Estado, como en los diferentes niveles de gobierno, establezca una 
coordinación que no invada competencias y que sea suficientemente oportuno para prevenir, orientar, 
reparar y redimensionar sin entorpecer, la gestión pública.

Transición de las entidades de fiscalizacion superior a órganos 
constitucionalmente autónomos

Una vez que han quedado establecidas las aristas básicas para la transición propuesta, se puede 
observar que por las funciones que realizan las EFS, existe la imperiosa necesidad de que se les 
reconozca como OCAs.

A pesar de que se ha expuesto que la teoría del control es más amplia que la labor de la fiscalización, 
para los fines de este ensayo, ha llegado la hora de acotar nuestra materia, dejando sobre la mesa 
líneas anteriores, la reflexión de posibilidades que podrían fortalecer a las EFS y darles un carácter 
más relevante en la administración del Estado y no solamente en la administración pública. 

Pero, ¿Por qué es indispensable la independencia de las Entidades de Fiscalización Superior?, ¿Qué 
garantiza la independencia de estos organismos?. La independencia es la plataforma indispensable para que 
la revisión de la acción gubernamental pueda llevarse a cabo con objetividad, imparcialidad y sustentada 
en criterios profesionales, técnicos y jurídicos suficientes20;  por consecuencia, ¿Por qué no basta con la 
autonomía técnica y de gestión a la cual se han comprometido las EFS en México?.

A partir de la Declaración de Lima sobre las líneas básicas de fiscalización, el rumbo de nuestra 
materia ha vislumbrado la meta en el horizonte, avanzando en su estudio e implementación a pasos 
agigantados, como consecuencia de la voluntad ciudadana y política de dar seguimiento y desarrollo a 
las actividades que realizan las EFS en todo el mundo; razón principal para que exista la Organización 
Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI por sus siglas en inglés), la cual 
preside actualmente la Auditoría Superior de la Federación.

20	 La independencia de las Entidades de Fiscalización Superior. Declaraciones de Principios. Auditoría Superior de la Federación. 
México, 2009, p. 8.
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Mediante la colaboración y cooperación institucional, tanto nacional como internacionalmente, 
se buscan las respuestas a los problemas de nuestra materia y se establecen directrices conjuntas para 
la evolución de estas instituciones; sus expresiones más frecuentes son las declaraciones derivadas de 
los congresos organizados dentro de las organizaciones existentes.

El tema de la autonomía es bastante complejo, por lo que se han dedicado bastantes esfuerzos para 
lograr su definición y alcance de su utilidad en las EFS. La decisión es unánime; las EFS deben ser 
lo más independiente posible de los poderes constituidos, para evitar su control, aleccionamiento o 
vicios por parte de entes externos.

Ante esta situación, en el año 2007, dentro del marco del XIX Congreso de la INTOSAI, se emitió 
la “Declaración de México sobre la Independencia de las Entidades Fiscalizadoras Superiores”, 
documento que establece ocho principios a que se comprometen las EFS para mejorar el desarrollo 
de sus funciones, de entre los cuales destacan en este estudio el segundo y el octavo, relativos a la 
independencia y autonomía.

La autonomía es la capacidad que tiene un ente para decidir sobre su funcionamiento interno 
y la conveniencia de los procesos que realiza; sin embargo, el término de autonomía técnica y de 
gestión, a pesar de parecer extensivo, es un presupuesto limitativo de la autonomía, porque no la 
otorga en forma completa, sino simplemente una fracción destinada a utilizar los criterios necesarios 
para elaborar su labor y que ésta puede establecer relaciones con otros órganos o dependencias 
gubernamentales; por tanto, el logro del establecimiento de una autonomía técnica y gestión es un 
presupuesto fundamental para el actuar básico de las EFS.

Ante esta perspectiva, se percibe que los logros a veces son insuficientes y hasta cierto punto 
ni siquiera lo son, por lo que es necesario sustentar las razones por las cuales las EFS deben ser 
Organismos Constitucionalmente Autónomos, conclusión a la que se llega mediante la Declaración 
de Zacatecas sobre autonomía que surge con motivo de la XII Asamblea Ordinaria de la ASOFIS, 
realizada en 2009.

Como se expuso, los OCAs son órganos de reciente inclusión en nuestros ordenamientos, los cuales 
no han sido estudiados a detalle, pero por sus características y por los efectos que producen, se vislumbra 
que son el elemento ciudadano especializado para el correcto engranaje de la administración pública.

Las EFS encuadran dentro de los presupuestos para la creación de los OCAs, tanto en el aspecto 
formal como material. Desde el punto de vista formal, la estructura de los órganos del poder del Estado 
demandan instituciones que no estén bajo su control,  dirección  y que retroalimenten el contenido 
de su actividad; desde el punto de vista material, las funciones que desempeñan las EFS requieren de 
una capacidad técnica especializada, objetiva y dinámica, desprovista de intereses políticos.

La actividad que desarrollan las EFS requiere estar impregnada de un alto dinamismo, para 
realizar la revisión y fiscalización de las cuentas públicas de manera concomitante con la gestión 
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pública, a fin de establecer indicadores en tiempo real de las necesidades del Estado, para que sean 
cubiertas, en el siguiente ejercicio presupuestal, dejando el Informe de Resultados como acto final de 
la labor de la fiscalización.

Desde el punto de vista de una democracia activa, las EFS cierran el círculo creado por la elección 
de nuestros representantes populares; no solamente evalúan el desempeño financiero de los órganos 
del Estado, sino que permiten atribuir resultados cualitativos y objetivos de la gestión gubernamental 
de personas determinadas.

La autonomía constitucional no presupone simplemente autonomía, sino otorga independencia21 
que solo será limitada expresamente por las atribuciones que la ley señala. La independencia permite 
a las instituciones volcarse específicamente sobre el desarrollo de las funciones inherentes a su 
materia, y presupone la confianza de la ciudadanía en su labor.

Los OCAs se sirven de las funciones tradicionales del Estado, la función administrativa está 
presente en los todos los órganos, labor sin la cual no tendrían capacidad de organización; cuando existe 
interacción y conflicto en los intereses, se tendrá que recurrir a la función jurisdiccional; finalmente, 
para regular las relaciones con los órganos con que tenga relación, podrá emitir lineamientos o cierto 
tipo de normatividad que incida en la función legislativa.22 Como la función administrativa es más 
evidente, los OCAs generalmente están asociados a una especie de descentralización administrativa, 
más que a un órgano auxiliar del poder.

Así, como se planteó que los principios constitucionales de legalidad y de rendición de cuentas 
son hasta la fecha una garantía bajo sospecha, de igual manera no existirá una labor de fiscalización 
adecuada mientras no se otorguen los elementos necesarios a las EFS para desarrollar sus objetivos, 
que es en principio el reconocimiento de éstas como Organismos Constitucionalmente Autónomos.

No existen impedimentos reales para la transición, sino es simplemente voluntad política, ya que 
la labor de las EFS no es una función privativa del Legislativo, como muchos defienden y justifican 
en esto su vínculo con dicho órgano; de igual manera, con su transición, tampoco se crea un vínculo 
con el Poder Ejecutivo.

A pesar de lo esbozado, no reviste mayor complicación fáctica la transición de las EFS a OCAs; 
simplemente se debe entender la importancia del reconocimiento a la independencia y especialización 
de las funciones de esta materia, que generen voluntad política para su implementación, ya que con 

21	 La cual se debe entender desde una visión del régimen de control administrativo y/o constitucional del Estado, en el 
cual ningún órgano es independiente puesto que se sebe al pueblo y debe rendir cuentas de su gestión ante el Órgano 
Legislativo.

22	 En el caso de las responsabilidades derivadas del incumplimiento, debe definirse claramente que la responsabilidad será 
calificada dependiendo de la ley de que provenga, será directa cuando provenga de la ley e indirecta cuando provenga del 
incumplimiento a las disposiciones emitidas por un OCA y deberán sancionarse por el órgano de control competente. 
La posibilidad de emitir lineamientos funcionales de observancia obligatoria para los entes relacionados con los OCAs, 
no vulneran garantías y permiten inyectar dinamismo al actuar del OCA.
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estos elementos, una vez lograda la autonomía constitucional (independencia efectiva), los OCAs, 
por sí mismos, justificarán la razón de su existencia y proporcionarán elementos para mejorar la 
ingeniería constitucional de un Estado y las políticas futuras de gobierno.

Las EFS como OCAs deben impulsar las instituciones, no frenarlas, por lo que debe entenderse 
su naturaleza y finalidad como órganos auxiliares y no como órganos de poder, los que, mediante una 
gestión efectiva con base en sus atribuciones, permitan coadyuvar a la evolución de la sociedad.

La autonomía constitucional en los estados y municipios, y el 
establecimiento de sistemas de coordinación entre los tres niveles 
de gobierno

La Auditoria Superior de la Federación reviste diferencias substanciales con las EFS de cada una 
de las entidades federativas, siendo éstas mayores al compararlas con las células de la fiscalización 
gubernamental; es decir, las Contralorías Municipales; sin embargo, a pesar de la diferencia en la 
estructura orgánica y funciones de cada nivel de gobierno, la autonomía es el atributo común que 
debe cobrar vigencia.

La lucha de los municipalistas ha sido ardua para que se reconozca a cada uno de los municipios 
como nivel de gobierno y no como un ente administrativo descentralizado.

Conviene que la fiscalización en México se implemente desde las células básicas de la sociedad; 
en la medida en que la cultura de la rendición de cuentas se impregne de los valores de la población, 
se podrá generar un cambio en el funcionamiento de las instituciones.

Actualmente, los contralores municipales son nombrados por el presidente municipal y no tienen 
una formación especializada en control de la administración municipal; son subordinados de la 
administración en turno y cambian en cada periodo constitucional. La composición diversa de las 
entidades federativas y el entendimiento subjetivo de la autonomía municipal propicia de que existan 
disposiciones diferentes en los municipios dependiendo del estado al que pertenezcan.

Idealmente las Contralorías Municipales estarían dotadas de autonomía que podría estar 
respaldada por la EFS por vía de coordinación; sin embargo, la situación de las mismas dista mucho 
de ser la ideal. A nivel municipal existen múltiples obstáculos, desde el tipo de composición de la 
población, escolaridad y niveles de ingreso de sus habitantes, hasta la extensión y situación geográfica 
y económica, que hace que se tengan desde municipios cercanos al primer mundo hasta algunos que 
prácticamente se equiparan a los del tercero.

Los municipios dentro de las entidades federativas deben ser respetados como niveles de gobierno 
que se derivan del derecho que tienen las comunidades de organizarse y de decidir sobre los temas 
que afectan a su territorio.
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Las Contralorías Municipales no solamente representan un organismo de control de la actividad 
municipal, sino también, con la preparación adecuada, pueden ser factor que proporcione elementos 
a la administración para mejorar su gestión y orientar sus resultados.

Al tratarse de un nivel de gobierno reconocido por la Constitución Política Federal, la autonomía 
de que gozarían las Contralorías Municipales sería de carácter constitucional y crearía un precedente 
importante en el desarrollo de los municipios. Dichas instituciones se constituirían autónomamente 
en cada municipio, con permanencia en funciones durante distintas administraciones y cuya elección 
de su titular o titulares sea hecha por el ayuntamiento constituido en cabildo, con base en una terna 
de individuos que reúnan requisitos de experiencia y elegibilidad.

La Contraloría Municipal debe ser un ente transparente y profesional constituido por los propios 
habitantes o vecinos, que compartan los resultados de la gestión gubernamental de una manera 
objetiva, promoviendo la participación y consciencia ciudadana.

Las relaciones de las EFS (federal, estatal y municipal) entre ellas y con los órganos con quienes 
interactúen deben establecerse en un plano de coordinación, no de subordinación.

Las EFS con autonomía constitucional, la fiscalización superior y la 
rendición de cuentas, presupuestos de una democracia activa

Una vez alcanzada la autonomía constitucional, se podrá proyectar el futuro de las EFS, transitando 
más allá de la fiscalización para convertirse en un órgano supremo garante de transparencia y 
rendición de cuentas.

Para que una EFS dotada de autonomía constitucional pueda evolucionar y generar aportaciones 
en el devenir de la acción de control y mejoramiento de la gestión gubernamental, debe establecer 
presupuestos de desarrollo, de entre los cuales destacan los siguientes:

Establecimiento de un área de proyección, investigación, desarrollo institucional y de la 
fiscalización.

Cumplimiento estricto de un servicio civil de carrera, que dé igualdad de oportunidades a 
personal interno y externo, que respete los perfiles de puesto y capacidades del personal, 
incluyendo sistemas de estímulos, desarrollo y recompensas.

Establecimiento de un área de normatividad y actualización legislativa, que coordine 
acciones con el Órgano Legislativo, a fin de mantener actualizada la ley que da soporte a la 
actividad de fiscalización.

•

•

•
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Creación de áreas específicas que respondan a planes o programas especiales implementados 
en un ejercicio fiscal determinado, basado en un sistema con una partida de presupuestación 
base cero.

La autonomía reconocida constitucionalmente permite la posibilidad de redimensionar la labor 
de la fiscalización, incluso ampliando su espectro y adecuando sus funciones a las necesidades reales 
de la población, propiciándose así lo siguiente:

Control adecuado del ejercicio presupuestario de los Órganos de la Administración del Estado; si 
bien no es el fin último de la fiscalización, de manera ejemplar debe garantizar el correcto 
ejercicio de los recursos públicos y combatir la impunidad.

Fiscalización eficaz y eficiente; la primera para cumplir sus funciones de manera oportuna y 
suficiente, con el dinamismo necesario para anticiparse al ejercicio fiscal del año siguiente, 
y la segunda, para traducir la cuenta pública de los órganos del Estado en indicadores 
cualitativos objetivos que traduzcan a la población el contenido real de las acciones 
gubernamentales. 

Investigación y Desarrollo Doctrinario especializado; ya que no hay mejor investigador y 
desarrollador doctrinario que quien trabaja en la materia.

Actualización legislativa; permitir a las EFS contar con los instrumentos necesarios para 
cumplir su labor de manera eficiente.

Capacitación, intercambio y movilidad del personal; tanto en los diferentes niveles de gobierno, 
como entre las propias entidades federativas e incluso países, fomentando un crecimiento 
conjunto en la labor de control de la administración del Estado y un intercambio de 
experiencias que fortalezca las instituciones y la labor de fiscalización superior como una 
opción profesional concreta.

La posibilidad de constituir una Fiscalía Especializada de Combate de la Corrupción; que sea 
receptora de quejas y denuncias para la práctica de revisiones y auditorías orientadas, así 
como la creación de figuras de usuarios simulados (cuyo ejercicio realiza la Secretaría de la 
Función Pública) para detectar a los servidores públicos corruptos.

Ser el órgano que retroalimente la democracia y la actividad del Estado; con base en los resultados 
objetivos de la gestión gubernamental, a fin de redefinir las políticas públicas y evaluar la 
gestión de periodos específicos.

Diversificación de auditorías para fines específicos; que fiscalicen no sólo las cuentas públicas, 
sino los resultados de los planes y programas gubernamentales.

Ser el máximo órgano que garantice la rendición de cuentas y resultados de la gestión gubernamental 
de los Órganos del Estado; cristalizando las aspiraciones de la ciudadanía de contar con un 
órgano garante de la rendición de cuentas de la autoridad; los ciudadanos no sólo tienen 
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derecho a que se les rindan cuentas, sino también de verificar hasta los documentos 
comprobatorios de los gastos.

Posibilidad del establecimiento del Sistema de Gestión de Calidad, basado en la norma ISO o 
en normas gubernamentales creadas para tales efectos; que permitan garantizar sistemas de 
gestión de calidad que promuevan la mejora continua y que otorguen credibilidad de la 
administración pública mexicana ante el extranjero.

Las opciones son diversas, prometedoras y esperanzadoras, pero el primer presupuesto para una 
consolidación de las EFS que permita proyectar los verdaderos alcances de estas instituciones es la 
transición que les otorgue el reconocimiento de Organismos Constitucionalmente Autónomos.

Conclusiones

Los temas que se han tratado aquí son cotidianos en el ejercicio de nuestra labor. El desarrollo de 
la fiscalización (no sólo en México, sino en todo el mundo) ha avanzado tan rápido, que el derecho, 
como generalmente sucede en la dinámica social, ha quedado al margen. No es posible entender la 
actividad del Estado sin un sustento jurídico que le dé vida a las instituciones. Considero firmemente 
que el desarrollo de un Estado Democrático de Derecho trae como consecuencia una estructura 
jurídica basada en principios inmutables, con una alta cultura de la sociedad que salvaguarde la 
seguridad, la justicia y el bien común.

En este contexto, no puede concebirse la fiscalización desde una perspectiva simplemente 
económica o contable; puesto que el fin de las finanzas públicas es el bienestar de la colectividad, 
a diferencia de las privadas que generan utilidades, resulta más importante fortalecer el Estado 
de Derecho sobre leyes justas que tecnocratizarlo. La autoridad debe utilizarse en beneficio de la 
colectividad y no como un medio de opresión.

La administración pública, generalmente identificada con el Órgano (Poder) Ejecutivo, es una 
actividad que se presenta en todos los órganos (Poderes) del Estado, sin la cual no podría existir una 
organización interna de los mismos, y que en el presente trabajo, aunque de manera poco ortodoxa, 
pero para no inducir al error, se utilizó el término de administración del Estado, sustituyendo el 
término de administración pública en el sentido más amplio.

No existe en la actualidad un estudio profundo que defina la naturaleza y el alcance de los 
Organismos Constitucionalmente Autónomos; sin embargo, su estructura y características generan 
la presunción de que su papel en el diseño constitucional de un Estado reviste mayor importancia 
que la de una descentralización administrativa sui generis: son órganos que representan una función 
ciudadana especializada que coadyuva a desempeñar las funciones del poder constituido.

~
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La labor que desarrollan las EFS son esencia de un continente llamado teoría del control. Ésta 
es la propuesta de Daniel Márquez Gómez, quien, en su libro “La función jurídica del control 
de la administración pública”, señala que debe ser respaldada y desarrollada para un correcto 
entendimiento y proyección del papel que estos organismos deben cumplir en la ingeniería 
constitucional del Estado Mexicano.

Las características de los OCAs encuadran idealmente en las aspiraciones y necesidades de las EFS, 
por lo que debe existir la decisión política de reconocer este nivel de autonomía. La transición de las EFS 
a OCAs debe plantearse dentro del marco de una reforma integral, que reconozca esa independencia 
efectiva en los tres niveles de gobierno. Los frutos de esta transición se cosecharán rápidamente.

La independencia efectiva de las EFS mediante la autonomía constitucional es una necesidad 
básica de estas instituciones y de las aspiraciones populares. En el marco de la dirección de la INTOSAI 
conferida a la ASF, y con apoyo en la Declaración de Zacatecas, queda evidenciada la necesidad y 
la justificación de la transición de las EFS a OCAs, cuya implementación sirva de parangón ante 
las demás EFS, como requisito para potencializar y diversificar las actividades de fiscalización y de 
control en beneficio de la sociedad mexicana y de la humanidad.
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